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Introducción 

Desde el año 2000 en América Latina se constata un desbalance etario en la distribución de la pobreza 
monetaria, dado que los niños, niñas y jóvenes en situación de pobreza están sobrerrepresentados 
respecto del resto de la población. Este desbalance cuestiona no solo el perfil de los sistemas de 
protección y promoción social en la región, sino también su efectividad en relación con los cambios 
económicos, demográficos y sociales que inciden en la estructura de riesgos (Rossel, 2013).  

En el caso de Haití1, Gordon y Nandy (2007) concluyeron, con base en datos de las encuestas 
demográficas y de salud2 de 2000 y 2005-2006, que la incidencia de la pobreza en términos de 
necesidades básicas insatisfechas en la infancia es alta3. En el año 2000 había un 46% de niños y niñas 
en situación de pobreza absoluta (con dos o más privaciones) y un 43% en 2005. Para los mismos años, 
el 70% se encontraba en situación de privación severa (una o más privaciones). Asimismo, la brecha de 
privación absoluta entre niños y niñas de áreas rurales más afectados y los de áreas urbanas era abismal, 
43 puntos porcentuales en 2005, tras haber disminuido desde el año 2000.  

Estos datos confirman —más allá de cualquier comparación con la incidencia de las privaciones 
entre los adultos— la necesidad de abordar la protección y promoción social de la infancia y 
adolescencia desde un enfoque del ciclo de vida, sobre todo si se considera que la población haitiana es 
todavía joven, ya que en 2012 el 47,7% de la población total tenía menos de 20 años y los menores de 15 
años corresponden al 36% del total (39% en las áreas rurales, donde la fecundidad es más alta).  

 
                                                        
1  El Instituto Haitiano de Estadística e Informática (IHSI) aplicó en el segundo semestre de 2012 una encuesta sobre condiciones de 

vida de los hogares después del sismo (ECVMAS 2012), que provee datos sobre los ingresos y el consumo de los hogares. 
Actualmente, un comité interministerial con el apoyo técnico del Banco Mundial está determinando la línea de pobreza, calculando 
la incidencia de la pobreza monetaria y analizando el perfil de pobreza. 

2  Enquête Mortalité Morbidité et Utilisation des Services (EMMUS). 
3  Gordon y Nandy (2007) se refieren a la definición de pobreza absoluta adoptada en la Cumbre Mundial de Desarrollo Social que 

tuvo lugar en Copenhague en 1995. La pobreza absoluta se entiende como una condición donde las necesidades humanas básicas 
(alimentación, agua potable, instalaciones sanitarias, salud, vivienda, educación e información) no están cubiertas. Cabe señalar que 
el 10 de enero de 2007, la LXI Sesión de la Asamblea General de las Naciones Unidas acordó que los niños en situación de pobreza 
están privados de una nutrición adecuada, de agua potable e infraestructura sanitaria, de acceso a los servicios básicos de salud, 
vivienda, educación, así como de participación y protección.  
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Si se analiza la serie de encuestas demográficas y de salud (EMMUS) que cubren un período de 
más de 20 años (1987-2012), ha habido avances en la situación de la infancia y adolescencia en distintos 
sectores y dimensiones del bienestar. Los avances se deben al menor gasto de bolsillo de las familias, 
financiado en gran parte por las remesas y las inversiones de las ONG, además de las políticas públicas  
de provisión de servicios sociales básicos. Sin embargo, persisten desafíos importantes en términos de 
cobertura, reducción de las desigualdades entre niveles de vida y áreas geográficas, así como en la 
calidad de los servicios sociales básicos disponibles.  

¿Cómo organiza hoy el Estado haitiano la protección y promoción social de la infancia y 
adolescencia? Dar respuesta a esta pregunta es el propósito central de este informe, con la esperanza de 
que los elementos que forman parte de ella puedan contestar otro interrogante: ¿cómo la caracterización 
de las políticas públicas de protección y promoción social dirigidas a la niñez y adolescencia permite 
completar el perfil del sistema de protección social haitiano? En un estudio anterior se concluyó que este 
sistema —parte de un Estado que combina la ausencia de protección y protección truncada— atiende a 
pequeños archipiélagos dispersos de poblaciones, junto a los protegidos por las empresas de seguro o las 
organizaciones no gubernamentales (ONG), gracias al respaldo financiero de la ayuda internacional y a 
la delegación formal hacia las ONG. Este sistema también se caracteriza por una triple fragmentación de 
la institucionalidad, de las ideas y modelos que usan los actores e instituciones, y de los intereses 
presentes en el mercado de la ayuda internacional (Lamaute-Brisson, 2013a).  

Para entender el significado y la relevancia de los mecanismos estatales vigentes para la 
protección y promoción social de niños, niñas y adolescentes, es clave dilucidar el lugar que ocupan en 
la estructura económica y social de Haití. Estudios anteriores sobre la economía del cuidado como 
producción y reproducción de los seres humanos y el trabajo de las mujeres en Haití (Lamaute-Brisson, 
2010 y 2012), partieron de la noción de régimen sociodemográfico. Este se entiende como un conjunto 
de relaciones internas a los hogares y de relaciones que los vinculan a la actividad económica  
—mediante el trabajo independiente o el trabajo asalariado— y a la tutela del Estado. Las relaciones 
internas a los hogares se constituyen en torno a la alianza —elección del cónyuge y los aportes 
materiales y simbólicos de los miembros de la pareja, como el trabajo, cuidado, vivienda y protección— 
y a la descendencia y filiación —que implica el cuidado, trabajo doméstico y trabajo en la actividad 
económica, educación, salud y herencia. 

Tras dibujar, en esta perspectiva, el perfil sociodemográfico de la infancia y adolescencia en Haití 
y presentar los principales desafíos a los que se enfrentan, se analizarán para cada sector —educación, 
seguridad alimentaria y nutrición, salud materna e infantil, protección de la infancia, inserción laboral y 
empleabilidad de las y los adolescentes— los desafíos específicos e ineludibles, así como los 
mecanismos de protección y promoción social vigentes4. De acuerdo con los datos disponibles, se tratará 
de aplicar una parrilla temática con perspectiva de género, que incluye los marcos referenciales y los 
sistemas de información, los mecanismos en vigor, las fuentes y niveles de financiamiento5. Se tendrán 
en cuenta los acontecimientos ocurridos desde el año 2012 en el diseño y la implementación de las 
políticas públicas, así como la institucionalidad de los mecanismos de protección y promoción social.  

 

                                                        
4  Se considera analizar, conforme a la propuesta de Staab (2012), cuatro grandes tipos de políticas enfocadas directamente en la 

infancia y adolescencia: las transferencias sociales para la prevención y protección frente a riesgos y vulnerabilidades sociales y 
económicas; los programas de promoción social (capacidad de generación de ingresos y acceso a los servicios sociales básicos); los 
servicios especializados para la identificación, prevención y protección frente a riesgos específicos y la legislación para enfrentar 
situaciones de inequidad y discriminación (políticas, normas jurídicas y regulaciones). Cabe señalar que la revisión que sigue dista de 
ser exhaustiva debido a la fragmentación del sistema de protección social y a la dispersión de las fuentes de información.  

5  Este informe se basa en la recopilación de documentos de investigación (centros de investigación o consultorías) y documentos 
oficiales (informes sobre los programas de protección y promoción social vigentes), en la revisión de la legislación nacional o de 
proyectos de ley (borradores) en materia de protección de la infancia y en algunas entrevistas con representantes, que complementan 
la información bibliográfica.  
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I.  Situación de niños, niñas  
y adolescentes en Haití 

La presente sección consta de dos partes: la primera se enfoca en el perfil sociodemográfico general de 
la infancia y adolescencia, donde se destacan los principales desafíos en cada etapa del ciclo de vida. En 
la segunda, se bosquejan, por una parte, las configuraciones del régimen sociodemográfico sobre la base 
de los datos recientemente publicados acerca de la participación de niños, niñas y adolescentes en el 
cuidado y el trabajo en la actividad económica y, por otra, la inversión en educación a beneficio de la 
población en edad escolar.  

A.  Perfil sociodemográfico de la población infantil  
y sus desafíos 

Se describe a continuación, para cada etapa del ciclo de vida, desde los menores de 5 años hasta los 
y las adolescentes, los principales problemas que requieren de mecanismos de protección y 
promoción social.  

Como ya se mencionó, la población de Haití es joven. En 2012, el 47,7% de la población tenía 
menos de 20 años y los menores de 15 ascendían al 36% del total, porcentaje que aumenta en las áreas 
rurales donde la fecundidad es más alta (39%). La proporción de este último grupo etario ha ido 
decreciendo desde la primera EMMUS del año 1987 en que llegaba al 45,8%, lo que refleja la 
progresión en edad de la población y la tendencia a la baja de la fecundidad. El índice sintético de 
fecundidad (ISF) calculado para la población de mujeres de 15 a 49 años bajó de 4,8 hijos por mujer en 
1994 a 3,5 hijos en 2012. La disminución se confirma al examinar la evolución decreciente de las tasas 
de fecundidad por tramos de edad calculados para los cinco años anteriores a la encuesta de 2012 
(Cayemittes y otros, 2013).  

1.  Menores de 5 años: entre mortalidad y desnutrición 
Los avances respecto de la mortalidad infantil son destacables, pero las tasas son aún altas. Aunque las 
encuestas EMMUS indican que las tasas de mortalidad infantil y de menores de 5 años han seguido una 
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tendencia a la baja notable, pasando respectivamente de 79 por cada mil nacidos vivos a  59 y de 112 a 
88 por cada mil nacidos vivos en 15 años (1997-2012); en tanto la tasa de mortalidad neonatal –que se 
refiere al riesgo de morir antes del primer mes de vida– se mantuvo relativamente estable, de  30 a 31 
por cada mil nacidos vivos en el mismo período.  

Detrás de los indicadores globales hay desigualdades contundentes y tendencias contrastadas. Si 
bien la mortalidad  de los niños y niñas menores de 5 años de áreas rurales bajó de 114 por cada mil 
nacidos vivos a 88, en las áreas urbanas entre 2005-2006 y 2012 se incrementó de 78 a 99 por cada mil 
nacidos vivos. Si se comparan los datos según el índice de riqueza en bienes durables (Cayemittes y 
otros, 2013), la brecha es importante. La tasa de mortalidad de los menores de 5 años más pobres 
equivale a 104 por cada mil nacidos vivos,  mucho mayor que la registrada entre los más ricos (62 por 
cada mil nacidos vivos)6.  

Respecto de la desnutrición, con los datos de las tres últimas EMMUS se construyeron las series 
temporales de los indicadores de la situación nutricional de niños y niñas del año 2000 al año 20127. 
Entre los menores de 5 años mejoró la prevalencia de la desnutrición global (insuficiencia ponderal). En 
2012 esta alcanzaba un 11%, lo que representa una gran disminución respecto de la encuesta anterior, 
que correspondía a un 18% (2005-2006), y que confirma una tendencia global a la baja al no observarse 
un nivel similar al del inicio del período (14%). 

Si bien no se detecta una diferencia marcada entre niños y niñas, las desigualdades territoriales y según 
el nivel de riqueza son muy marcadas. De esta manera, la prevalencia de la insuficiencia ponderal es 
mayor en las áreas rurales (un 13% comparado con un 8% de las zonas urbanas); en algunos 
departamentos administrativos (un 15% en los departamentos del Centro y de la Grande-Anse 
comparado con el 11% a nivel nacional) y entre los niños y niñas de los hogares pobres en términos de 
patrimonio de bienes durables (un 18% contra un 4% entre los más ricos). Por último, el porcentaje de 
niños y niñas con insuficiencia ponderal es tres veces mayor si la madre no tiene ningún nivel de 
educación (18%) respecto de los hijos e hijas de mujeres con educación secundaria o superior (6%).  

2.  Desafíos de la universalidad en el ciclo primario  
y de la calidad en educación 

En 2012, según la EMMUS V, más de tres cuartos de la población de 6 a 11 años (77,2%) asistía a la escuela 
primaria, con un índice de paridad de 1,01 entre niños y niñas (Cayemittes y otros, 2013)8. Sin embargo, el 
porcentaje de niños y niñas escolarizados en las ciudades es mayor que en las áreas rurales (un 86% contra un 
76%) y la brecha entre los niveles extremos de bienestar es muy amplia (26 puntos porcentuales).  

Por otra parte, la tasa bruta de asistencia escolar (TBAE) en el ciclo primario es muy alta 
(164,8%), especialmente entre los varones (un 170,7% comparado con el 158,7% entre las mujeres). La 
TBAE revela la fuerte presencia de alumnos cuya edad supera la requerida debido al ingreso tardío a la 
escuela, lo que se relaciona, generalmente, con el nivel socioeconómico y la repitencia.  

La baja tasa de asistencia entre las y los adolescentes de 12 a 17 años en el ciclo secundario 
(25,4%) —con un índice de paridad entre los sexos de 1,35 a favor de las mujeres— evidencia que, por 
una parte, los fracasos sufridos en el nivel primario, así como la deserción escolar impiden pasar al nivel 
secundario. A esto se suman las limitaciones en la extensión de la oferta de educación secundaria, 

                                                        
6  Si bien la mayoría de los campamentos de personas desplazadas a raíz del sismo de 2010 se han cerrado, es preciso subrayar que la 

mortalidad de niños y niñas menores de 5 años estimada para estos campamentos era la más alta (124 por cada mil nacidos vivos) en 
comparación con los demás territorios (urbanos y rurales) del país, superando el promedio nacional de 112 por cada mil nacidos 
vivos.  

7  Cabe señalar que para poder comparar las tres encuestas (2000, 2005-2006 y 2012), se calcularon nuevamente los índices de 
desnutrición de las dos primeras de acuerdo con las normas de crecimiento adoptadas por la Organización Mundial de la Salud en 
2006 (OMS, 2006). Por lo tanto, las cifras aquí indicadas para los años 2000 y 2005-2006 son distintas de las ya publicadas y 
comentadas en el informe anterior (Lamaute-Brisson, 2013a). 

8  Este índice se calcula dividiendo la tasa (neta o bruta) de asistencia escolar de las mujeres por la tasa (neta o bruta) de asistencia 
escolar de los varones. El índice de paridad es más bajo considerando la tasa bruta respecto de la tasa neta, tanto a nivel primario 
(0,93 contra 1,01) como a nivel secundario (1,08 contra 1,35). 
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especialmente en las áreas rurales. Por otra parte, la falta de recursos financieros es un obstáculo para 
proseguir los estudios. El 52,6% de las y los adolescentes de 12 a 17 años procedentes de los hogares 
más ricos (según el índice de riqueza en bienes durables) asiste a la escuela, mientras que menos del 
10% de las y los jóvenes de los hogares más pobres prosiguen sus estudios9. La tasa bruta de asistencia 
escolar asciende en su caso al 124,5% contra el 21,9% entre los más pobres. En todo caso, es importante 
señalar que la asistencia escolar de las adolescentes de 12 a 17 años es mayor a la de los varones en 
todos los quintiles, con brechas de gran amplitud en los tres quintiles más pobres10.  

Los logros en materia de escolarización desde los años setenta —marcados por la carrera hacia 
las escuelas (Locher, 2001)— han permitido elevar los niveles de educación de la población de 6 años o 
más. Según la EMMUS 2012, la proporción de los que no tienen ningún nivel de educación ya no es 
mayoritaria, aunque las mujeres están más afectadas por la ausencia de instrucción (un 25% contra un 
19%), y más de un cuarto de 6 años o más no ha completado el ciclo secundario. Es necesario agregar 
que los niveles alcanzados respecto del número de años completados son todavía muy bajos. En el tramo 
de 20 a 24 años, el nivel mediano se encuentra por debajo del noveno año (7,7 años), que es el nivel 
mínimo que debieran alcanzar las y los jóvenes haitianos. La distancia entre el nivel mediano de las y los 
adolescentes de 15 a 19 años es aún mayor (4,7 años). 

3. Adolescentes y jóvenes ante el sistema de empleo: 
desempleo, empleos de segundo rango y migración 

Las encuestas sobre empleo y desempleo llevadas a cabo por el Instituto Haitiano de Estadística e 
Informática (IHSI) en el período 1999-2000 permiten establecer, a grandes rasgos, una imagen poco 
favorable de la inserción de las y los jóvenes en los sistemas de empleo rurales y urbanos. Cabe destacar 
cuatro fenómenos:  

i) La tasa de actividad de las y los jóvenes de 15 a 24 años es relativamente baja, producto 
aparentemente de la escolarización. 

ii) Los niveles de desempleo abierto11 y de desempleo ampliado –que incluye a los inactivos que 
están disponibles para trabajar– son muy altos: sobre un 35% y un 70% respectivamente en 2007, mucho 
más elevados que los de los adultos (25 años y más), en especial en las zonas urbanas y entre los y las 
adolescentes y jóvenes con mayores niveles de educación.  

iii) En 2012, la tasa de desempleo abierto de los y las jóvenes de 10 a 24 años, calculada sobre la 
base de la reciente encuesta sobre condiciones de vida de los hogares después del sismo (ECVMAS 
2012), equivale al 14% tras haber disminuido casi 23 puntos desde el año 200712. La mejoría es 
aparente, puesto que durante este período la remuneración media sufrió, en términos de poder de 
compra, una disminución (Roubaud y Zanuso, 2014). De hecho, la tasa de subempleo global —que 
abarca el subempleo por horas, el subempleo por ingresos y el desempleo abierto— asciende al 89% 
entre las y los jóvenes de 10 a 24 años y al 61% entre las personas de 25 años o más, tras aumentos de 17 
y 9 puntos porcentuales, respectivamente de 2007 a 2012 (Roubaud y Zanuso, 2014).  

iv) Las jóvenes tienen menor presencia en los sistemas de empleo y se ven más afectadas por el 
desempleo abierto o el desempleo ampliado que sus pares masculinos. Las brechas varían según la encuesta. 
Se plantean entonces tres retos. El primero es cómo los sistemas de empleo absorben a la población 

                                                        
9  Esta brecha de 46,4 puntos porcentuales es de mayor amplitud que la observada entre los más pobres y los más ricos en la población 

de 6 a 11 años (26,5%). 
10  Se reduce la ventaja de las adolescentes al analizar la tasa bruta de asistencia escolar, pero la paridad es superada en el primer y el 

segundo quintil de riqueza.  
11  Definido por la Organización Internacional del Trabajo (OIT). 
12  Cabe señalar que la comparación de la encuesta de 2007 con la de 2012 debe hacerse con precaución, aunque a grandes rasgos 

tengan el mismo marco de referencia. La encuesta de 2012 mide mejor el empleo que la de 2007 por el diseño ajustado de las 
preguntas sobre la situación de actividad, lo que permitió “rescatar” a los jóvenes insertos en la agricultura como auxiliares 
familiares con menos de 15 horas trabajadas a la semana. Por otra parte, las estrategias de recolección de datos de las dos encuestas 
son distintas, no solo en términos de los períodos cubiertos, sino también respecto de la estacionalidad de las actividades.  
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juvenil, ya que la falta de empleos y la poca esperanza de encontrarlos es una de las principales razones 
del desaliento de las y los jóvenes inactivos disponibles para trabajar (IHSI, 2010)13.  

Al respecto, la débil dinámica de creación neta de puestos de trabajo asalariado, especialmente en 
las zonas urbanas, se asocia al débil e inestable crecimiento del PIB en los últimos años y, por lo tanto, a 
la falta de oportunidades de empleo en las empresas formales, salvo en las ramas de actividad de las 
nuevas tecnologías y la telefonía móvil que a su vez crean empleos indirectos informales14.  

La absorción de la población juvenil en el trabajo asalariado está marcada por el nivel de 
educación. En efecto, una encuesta sobre la juventud en Haití del año 2009 revela que casi dos tercios de 
las y los jóvenes ocupados con educación secundaria o universitaria (una minoría) se encontraban 
trabajando en empresas privadas y empresas familiares, en el sector público, en las ONG y en hogares. 
Por el contrario, la mayoría de las y los jóvenes ocupados con menores niveles de educación —con 
primaria o menos— trabajaban por cuenta propia en la economía informal (un 63%).  

Cabe recordar que gran parte de las y los adolescentes no logra terminar sus estudios secundarios, 
ya sea por fracaso escolar, deserción, trayectoria truncada por falta de recursos financieros y, en el caso 
de las mujeres, por embarazos precoces. Por lo tanto, no tienen competencias suficientes o adecuadas 
para ocupar puestos de trabajo semicalificados o calificados. Las habilidades adquiridas en el trabajo 
durante su infancia y adolescencia constituyen su principal ventaja. Emerge entonces un segundo reto: el 
de la empleabilidad de las y los adolescentes y jóvenes.  

El tercer reto es el de la productividad de la actividad económica, especialmente en la economía 
informal, puesto que buena parte de las y los jóvenes y de los adultos que tienen un empleo en la 
economía informal perciben una remuneración media inferior al salario mínimo legal.  

Una de las salidas o vías de escape de las y los jóvenes es la migración. Lunde (2010), basándose 
en datos recogidos en 2009, poco antes del sismo, pone en evidencia migraciones internas y externas a 
gran escala entre las y los jóvenes de 10 a 24 años. El 15% de los hogares entrevistados declaró que 
algún miembro joven de la familia había migrado, con patrones distintos según el sexo. El 11% de las 
jóvenes migró en forma definitiva a la República Dominicana, mientras que el 50% de los varones cruzó 
la frontera en búsqueda de trabajo. Lunde considera que la migración a la República Dominicana se 
explica por una mayor probabilidad de encontrar empleo y porque los ingresos son más seguros, ya que 
la actividad económica elegida no está expuesta al riesgo de perder las cosechas o a la inestabilidad 
política. Por otra parte, hay quienes emigran para generar el capital necesario al inicio de un nuevo ciclo 
de la explotación agrícola. En cambio, la migración femenina a la República Dominicana es menos 
frecuente, porque las mujeres están expuestas a violaciones, tráfico de personas y robos. Ellas migran 
entonces a Puerto Príncipe (Lunde, 2010).  

Más allá de las diferencias de género, la emigración económica de las y los jóvenes es uno de los 
pilares del modelo económico que se ha venido instalando desde hace años, basado en la exportación de 
mano de obra (Montas, 2007 y 2012) que financia, a su vez, mediante las remesas, la economía 
transnacionalizada del cuidado.  

4. La fecundidad de las adolescentes 
La edad promedio entre las mujeres de 15 a 49 años para el nacimiento del primer hijo es de 22 años. La 
proporción de adolescentes (15 a 19 años) que ya empezó su vida reproductiva es de un 14% para 2012. 
Este fenómeno disminuyó de 2000 a 2005-2007, pero se estabilizó de 2007 a 2012. Quizás el 
estancamiento de la tendencia a la baja del primer lustro de 2000 se deba a la mayor vulnerabilidad de 
                                                        
13  De alguna manera Lunde (2010) confirma esto al analizar, sobre la base de una encuesta de 2009 respecto de la juventud en Haití, las 

razones de la inactividad entre los y las jóvenes de 15 a 19 años y de 20 a 24 años. En estos dos tramos de edad, la falta de empleo o 
haber perdido toda esperanza de encontrarlo aparece como la segunda explicación después de la escolarización. Es importante notar que 
la proporción de quienes deben cuidar de sus hijos alcanza al 19% de las mujeres inactivas de 20 a 24 años (27% por la falta de empleo).  

14  Se desconoce, por otra parte, la extensión de la economía informal, cuyo valor agregado no está incluido en los cálculos del PIB. En 
todo caso, las oportunidades en la economía informal no son infinitas y la falta de recursos financieros y del cómo hacer (know how), 
necesarios para el autoempleo, fuera de las ramas de actividades tradicionales, como el comercio para las mujeres, limitan las 
opciones de las y los adolescentes y jóvenes.  
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las adolescentes que habitaban en los campamentos que emergieron tras el sismo de 2010. La proporción 
de adolescentes con hijos o embarazadas observada en estos campamentos (26%) superó la registrada en 
las áreas rurales (15%) y aún más a la registrada en el medio urbano (13%). Bidegain (2014) habla de un 
baby-boom postsismo. De hecho, la tasa de fecundidad de las adolescentes de 15 a 19 años aumentó de 
2005-2006 a 2012, pasando de un 8,14% a un 11,78%. Por último, existen brechas entre la proporción de 
adolescentes madres embarazadas según el lugar de residencia, el nivel educacional y el nivel de riqueza 
en bienes durables.  

B.  Niños, niñas y adolescentes en el régimen sociodemográfico 

Según Caldwell (1978), las relaciones de descendencia se fundamentan en flujos intergeneracionales de 
riqueza (dinero, bienes, servicios y garantías) entre progenitores –o tutores– e hijos e hijas. Los saldos de 
los flujos al final de la vida son distintos según los roles de niñas y niños. Caldwell distingue dos tipos 
de regímenes: en las sociedades agrícolas tradicionales, antes de la transición demográfica, los hijos e 
hijas sirven como fuerza de trabajo en la niñez y adolescencia y son, de adultos, el bastón de la vejez de 
sus progenitores, de tal manera que el saldo de los flujos es a favor de estos. En las sociedades no 
agrícolas, posterior a la transición demográfica, el niño o niña es beneficiario neto de la inversión en 
educación, por lo que el saldo de flujos es a su favor.  

En realidad, la relación entre progenitores e hijos e hijas sigue pautas de género que dan forma al 
tipo, amplitud y saldo de los flujos intergeneracionales entre ellos de acuerdo con sus respectivos roles 
de género (Lamaute-Brisson, 2012). Las hijas proveen servicios de cuidado a sus progenitores y a los 
demás niños y niñas del hogar, asumiendo quehaceres domésticos o prestando cuidado directo o 
interpersonal (Lamaute-Brisson, 2010 y 2013b) en su niñez y adolescencia, así como en su vida adulta 
cuando envejecen sus padres o madres. Además, en el caso de Haití, los hijos varones fueron los 
principales beneficiarios de la inversión en educación durante muchos años. Hoy, la paridad observada 
en las tasas de asistencia escolar revela que las necesidades y representaciones están cambiando.  

Por otra parte, el análisis no debiera desconocer la familia extendida más allá de las fronteras del 
hogar (como noción estadística) y, por ende, los flujos entre otros parientes, niños, niñas y adolescentes, 
así como el alto porcentaje de niños y niñas que vive en hogares sin sus progenitores, ya sea por 
orfandad o por haber sido enviados a hogares sustitutos en virtud de las estrategias de salida de la 
pobreza (Sommerfelt, 2002). En el primer caso, niñas y niños reciben remesas para su alimentación y 
escolarización. Con relación al segundo caso, cabe recordar que el 20% de los menores de 18 años  de 
edad vive en hogares sin sus padres o madres biológicos, un 30% en el tramo de edad de 15 a 17 años y 
un 12% son huérfanos de padre o de madre (Cayemittes y otros, 2013). Detrás de estas cifras hay 
distintas realidades: niños y niñas que son confiados a otros hogares con la esperanza de que se les 
escolarice y otros que son entregados y convertidos en mano de obra doméstica bajo condiciones de 
maltrato que vulneran sus derechos15.  

Si bien no se pueden medir con exactitud los flujos entre hijos, hijas y progenitores, sobre la base 
de datos cuantitativos y antropológicos recogidos de 1994 a 2000 acerca del trabajo de los niños y niñas 
y la escolarización, se concluyó que coexisten dos regímenes sociodemográficos que tienen como telón 
de fondo la entrada a la transición demográfica. El del “niño-recurso”16 en transición, quizás lenta, hacia 
un régimen híbrido “niño-recurso/niño-inversión”, prevaleciente en las áreas rurales, y el régimen del 
“niño-inversión” en las áreas urbanas (Lamaute-Brisson, 2010 y 2013a).  

La información derivada de la última encuesta demográfica y de salud (EMMUS, 2012) permite 
avanzar en la caracterización de estos perfiles con datos más precisos sobre el trabajo de los niños y 
niñas, aunque se refieren solamente a la población de 5 a 14 años. Según la definición del UNICEF se 
consideró el trabajo —remunerado o no— tanto en la esfera doméstica como en la actividad económica. 
Los datos recabados siguen pautas distintas según el tramo de edad (UNICEF, 2014b). En el caso de las 

                                                        
15  Para mayor información sobre niñas, niños y adolescentes trabajadores domésticos, remitirse a la sexta sección del presente informe. 
16  No se trata de cosificar u objetualizar a los niños y niñas, sino de enfatizar su rol en la producción y reproducción económica y demográfica.  
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y los niños de 5 a 11 años, se identificó a quienes trabajaron  en la actividad económica durante al menos 
una hora o ejecutaron tareas domésticas durante 28 horas o más en la semana previa a la encuesta17. 
Respecto de las y los adolescentes de 12 a 14 años, se consideraron dos criterios: participar en la 
actividad económica por 14 horas o más por semana o hacer tareas domésticas durante 28 horas 
semanales o más (Cayemittes y otros, 2013)18. Según estos criterios, casi dos tercios de los niños y niñas 
de 5 a 11 años y el 18% de las y los adolescentes de 12 a 14 años trabajan, mientras que la inmensa 
mayoría —en ambos tramos de edad— está involucrada en la actividad económica, principalmente en 
los establecimientos o tierras de su familia (Cayemittes y otros, 2013). En la presentación de los 
resultados de dicha encuesta , se recogió la definición del UNICEF utilizada en la cuarta ronda de las 
encuestas de indicadores múltiples por conglomerados (UNICEF, 2014a)19. Esta definición abarca tanto 
el trabajo en la esfera doméstica, vale decir el trabajo de cuidado no remunerado —que incluye las tareas 
domésticas y el cuidado de niños y niñas, personas mayores y personas enfermas— como el trabajo en la 
actividad económica —en la explotación agrícola, la empresa del hogar o fuera del hogar— sea 
remunerado o no20.  

El escenario cambia radicalmente cuando se flexibiliza el criterio del número de horas en el 
trabajo doméstico para ambos tramos de edad y el criterio del número de horas en la actividad 
económica para el segundo tramo21. Por una parte, la gran mayoría de los menores de 14 años está 
involucrada en el trabajo de cuidado no remunerado por menos de 28 horas a la semana (un 64,2% y un 
80,9% según tramo de edad, respectivamente), con un mayor porcentaje de niñas (un 75,5% contra un 
53,3%) y adolescentes mujeres (un 90,9% contra un 71,4%). Por otra parte, el 67,3% de las y los 
adolescentes participa en la actividad económica por menos de 14 horas semanales.  

Aunque la EMMUS 2012 no provee datos sobre el uso del tiempo —cantidad de horas y 
distribución del tiempo según el tipo de trabajo22—, estas cifras son de suma importancia, puesto que 
revelan que el trabajo de los niños, niñas y adolescentes es extendido y que su valor depende de los 
aportes a la economía del hogar. Se confirma también la mayor participación de niñas y adolescentes 
mujeres en el trabajo doméstico.  

Ahora bien, en las zonas rurales y urbanas hay distintos modelos según los criterios del UNICEF. 
Más de tres cuartos de los niños y niñas de las zonas rurales trabajan en comparación con la mitad de los 
que viven en zonas urbanas. Esta cifra disminuye a casi un cuarto de las y los adolescentes que viven en 

                                                        
17  El umbral de tiempo de trabajo de 28 horas semanales dedicadas por los niños y niñas a las labores domésticas fue elegido por el 

UNICEF para la realización de las Encuestas de Indicadores Múltiples por Conglomerados (MICS). Se refiere a la hipótesis de que el 
principal factor de los efectos negativos del trabajo sobre la escolaridad y el esparcimiento es la intensidad y no la naturaleza de la 
producción doméstica (OIT, 2007). Como se evidenció que el trabajo doméstico es menos intenso que el trabajo mercantil (OIT, 2007) y 
ocasiona problemas en la salud, la seguridad y la educación menos perceptibles en los niños y niñas, había que seleccionar un umbral de 
tiempo de trabajo máximo relativamente elevado. Cuando se supera el umbral, se trata de trabajo infantil (doméstico) por abolir.  

18  La OIT ajusta los umbrales de tiempo de trabajo mercantil a los tramos de edad en su clasificación de las formas de trabajo infantil. 
En el caso de las formas de trabajo no peligroso, el umbral de 14 horas semanales permite distinguir entre una carga temporal de 
trabajo ligera (menos de 14 horas) y una carga de trabajo ordinaria con un máximo de 43 horas a la semana. De acuerdo con los 
convenios internacionales 138 y 182, se debe eliminar la carga ligera para los niños y niñas de 5 a 11 años y la carga ordinaria para 
los de 12 a 14 años.  

19  Para más información ver http://www.unicef.org/french/publications/files/SOWC2014_FR.pdf. 
20  La pregunta de la EMMUS V (2012) era “¿Durante la semana pasada, hizo (nombre) quehaceres domésticos como ir de compras, 

limpiar, lavar la ropa, cocinar o cuidar de niños, personas mayores o enfermas?” (Cayemittes y otros, 2013).  
21  Más allá de los umbrales de tiempo de trabajo doméstico y mercantil que derivan de la necesidad de identificar las peores formas de 

trabajo por eliminar (Schlemmer, 2005), se trata aquí de evidenciar la participación de los niños y niñas en ambos tipos de trabajo. 
Conviene recalcar que solo se analizan los resultados publicados de la EMMUS V de 2012 (Cayemittes y otros, 2013). Para la 
población de 5 a 14 años, se presentan dos grupos de resultados: uno que se deriva de la aplicación estricta de la definición del 
UNICEF y otro con criterios referidos a la misma definición pero más flexibles. De allí que en esta oportunidad se habla de criterios 
relajados para este segundo grupo. El presente análisis, más bien exploratorio, debiera profundizarse en la medida de lo posible 
mediante el procesamiento de los datos de la EMMUS V.  

22  En un estudio encomendado por el Departamento del Trabajo de Estados Unidos, Howell (2012) indica que casi un cuarto de la 
mano de obra, que trabajó en el departamento del sur de Haití durante la semana anterior a la encuesta aplicada en diciembre de 
2011, eran niñas, niños y adolescentes de 5 a 17 años (más de 90.000, de acuerdo con sus propias declaraciones), en distintas tareas 
de producción agrícola, cuidado del ganado y de las aves de corral. El promedio de horas diarias trabajadas era de dos en los días de 
escuela y tres en los demás días. La mitad de los niños, niñas y adolescentes trabaja hasta cinco días a la semana, tres semanas por 
mes trabajado, a lo largo del año.  
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zonas rurales comparado con menos del 10% de los de zonas urbanas. Las brechas son de menor 
amplitud al adoptar los criterios flexibilizados (véase el cuadro 1). 

También se advierten distintas configuraciones al considerar el indicador de riqueza basado en el 
patrimonio en bienes durables de los hogares. A grandes rasgos, con la combinación de criterios del 
UNICEF, el contraste entre el quintil más pobre y el quintil más rico es importante. Alrededor del 80% de 
los niños y niñas de hogares pobres trabaja, en tanto menos de un tercio o de la mitad —considerando los 
criterios flexibilizados— de los de hogares ricos lo hacen. Entre los y las adolescentes, la proporción de los 
que trabajan en los hogares pobres representa seis veces la observada en los hogares ricos (un 30,7% contra 
un 5,1%). No obstante, las brechas son menores según los criterios flexibilizados (véase el cuadro 1).  

Según la definición del UNICEF, el 50% de los niños y adolescentes escolarizados de 5 a 14 años 
trabaja, sobre todo en las zonas rurales (un 60% contra un 22% en la capital). El 91,5% de ellos asiste a 
la escuela, con poca diferencia entre las áreas rurales y urbanas y una progresión del 83% al 99% del 
primer al último quintil de riqueza.  

En conclusión, según los datos sobre trabajo y escolarización, el régimen sociodemográfico es, en 
primer lugar, híbrido, puesto que los niños y adolescentes son un recurso, es decir, mano de obra tanto 
para la actividad económica (principalmente la del hogar) como para el cuidado no remunerado y un 
objeto de inversión en la educación.  

La hibridación se entiende por la necesidad de proveer a los hijos –mediante la educación– los 
medios para vivir en Haití o en el extranjero y sostener a sus progenitores, en un contexto donde ya no 
quedan tierras para legar a cada hijo o hija cuando el modelo de pequeña explotación agrícola tradicional 
no cuenta con la infraestructura económica y social suficiente respecto de las necesidades. Los hijos e 
hijas siguen siendo el bastón de apoyo para la vejez de sus padres, ya que no existen mecanismos de 
protección social que sean extendidos y eficaces para las personas mayores.  

En este contexto, la inversión en educación es precaria. Parte de los hogares se encuentra entre la 
espada y la pared. Por una parte, el costo del niño o niña —respecto del modelo del “niño-inversion” y 
por la inflación— se eleva. Y por otra, la fecundidad entre los más pobres se mantiene relativamente alta 
según el índice de riqueza (5,7 hijos por mujer en 2012). Esto también se observa entre los residentes de 
las áreas rurales, por las necesidades de mano de obra en el cuidado y la agricultura (Schwartz, 2000), a 
pesar de que haya bajado desde 1994-1995 (Cayemittes y otros, 1995, 2001, 2007, 2013).  

En segundo lugar, el régimen sociodemográfico es dual y estratificado, pues la movilización de 
los niños y niñas es mayor en las áreas rurales y en los quintiles más pobres23. Relevar el carácter dual 
no implica ocultar los determinantes del trabajo de niños y adolescentes en las zonas urbanas. En los 
establecimientos económicos informales, donde el ajuste entre las necesidades básicas y los ingresos se 
da mediante el aumento del número de horas de trabajo, se necesita el aporte infantil. El trabajo de los 
niños y, sobre todo, de las niñas libera un tiempo que las mujeres adultas invierten en el trabajo 
independiente informal urbano24. 

En tercer lugar, la educación es todavía para la mayoría y, en especial, para los más pobres, una 
inversión truncada, al menos para quienes siguen viviendo en el país. En efecto, los resultados dejan 
mucho que desear: los porcentajes de aprobación de quienes rinden los exámenes oficiales son 
relativamente bajos (un 70% para la escuela fundamental) o muy bajos (menos del 30% y entre un 40% 
y un 50% al final de los dos años del bachillerato, respectivamente). Por lo general, los bajos niveles 
alcanzados no permiten a priori una salida real de la pobreza en un contexto poco alentador, donde el 
sector informal, principalmente orientado al comercio, es el segundo proveedor de empleo a nivel 
nacional después del sector agrícola (Roubaud y Zanuso, 2014). 

 

                                                        
23  Para este estudio, se entiende por movilización a la puesta en actividad de los niños y niñas en el trabajo total. 
24  Cabe señalar que el trabajo infantil es una característica estructural, no solo por el tipo de sociedad y el tipo de tecnología, sino 

también por la baja productividad de la actividad económica, por lo que se plantea el problema de las peores formas de trabajo. 
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CUADRO 1 
HAITÍ: INDICADORES CLAVE DEL RÉGIMEN SOCIODEMOGRÁFICO,  

POBLACIÓN DE 5 A 14 AÑOS, POBLACIÓN DE 6 A 17 AÑOS, POBLACIÓN DE 10 AÑOS Y MÁS, 2012 
(En porcentajes) 

  

Zona de residencia Sexo Índice de 
paridad 

entre sexos 

Índice de riqueza 

Totala Puerto 
Príncipe 

Otras 
ciudades 

Áreas 
rurales Hombres Mujeres 

Q1 
(más 
pobre) 

Q5 
 (más rico) 

Trabajo de los niños (recursos) 
Proporción de niños de 5 a 11 años que trabaja (al menos 1 hora en la actividad 
económica y 28 horas y más en las tareas domésticas)b 30,8 56,2 76,8 65,2 65,4  83,9 31,4 65,3 

Proporción de niños de 5 a 11 años que trabaja en la esfera doméstica (menos de 28 
horas)c 47,7 63,3 68,8 53,3 75,5  70,2 49,0 64,2 

Proporción de niños de 5 a 11 años que trabaja en la actividad económica (al menos 1 
hora)c 30,8 56,2 76,8 65,2 65,4  83,8 31,4 65,3 

Proporción de niños de 12 a 14 años que trabaja (14 horas o más en la actividad 
económica y 28 horas o más en las tareas domésticas)b 6,9 9,7 24,7 19,9 16,3  30,7 5,1 18,1 

Proporción de niños de 12 a 14 años que trabaja en la esfera doméstica (menos de 28 
horas)c 73,3 78,4 84,1 71,4 90,9  83,3 73,5 80,9 

Proporción de niños de 12 a 14 años que trabaja en la actividad económica (menos de 14 
horas)c 59,6 68,8 69,1 65,8 68,8  66,5 57,3 67,3 

Educación de los niños (inversión) 

Tasa neta de escolarización en el ciclo primario (6 a 11 años) 86,3 86,8 72,7 76,7 77,7 1,01 65,5 92,0 77,2 

Tasa bruta de escolarización en el ciclo primario 170,2 166,2 163,9 170,7 158,7 0,93 153,8 172,6 164,8 

Tasa neta de escolarización en el ciclo secundario (12 a 17 años) 43,4 38,3 15,6 21,6 29,1 1,35 6,5 52,9 25,4 

Tasa bruta de escolarización en el ciclo secundario 106,8 102,0 45,3 65,5 70,6 1,08 21,9 124,5 68,1 

Inserción en el empleo (10 años y más) 
Tasa de desempleo abierto 25,6 20,1 7,3 11,5 17,3 14,1 
Tasa de subempleo generald 32,4 51,4 76,5 Xe x 63,1 

Tasa de actividad 52,1 49,3 63,1 66,0 48,4 56,9 

Tasa de informalidad 77,1 69,5 26,7f 45,1 

Fuente: Elaboración propia sobre la base de Michel Cayemittes y otros, Enquête Mortalité, Morbidité et Utilisation des Services, Haïti 2012, Puerto Príncipe, Ministerio de Salud Pública 
y Población (MSPP), Instituto Haitiano de la Infancia (IHE) e ICF Internacional, 2013; François Roubaud y Claire Zanuso, “Marché du travail: dynamique 2007-2012”, presentación a la 
conferencia “Cuatro años después del terremoto en Haití”, Ministerio de Economía y Finanzas, París, 14 de enero [en línea], http://www.desastres-
naturels.fr/sites/default/files/presentation_premiers_resultats_marche_du_travail_14_janvier_2014.pdf, 2014.  
a Incluye los datos sobre los campamentos que figuran en la muestra de la EMMUS 2012. 
b Definición del UNICEF recogida en Cayemittes y otros, Enquête Mortalité, Morbidité et Utilisation des Services, Haïti 2012, Puerto Príncipe, Ministerio de Salud Pública y Población 
(MSPP), Instituto Haitiano de la Infancia (IHE) e ICF Internacional, 2013. 
c Criterio flexibilizado respecto de la definición del UNICEF. 
d Incluye las tres formas de subempleo: desempleo, subempleo visible (por número de horas), subempleo invisible (por ingreso). 
e El indicador calculado no está disponible según sexo. 
f El 70,9% de los empleos en las áreas rurales son agrícolas en 2012. 
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Además, en la medida que la inversión en educación recae principalmente sobre la familia25,  
la deserción escolar es una de las estrategias, en especial entre los más pobres, cuando los medios  
de existencia son vulnerados (Lunde, 2010); de allí que las trayectorias escolares son accidentadas  
o de corto alcance. 

Por último, dada la mayor presencia de niñas (5 a 11 años) y adolescentes mujeres (12 a 14 años) 
en el trabajo doméstico (falta aún la medición del uso del tiempo), estos regímenes sociodemográficos se 
estructuran según las pautas tradicionales de género. No obstante, respecto de la inversión en educación 
se está moviendo la frontera entre niños y niñas a favor de ellas. Los resultados de este proceso son 
dispares, pues los perfiles no siguen la misma línea según el indicador de escolarización estudiado o el 
promedio de años completados26. 

                                                        
25  La inversión en educación es de responsabilidad de los padres y madres o de la familia para la mayoría de los niños y niñas que son 

escolarizados en escuelas no públicas (escuelas privadas con fines de lucro, escuelas comunitarias, escuelas de congregaciones 
religiosas o de grupos protestantes) predominantes en la oferta de educación.  

26  Esta representación de los regímenes sociodemográficos es obviamente incompleta, ya que no se presentaron los indicios de su 
transnacionalización a nivel de los hogares (tener parientes en el extranjero, especialmente hijas e hijos y recibir remesas, entre 
otros), en parte por la ausencia de esta problemática en las EMMUS en general.  
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II. Institucionalidad y gasto social del Estado  
en la protección y promoción social  
de los niños y adolescentes 

El sistema de protección social haitiano se organiza en torno a dos pilares: un pilar contributivo que 
sostiene los mecanismos de seguro social dirigidos a los trabajadores del sector formal privado y a los 
empleados de la administración pública, y un pilar no contributivo orientado a la asistencia social así 
como a la promoción social. El alcance del pilar contributivo es muy restringido incluso para los 
trabajadores de las empresas formales (Lamaute-Brisson, 2013a), mientras que el pilar no contributivo se 
encuentra en un proceso de diversificación y extensión gracias a recursos externos.  

Se analiza a continuación la fragmentación del sistema de protección social, con especial énfasis 
en la tensión entre la dispersión y los esfuerzos de coordinación en la protección y promoción social 
dirigida a la niñez.  

A.  Fragmentación del sistema de protección social  
y nuevos arreglos institucionales 

El sistema de protección social es fragmentado en la medida que coexisten distintas instituciones y, 
sobre todo, hay proyectos dispersos —financiados principalmente por la cooperación internacional— 
referidos a un mismo eje (seguridad social, asistencia social y promoción social) o ámbito sectorial 
(seguridad alimentaria, vivienda y empleo). En el cuadro 2 se aprecia una representación panorámica de 
la organización institucional del sistema de protección social. 

1.  Caminos a la coordinación: de Aba Grangou  
(¡Abajo el Hambre!) a Ede Pèp (Ayudar al Pueblo) 

La Coordinación Nacional de Lucha contra el Hambre y la Desnutrición (COLFAM), viga maestra del 
programa Aba Grangou (¡Abajo el Hambre!) —iniciado en el año 2012 y encabezado por la esposa del 
presidente de la república—, buscó racionalizar el sistema con una estrategia nacional dividida en tres 
ejes: i) la protección de las poblaciones vulnerables mediante la creación de comedores escolares y la 
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vigilancia de la seguridad alimentaria; ii) la inversión en la agricultura, que incluye la producción 
local de sal yodada; y iii) la ampliación del acceso a los servicios básicos, especialmente a los 
servicios de nutrición y salud dirigidos a los más vulnerables (Lamaute-Brisson, 2013a). La COLFAM 
asumió, aproximadamente hasta abril de 2014, la coordinación de 21 programas de instituciones 
estatales (ministerios, organismos autónomos y Cruz Roja de Haití), la función de abogacía para la 
lucha contra la inseguridad alimentaria y la malnutrición y la de facilitadora entre los actores 
nacionales e internacionales.  

Otra iniciativa para impulsar nuevos mecanismos y una nueva organización de la protección y 
promoción social se dio desde la oficina del primer ministro, en marzo de 2012, con la creación del 
puesto de ministro delegado para los Derechos Humanos y la Lucha contra la Pobreza Extrema (bajo la 
autoridad del primer ministro) y, luego, con el lanzamiento, en octubre de 2012, del programa 
denominado Ede Pèp (Ayudar al Pueblo).  

Este programa nacional de asistencia social tiene como objetivo “proteger a la población 
vulnerable en situación de pobreza extrema a lo largo de su ciclo de vida, a corto y mediano plazo, con 
el fin de asegurar a largo plazo la inversión en su capital humano y ofrecerle las oportunidades para salir 
de la pobreza” (FAES, 2013).  

Ede Pèp se estructuró, inicialmente, en torno a tres ejes: i) la inserción social que de hecho 
corresponde a la asistencia social; ii) el desarrollo del capital humano con una lógica de promoción 
social; y iii) la inclusión económica. El primer eje incluye transferencias monetarias o en especies  
—condicionadas o no—, con el fin de disminuir el nivel de vulnerabilidad de los hogares. El segundo eje 
consiste en promover y facilitar la asistencia escolar y la capacitación profesional. El tercero contempla 
la creación de empleos y el apoyo a las pequeñas y microempresas, agrícolas y no agrícolas27. Cabe 
precisar que el anclaje institucional del apoyo a las pequeñas explotaciones agrícolas es la oficina de la 
ministra delegada encargada del campesinado que funge como instancia transversal, apoyando o 
movilizando al Ministerio de Agricultura, Recursos Naturales y Desarrollo Rural (MARNDR) y a los 
demás ministerios sectoriales. Esta oficina también fue creada en marzo de 2012. 

Ede Pèp recogió programas ya existentes, como el Programa de Escolarización Universal, 
Gratuita y Obligatoria (PSUGO) iniciado en 2011, o que estaban a punto de implementarse como el Ti 
Manman Cheri, (TMC) (2012) y Kredi Wòz pou Fanm Lakay (2012), a los que se agregan nuevos 
mecanismos dirigidos a grupos poblacionales con perfiles específicos: personas con discapacidad y 
estudiantes y campesinos, entre otros (véase el cuadro 3).  

 

                                                        
27  No hay complementariedad entre el primer y el tercer eje, puesto que los hogares seleccionados para los proyectos de inclusión 

económica no tienen acceso a los mecanismos de asistencia social.  
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CUADRO 2 
HAITÍ: UNA REPRESENTACIÓN DEL SISTEMA DE PROTECCIÓN Y PROMOCIÓN SOCIAL  

DESDE EL ESTADO 
 

Primer Ministro Ministerio/ 
organismo 

Pilar de protección y 
promoción social 

Institución/programa Funciones principales  Población meta/destinatarios 

 Ministerio de 
Asuntos Sociales y 
del Trabajo 
(MAST) 

Seguridad social y 
promoción social 

Oficina de Seguro para Accidentes 
Laborales, Enfermedad y Maternidad 
(OFATMA) 

Seguro de accidentes laborales 
Seguro de maternidad y servicios de maternidad 
Servicios para personas con discapacidad 

Trabajadores del sector privado 

Oficina de Seguro para la Vejez 
(ONA) 

Pensiones (vejez, discapacidad, invalidez) 
Acceso a la vivienda (préstamos hipotecarios, 
proyectos de vivienda social)  
Crédito a pequeñas y microempresas 

Trabajadores del sector privado 
Microempresarios y pequeños 
empresarios 

Asistencia social Caja de Asistencia Social (CAS) Transferencias públicas directas a personas, 
comedores comunitarios, obras sociales, 
servicio médico-social 

Adultos mayores, personas con 
discapacidad 

Empresa Pública de Promoción de 
Viviendas Sociales (EPPLS) 

Política de vivienda 
Construcción de vivienda social 

Población pobre 

Oficina Nacional de la Migración 
(ONM) 

Apoyo a migrantes repatriados Migrantes repatriados 

Proyecto Kore Lavi (apoyo al 
programa nacional de seguridad 
alimentaria y nutrición) 

Transferencias monetarias a la familia para la 
alimentación/contra la inseguridad alimentaria 
(food vouchers) 
Ayuda alimentaria articulada con apoyo a los 
cuidadores de niños y los centros de salud 
materno-infantil 

18 000 hogares vulnerables 
Familias (hogares) en 15 comunas del 
país,  
Mujeres embarazadas y madres con 
niños menores de 2 años en 21 comunas 
del país y 204 000 hogares 

Acción social Instituto de Bienestar Social y de 
Investigación (IBESR) 

Protección de menores de edad en peligro 
(centros para huérfanos, gestión de procesos de 
adopción)   

Menores de edad (-18 años) 

Consejo Nacional para la 
Rehabilitación de Personas con 
Discapacidad (CONAHRAN) 

Apoyo a personas con discapacidad Personas con discapacidad 

Promoción social Oficina Nacional de la Artesanía 
(ONART) 

Apoyo a pequeños productores (artesanos) Pequeños productores/artesanos 

Proyecto "Chanje metye chanje lavi" 
(Cambiar de oficio, cambiar de vida) 

Capacitación profesional  Jóvenes de la calle (250 lavadores de 
coches a capacitor en manejo de 
vehículos y otros) 
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Cuadro 2 (continuación) 

Primer Ministro Ministerio/ 
organismo 

Pilar de protección y 
promoción social 

Institución/programa Funciones principales  Población meta/destinatarios 

 Ministerio de 
Economía y 
Finanzas (MEF) 

Seguridad social  Dirección de la Pensión Civil (DPC) Pensiones de los funcionarios públicos y de los 
antiguos militares 

Adultos mayores 

Programa de autoseguro gestionado 
por Groupe Santé Plus (GSP) 

Seguro de salud para la Administración Pública Funcionarios públicos, empleados 
temporales del Estado, pensionados 
públicos y sus hijos reconocidos como 
derechohabientes al seguro de salud 

Asistencia social y 
promoción social 

Fondo de Asistencia Económica y 
Social (FAES) 

EDE PÈP incluyendo transferencias 
condicionadas a la asistencia escolar (Ti 
Manman Cheri, TMC) 
Programa de Mejoramiento de la Salud materna 
e infantil mediante cuidados integrados a nivel 
comunitario (PASMISSI/Kore fanmi). Apoyo 
personalizado en nutrición y seguridad 
alimentaria, educación, higiene y otros 
Promoción en materia de empleo (apoyo a 
proyectos productivos y a microfinanzas) 
Otros programas sociales: Vivienda social, agua 
y saneamiento  

Poblaciones meta de Ede Pèp 
(estudiantes, personas con discapacidad, 
adultos mayores y madres con niños en 
escuelas públicas, TMC) en los barrios 
precarios de las comunas del país 
clasificadas como pobres o vulnerables  
Poblaciones vulnerables en comunidades 
pobres de los Departamento del Centro 
(piloto) y del Noreste. Apoyo del UNICEF 
para extensión a otros departamentos 
(Sureste) 
Poblaciones vulnerables 

Oficina de monetización de los 
Programas de Ayuda al Desarrollo 
(BMPAD) 

Promoción en materia de empleo (alta 
intensidad en mano de obra) y asistencia en 
seguridad alimentaria 

Comunidades y barrios pobres sobre la 
base de la demanda de financiamiento 

Ministerio de 
Educación Nacional 
y Formación 
Profesional 
(MENFP) 

Promoción social Programa de Escolarización 
Universal, Gratuita y Obligatoria 
(PSUGO) - Lekòl Timoun yo 

Subsidio a la escolarización en las escuelas 
públicas y privadas 

Niños nunca escolarizados, alumnos en:  
escuelas primarias públicas, escuelas no-
públicas de barrios urbanos pobres 

Ministerio de Salud 
Pública y 
Población (MSPP) 

Asistencia social Oficina de Gestión de la Educación 
Preescolar (BUGEP)  

Elaboración y seguimiento del marco para una 
política dirigida a la pequeña infancia 
Campaña de sensibilización acerca de la 
primera infancia 
Centros piloto de primera infancia 

Toda la población 
Niños y niñas de 0 a 5 años  

Programa Nacional de comedores 
escolares (PNCS)  

Distribución de comidas en las escuelas públicas 
Regulación de la distribución de comidas por los 
donantes externos socios  

Alumnos en escuelas públicas 

Asistencia social Proyecto de Cuidados Obstétricos e 
infantiles Gratuitos Manman ak 
Timoun an sante (Madre e hijo de 
buena salud) 
Programa de Mejoramiento de la 
Salud materna e infantil mediante 
cuidados integrados (PASMISSI). 

Subsidio para la atención universal a partos, 
monitoreo pre y posnatal, cuidados infantiles 
Provisión y extensión de la atención en salud 
materna e infantil con el modelo del 
financiamiento basado en los resultados 

Mujeres embarazadas y niños 
(en al menos tres departamentos del 
país) 
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Cuadro 2 (conclusión) 

Primer Ministro Ministerio/ 
organismo 

Pilar de protección y 
promoción social 

Institución/programa Funciones principales  Población meta/destinatarios 

 Ministerio de 
Agricultura, 
Recursos 
Naturales y 
Desarrollo Rural 
(MARNDR) 

Promoción social Proyecto Iniciativa Agente 
Comunitario Polivalente (IACP)-Kore 
Fanmi  

Atención personalizada a hogares en salud y 
nutrición 

Poblaciones vulnerables en comunidades 
pobres del Departamento del Centro y del 
Sureste 

Proyectos de apoyo a los pequeños 
productores contra la inseguridad 
alimentaria 

Apoyo en la producción de alimentos 
Promoción en materia de empleo (alta 
intensidad en mano de obra)  

Pequeños campesinos y residentes de 
las zonas rurales 

Ministerio de la 
Condición 
Femenina y de los 
Derechos de las 
Mujeres (MCFDF) 

Promoción social 
(autonomía 
económica de las 
mujeres, incluyendo 
las adolescentes) 

Proyectos de empleo Promoción de las mujeres rurales en materia de 
empleo (apoyo a proyectos productivos)  

10 000 mujeres de áreas rurales que 
trabajan en la agroindustria  

Programa de microcrédito para 
mujeres rurales: Ti Kredi (Kredi Wòz 
pou Fanm Lakay)  

Unidad de 
Construcción de 
Viviendas y 
Edificios Públicos 
(UCLBP)  

Asistencia social Capacitación profesional de las 
adolescentes: Adolescent Girls 
Initiative 

Financiamiento de centros de capacitación 
profesional y subsidios directos a adolescentes 
de sexo femenino para el acceso a oficios 
tradicionales, oficios percibidos como 
masculinos y la construcción de competencias 
de vida. Acceso a pasantías en empresas 
privadas 

1 000 adolescentes de sexo femenino, de 
17 a 20 años, residentes en barrios 
desfavorecidos de Puerto Príncipe 

Política nacional de vivienda Coordinación del financiamiento destinado a la 
infraestructura y planificación conjunta  

- 

Ministra delegada 
de los Derechos 
Humanos y la 
Lucha contra la 
Pobreza Extrema  

Asistencia y 
promoción social 

Institucionalización del enfoque de 
derechos humanos y lucha contra la 
pobreza 

Protección de los derechos humanos, lucha 
contra la pobreza extrema y búsqueda de 
soluciones socialmente innovadoras 
Coherencia de la acción gubernamental 
Supervisión de la operación de Ti Manman Cheri 
(TMC) 

- 

Fuente: Elaboración propia sobre la base de Nathalie Lamaute-Brisson, “Redistribuir el cuidado: para un nexo de políticas públicas”, Redistribuir el cuidado. El desafío de las políticas, 
Coral Calderón Magaña (coord.), Cuadernos de la CEPAL, N° 101 (LC/G.2568-P), Santiago de Chile, Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL). Publicación de las 
Naciones Unidas, N° de Venta: S.13.II.G.9, 2013. 

Nota: En gris los programas para los que falta información. Se destacan en cursivas las instituciones y proyectos enfocados en la infancia (0 a 17 años) y la juventud (hasta 24 años). 
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CUADRO 3 
CONFIGURACIÓN DEL PROGRAMA EDE PÈP: EJES Y PRESTACIONES, 2012-2013 

 
Asistencia social 

Desarrollo del capital humano Inclusión económica 
Intervenciones estructurales Intervenciones de emergencia 

Kore moun andikape: apoyo 
a las personas con 
discapacidad. Transferencia 
monetaria 

Panye solidarite: canasta 
alimentaria de solidaridad  

Programa de Escolarización Universal, 
Gratuita y Obligatoria (PSUGO): 
subsidio a las escuelas públicas y no 
públicas por alumno, útiles escolares y 
uniformes, expansión de la oferta 
pública 

Kredi Fanm: crédito para 
las mujeres  

Kore ti granmoun: apoyo a 
los adultos mayores. 
Transferencia monetaria 

Kantin Mobil: comedores 
móviles. Distribución gratuita 
de comida preparada 

Ti Manman Cheri (TMC)/Mamá 
querida: transferencia monetaria 
orientada a madres o tutores de niños 
escolarizados 

Kore peyizan: crédito para 
los campesinos 

Bon solidarite: bono de 
solidaridad. Transferencia 
monetaria 

Kantin Fixes: comedores fijos Kore etidyan: apoyo a los estudiantes. 
Transferencia 

Distribisyon 
kabrit/Distribución de 
cabritos: acceso a activos: 
distribución de cabritos 

  

Bon d’urgence: bono de 
emergencia. Transferencia 
monetaria 

Comedores escolares: distribución 
gratuita de comida preparada Acceso a activos: 

cabritos. 

Fuente: Fondo de Asistencia Económica y Social (FAES), Programme National d’Assistance Sociale (rapport 2012-2013). 
Un an de mise en oeuvre, Puerto Príncipe, 2013.  

 

a)  Ede Pèp: de la estrategia general al plan de acción 
 

A la hora de diseñar un plan de acción para el desarrollo y la sustentabilidad de Ede Pèp bajo la 
denominación Plan de Acción para la Reducción de la Pobreza (PARP), se cambió la configuración del 
programa. A continuación se señalan las modificaciones más sustantivas:  

i) El PARP es más que un plan de acción, pues estipula de manera explícita los principios rectores 
del Ede Pèp: integralidad, equidad, eficacia, coherencia y factibilidad. La integralidad se refiere a la 
articulación entre los programas o intervenciones de acuerdo con los diferentes niveles de decisión y con 
la relación entre Estado, sociedad civil y beneficiarios. La equidad supone “dar a los hogares más pobres 
y vulnerables el acceso a opciones similares a las del resto de la población, no solo para garantizar un 
ingreso que asegure condiciones mínimas de subsistencia, sino también para abrir las oportunidades para 
el aumento del capital humano y la calidad de los activos complementarios” (Gobierno de la República 
de Haití, 2014). La eficacia se refiere a la calidad de los servicios sociales en educación y salud, así 
como al fortalecimiento institucional de los programas sociales en los procesos de implementación, 
monitoreo y evaluación.  

ii) Se agregó un cuarto eje que se refiere al desarrollo de un medio ambiente digno para los 
hogares, vale decir, entre otras cosas, el acceso a viviendas decentes. Este nuevo eje incluye tanto 
actividades de reconstrucción en los “barrios desfavorecidos” como las obras con alta intensidad en 
mano de obra (HIMO).  

iii) El eje de la inserción social se ve ampliado con la inclusión explícita del objetivo de reducción 
de las desigualdades. 

iv) El desarrollo del capital humano ya no se limita a la educación, se incorporan proyectos de 
salud reproductiva y un proyecto de lucha contra el cólera (ya implementado por el Fondo de Asistencia 
Económica y Social, FAES), así como el proyecto Carte Rose (Tarjeta Rosada) de seguro de salud para 
el sector informal, cuya versión piloto fue desarrollada por la Oficina de Seguro para Accidentes 
Laborales, Enfermedad y Maternidad (OFATMA). 

v) El programa TMC —que proporciona una transferencia monetaria destinada a las madres con 
niños escolarizados— deja de pertenecer al área de desarrollo del capital humano o de promoción social, 
para trasladarse al área de asistencia social o de inserción social, ya que lo que se busca es la inclusión 
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social de las madres con niños escolarizados en el ciclo fundamental (nueve años de estudio, incluyendo 
los seis años de la escuela primaria). Este objetivo se suma al objetivo inicial de retención escolar 
(FAES, 2012). Se pretende ampliar la cobertura previamente contemplada, apoyando a 300.000 madres, 
100.000 cada año de los tres años del PARP.  

vi) Se modifica la visión y, por ende, la organización de la institucionalidad encargada de llevar a 
cabo el programa Ede Pèp. Si bien la oficina del primer ministro coordina el programa, el pilotaje estará 
a cargo del Comité Interministerial de los Derechos de la Persona (CIDP)28. Se separan las grandes 
funciones de ejecución e implementación (ministerios, organismos autónomos) y de monitoreo y 
evaluación. Sin embargo, la focalización está a cargo de las mismas instituciones responsables del 
monitoreo y evaluación, por lo que se vuelven juez y parte.  

Se desprende de lo anterior que el programa Ede Pèp no era y no es solo un programa nacional de 
asistencia social. El diseño del programa se ha hecho sobre la marcha de acuerdo con diversos marcos 
referenciales y con restricciones económicas, presupuestarias y políticas. Sin embargo, se trata de un 
esfuerzo de organización y racionalización de las iniciativas ideadas o iniciadas desde el año 2011 en 
materia de protección (asistencia y seguro social) y de promoción social.  

 
b)  Ede Pèp: hacia la racionalización de las iniciativas 
 

Unificar el conjunto de programas o proyectos —organizados según ejes temáticos— bajo la 
coordinación de la oficina del primer ministro significa, a priori, que se centraliza el lugar de la toma de 
decisiones más allá de la diversidad de las instituciones ejecutoras. Ello puede ser una ventaja a la hora de 
buscar los fondos requeridos para la implementación de los proyectos, en un contexto de doble fragilidad 
de las bases financieras. Por una parte, algunos programas anunciados bajo el alero del programa nacional 
de asistencia social, Ede Pèp, no pudieron implementarse durante el año fiscal 2012-2013 o se redujo la 
cobertura por falta de financiamiento (FAES, 2012). Y por otra, un programa notable como TMC es 
financiado por el mecanismo de crédito Petrocaribe con una limitación de suma importancia. El Estado 
haitiano se está endeudando para financiar programas sociales cuyos retornos sobre la inversión son a muy 
largo plazo o que beneficiarán a otros países debido a la emigración continua, mientras que la dinámica 
económica aún no produce suficientes ingresos para el reembolso de la deuda29.  

Algunos componentes del programa Ede Pèp son gestionados por el Fondo de Asistencia 
Económica y Social (véase el cuadro 4). Este es un organismo autónomo bajo la tutela del Ministerio de 
Economía y Finanzas (MEF) que fue creado a mediados de los años noventa para ampliar el acceso de la 
población a los servicios sociales básicos (especialmente la educación), mediante la provisión de 
infraestructura social, y para atender a las poblaciones damnificadas por catástrofes naturales (Lamaute-
Brisson e Ibarrarán, 2009).  

 

                                                        
28  Creado en abril de 2013, este comité está conformado por la ministra delegada de los Derechos Humanos y la Lucha contra la 

Pobreza Extrema, el ministro de Asuntos Exteriores y de las Religiones, el ministro de Justicia y Seguridad Pública, el ministro de 
Asuntos Sociales y del Trabajo, la ministra de la Condición Femenina y de los Derechos de las Mujeres, el ministro de Salud Pública 
y Población y, por último, el ministro de Educación y Capacitación Profesional.  

29  El plazo de la deuda contraída es de 25 años por cada compra de combustibles con un 1% de interés anual. Es alarmante la 
combinación inversión social con efectos a largo plazo y de mala calidad –crecimiento económico débil, especialmente respecto al 
crecimiento demográfico–, fuga de cerebros y financiamiento de las importaciones por las remesas.  
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CUADRO 4 
CONFIGURACIÓN DEL PROGRAMA EDE PÈP: EJES Y PRESTACIONES, 2014 

 
Asistencia 
social  

Inserción 
social 

Intervenciones 
recurrentes 

Programa Kore moun andikape Kore ti granmoun TI Manman Cheri 
(TMC) 

Restaurant 
communautaire 

  

Función Apoyo a las personas con 
discapacidad (FAES, 
MAST/CAS). Transferencia 
monetaria 

Apoyo a los adultos  
mayores  
(MAST: ONA y CAS). 
Transferencia monetaria 

Mamá querida (FAES) Restaurante 
comunitario 
(MAST). Comida 
preparada 
subsidiada 

  

Intervenciones 
de emergencia 

Programa Panye solidarite Kantin mobil Bon solidarite Resto pèp Bons d’urgence 

Función Canasta (alimentaria) de 
solidaridad (FAES). 
Distribución gratuita  

Comedores móviles 
(FAES). Distribución 
comida preparada gratuita 

Bono de  
solidaridad (FAES). 
Transferencia 
monetaria 

Restaurantes 
populares (FAES) 

Bonos de 
emergencia por 
desastres naturales 

Promoción 
social 

Desarrollo 
del capital 
humano 

Educación Programa Programme de Scolarisation 
Universelle Gratuite et 
Obligatoire (PSUGO) 

Cantines scolaires Alphabétisation Kore etidyan 

Función Escolarización universal 
mediante subsidios a las 
escuelas (MENFP) 

Comedores escolares 
(PNCS) 
Distribución comida 
preparada gratuita 

Alfabetización 
(MENFP/SEA). 
Capacitación 

Apoyo a los estudiantes (FAES). 
Transferencia monetaria y acceso a activos. 

Salud Programa Planification familiale Lutte contre le choléra Centres de santé 
communautaire 

Carte Rose   

Función Planificación familiar (MSPP). 
Servicio de salud sexual y 
reproductiva 

Lucha contra el cólera 
(MSPP). Servicio de salud 

Centros de salud 
comunitaria (MSPP). 
Servicio de salud 

Seguro de salud 
para el sector 
informal (MAST: 
OFATMA) 

  

Inclusión económica Programa Ti Kredi Kore peyizan       

Función Crédito a hogares cuya jefa 
tiene una actividad productiva 
o comercial (MCFDF/FAES)  

Crédito a hogares cuyo jefe 
es agricultor (acceso a 
activos agrícolas, ganado e 
insumos) (FAES/MARNDR) 

      

Medio ambiente Programa Ranje kay katye m Travaux à Haute intensité 
de main-d’oeuvre (HIMO) 

    

Función Reparar casas, equipar 
barrios (focos y canales para 
saneamiento, entre otros) 

Desarrollo de 
infraestructuras rurales 
(rutas y caminos, entre 
otros) 

      

Fuente: Elaboración propia sobre la base del Fondo de Asistencia Económica y Social (FAES), Ti Manman Cheri. Document de programme, Puerto Príncipe, 2012; y Gobierno de la 
República de Haití, Luttons pour une Haïti sans pauvreté. Plan d’action pour la reduction de la pauvreté extrême, Puerto Príncipe [en línea], 
http://www.mpce.gouv.ht/sites/default/files/parpplanaction22avril_0.pdf, 2014. 
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Algunos programas agrupados bajo el alero del programa Ede Pèp se articulan a nivel del hogar 
beneficiario de los subsidios, prestaciones o servicios. Es el caso del Programa de Escolarización 
Universal, Gratuita y Obligatoria (PSUGO) y del programa de transferencias monetarias para las madres 
vulnerables con hijos escolarizados (TMC). Las escuelas públicas forman parte del campo cubierto por 
el PSUGO y un porcentaje de las madres que reciben la transferencia fueron identificadas en escuelas 
públicas ya apoyadas por el PSUGO en las comunas clasificadas como vulnerables. Por lo tanto, los 
hogares a los que pertenecen los niños escolarizados en el sector público se benefician a priori de dos 
subsidios: el subsidio indirecto que permite que la escuela pública sea totalmente gratuita y la 
transferencia monetaria30. A esto se agrega, en principio, el aporte de los comedores escolares 
establecidos en las escuelas públicas cubiertas por el PSUGO y financiados por el Programa Nacional de 
Comedores Escolares (PNCS) y, sobre todo, por el Programa Mundial de Alimentos (PMA). 

Recientemente, se lanzaron planes especiales de desarrollo en algunas comunas del país para 
ejecutar en forma simultánea varios componentes del programa Ede Pèp y de proyectos que respondan a 
sus necesidades específicas31. Aún falta una verdadera lógica de desarrollo local que articule y cree 
eslabones hacia delante y hacia atrás en la economía de estos territorios.  

Con la propuesta de agrupamiento del PARP, en principio se pretende evitar duplicaciones o líneas 
divisorias inútiles, lo que es obvio en el eje de inclusión económica. Así, el proyecto de distribución de 
cabritos —iniciado como programa de recuperación después del sismo— se incorpora al programa Kore 
Peyizan (por lo menos en términos formales), que incluye un abanico de instrumentos para el acceso a 
activos (equipamientos y ganado) y a insumos. Asimismo, es necesario armonizar los mecanismos o 
niveles de prestaciones. Por ejemplo, el programa Kore Andikape —que apoya a las personas con 
discapacidad— establece una transferencia monetaria única de 500 gourdas, en vez de continuar con dos 
subsidios de montos distintos (400 y 1.000 gourdas) distribuidos respectivamente por el FAES y el 
Ministerio de Asuntos Sociales y del Trabajo, MAST (Gobierno de la República de Haití, 2014).  

Se contempla que el programa Ede Pèp se estructure alrededor de un registro único de beneficiarios 
(RUB), que articule los distintos mecanismos vigentes tanto para la sistematización de la información 
como para la identificación y la focalización de la población beneficiaria. El proceso de reflexión para el 
diseño del RUB y su operación —especialmente en materia de soporte tecnológico— ya se lanzó, abriendo 
espacio para la coordinación de varios actores y proyectos, tal como se verá más adelante.  

B.  Protección y promoción social dirigida a la niñez 

Los instrumentos para la protección y promoción social de niños, niñas y adolescentes del programa Ede 
Pèp son los siguientes: el Programa de Escolarización Universal, Gratuita y Obligatoria (PSUGO), el 
programa de transferencias condicionadas para la retención escolar (TMC) y los comedores escolares del 
Programa Nacional de Comedores Escolares (PNCS) y sus socios. 

En su conjunto, la protección y promoción social de niños, niñas y adolescentes se distribuye entre 
los mecanismos tradicionales de protección de la infancia a cargo del MAST, especialmente del Instituto 
del Bienestar Social y de Investigación (IBESR) y de la Brigada de Protección de Menores (BPM) (véanse 
los cuadros 2 y 5), los mecanismos recogidos en el programa Ede Pèp y otros proyectos importantes como 
Kore Fanmi (Apoyar a las Familias), propuesto por el Banco Mundial, financiado por este y el UNICEF, y 
al alero del FAES para un apoyo multisectorial (salud, nutrición, higiene y educación) y Kore Lavi 
(Apoyar para Conseguir Vivir)32, financiado por la Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo 
Internacional (USAID), gestionado por la ONG CARE y al alero del MAST.  

                                                        
30  No se buscó evitar este cruce sino más bien permitir a los hogares el acceso a los dos programas. Sin embargo, aún no hay 

información disponible para evaluar la extensión de la intersección entre estos dos programas en general, ni en los hogares. 
31  Se pretende cubrir diez comunas en total: Cité Soleil (Puerto Príncipe, Oeste), Île de la Tortue (Noroeste), Port-de-Paix (Noroeste), 

Île à vache (Sur), Bernagousse (Grande-Anse), Jérémie (Grande-Anse), Gonaïves (Artibonite), La Gonâve (Oeste), Maïssade 
(Departamente del Centro) y Terre Neuve (Noreste).  

32  Apoyo al programa nacional de seguridad alimentaria y nutrición.  
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Tal como ocurre en el resto del sistema de protección social (SPS), coexisten varios tipos de 
arreglos institucionales. En algunos casos, los programas son ejecutados por el Estado (ministerios u 
organismos autónomos) con o sin el apoyo financiero de la cooperación internacional. En otros, la 
ejecución es de la incumbencia de organizaciones internacionales (Banco Mundial y OPS-OMS, entre 
otras) o de un consorcio mixto de organizaciones no gubernamentales (ONG) y organizaciones 
internacionales (OI) con la obligación de contribuir al fortalecimiento de las instituciones nacionales.  

A este último arreglo corresponde el proyecto Kore Lavi, al alero del MAST: las ONG CARE y 
Acción contra el Hambre (ACF) están a cargo de la operación del proyecto junto con el Programa Mundial de 
Alimentos (PMA) por encargo del ministerio. Kore Lavi es producto de nuevas dinámicas en las relaciones 
entre el Estado, los donantes y las ONG. El donante bilateral, USAID, financió las ONG como sustituto del 
Estado durante muchos años. El Estado aún no lo financia directamente, pero con Kore Lavi se decidió dirigir 
el financiamiento al consorcio de ONG y OI para que este manejara el programa y contribuyera a la 
institucionalización de la asistencia social y la sostenibilidad de los mecanismos adoptados.  

En materia de salud materna e infantil pareciera haber una dispersión expresada en la presencia de 
programas o proyectos con objetivos cercanos, pero que abordan los desafíos pendientes desde perspectivas y 
medios diferentes (véase el cuadro 5). Se puede tomar, por ejemplo, los casos de Kore Fanmi y Kore Lavi. El 
primero provee servicios personalizados a los hogares en la lucha contra la desnutrición desde su fase piloto 
iniciada en el año 2012; el segundo también suministra servicios de apoyo a la niñez en materia de nutrición 
de los recién nacidos (enfoque de los mil días) y distribuye vales de alimentos a los hogares vulnerables, con 
el fin de disminuir la incidencia de la inseguridad alimentaria. Los modelos —arreglos institucionales, 
estrategias, prestaciones y servicios— de Kore Fanmi y Kore Lavi no son idénticos, como se verá en la cuarta 
sección que aborda el enfoque comunitario en la lucha contra la malnutrición.  

Simúltaneamente, se han tejido interrelaciones entre Kore Lavi (desde su diseño) y los 
componentes de Ede Pèp respecto del sistema integrado de información social (SIIS). Con Kore Lavi se 
establece que el SIIS es de responsabilidad del MAST, lo que se puede interpretar como el 
reconocimiento, aún parcial, del rol central que debiera asumir esta cartera en la remodelación de los 
mecanismos de asistencia social tal y como fueron diseñados a fines de los años sesenta. En esta 
perspectiva, se lanzaron actividades que consolidan las reflexiones de distintos actores públicos y 
organizaciones internacionales (incluyendo al Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, 
PNUD) acerca del RUB, sobre la base de la experiencia del programa Kore Fanmi (2011). Se revisó el 
cuestionario utilizado por este programa y se acotó a un instrumento único y transversal para todos los 
programas, con la posibilidad de agregar módulos específicos de acuerdo con las necesidades de cada 
uno de ellos. También se revisó la metodología para identificar a los hogares más vulnerables y, por 
ende, se establecieron nuevos criterios de vulnerabilidad que fueron validados en el comité técnico 
liderado por el MAST33. Por ejemplo, el Ministerio de Salud Pública y Población (MSPP) dispuso que se 
articulara su propio sistema de información con el SIIS (MSPP y FAES, 2013)34. 

Se ha decidido, además, establecer mecanismos de coordinación entre Kore Lavi y otros actores o 
proyectos, especialmente en la recolección y el intercambio de información sobre las poblaciones 
vulnerables y, en algunos casos, en el reparto de los costos de los proyectos. Kore Lavi puede utilizar la 
información ya recabada por Kore Fanmi para la clasificación y selección de los hogares vulnerables. 
Los dos proyectos pueden financiar los censos socioeconómicos de las comunas de intervención 
seleccionadas de acuerdo con la planificación conjunta de su cobertura geográfica (MAST y otros, 
2013). Compartir los recursos en la identificación y focalización de los hogares ofrece la oportunidad de 
proveer más servicios a las familias vulnerables, reduciendo los costos financieros y acortando los 
tiempos en la implementación de Kore Lavi.  

 

                                                        
33  Se utilizaron para ello los datos de la última encuesta sobre condiciones de vida postsismo (ECVMAS 2012), realizada por el IHSI 

con el apoyo financiero y técnico del Banco Mundial y de DIAL.  
34  De igual manera, con miras a facilitar la planificación basada en hechos observados y la asignación eficaz de los recursos, se acordó 

que la base de datos de Kore Fanmi/FAES sobre la oferta en salud debiera ser entregada al MSPP por el FAES. 
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CUADRO 5 
PROTECCIÓN Y PROMOCIÓN SOCIAL DE LA INFANCIA, 2014 

 
  Componente Instrumento Denominación Dominio Población meta Institución ejecutora Financiamiento 

Protección 
social 

Transferencias 
sociales para la 
prevención y 
protección frente 
a riesgos y 
vulnerabilidades 
sociales y 
económicas  

Protección frente 
a la 
vulnerabilidad 
general 

Transferencia 
monetaria con 
condicionalidad 
relacionada con la 
niñez 

Ti Manman Cheri 
(TMC) 

Ingreso PREVISIONES: 300 000 
madres con niños de 6-12 
años escolarizados a razón 
de 100 000 madres al año. 

FAES, bajo la supervisión 
de la ministra delegada de 
los Derechos Humanos y la 
Lucha contra la Pobreza 
Extrema 

Ayuda 
internacional 
(Petrocaribe) 

Protección frente 
a la 
vulnerabilidad de 
la seguridad 
alimentaria 

Programa de 
alimentación 
escolar 

Programa 
Nacional de 
Comedores 
Escolares 
(PNCS) 

Alimentación PREVISIONES: Más de un 
(1) millón de niños 
escolarizados en escuelas 
públicas y no-públicas 

PNCS con el apoyo de EPT, 
Banco Mundial, USAID, Haiti 
Vision/USDA, Programa 
Mundial de Alimentos 
(PMA), Oficina Nacional de 
Nutrición (BND) 

No contributivo y 
ayuda 
internacional 

Vales alimentarios Kore Lavi Alimentación PREVISIONES: 18 000 
hogares vulnerables en 
distintos departamentos 

CARE y Acción contra el 
Hambre (ACF) y el 
Programa Mundial de 
Alimentos (PAM) bajo la 
supervisión del Ministerio de 
Asuntos Sociales y del 
Trabajo (MAST) 

Ayuda 
internacional 
(USAID) 

Promoción 
social 

Programas de 
promoción social 
(capacidad de 
generación de 
ingresos, acceso 
a los servicios 
sociales básicos) 

Generación de 
ingresos 

Programa de 
capacitación de 
adolescentes de la 
calle 

Chanje metye 
chanje lavi 

Servicio de 
capacitación 

Jóvenes de la calle (250 
lavadores de coches a 
capacitar en manejo de 
vehículos y otros)  

Ministerio de Asuntos 
Sociales y del Trabajo 
(MAST)  

Tesoro Público 

Servicios de 
capacitación 
profesional y 
subsidios para las 
adolescentes 

Adolescents 
Girls Initiative 
(AGI) 

Capacitación 
profesional 

PREVISIONES: 1 000 
adolescentes de 17 a 20 
años, de sexo femenino, en 
los barrios desfavorecidos 
de Puerto Príncipe 

Banco Mundial sobre la 
base de un acuerdo con el 
Ministerio de la Condición 
Femenina y de los Derechos 
de las Mujeres (MCFDF) y el 
Ministerio de Educación 
Nacional y Formación 
Profesional (MENFP) 

Ayuda 
internacional 
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Cuadro 5 (continuación) 

  Componente Instrumento Denominación Dominio Población meta Institución ejecutora Financiamiento 
  Servicios 

sociales básicos 
de identificación 

Registro de 
nacimiento e 
identidad 

Campaña de 
registro y 
entrega de un 
acta de 
nacimiento para 
adultos, niños y 
niñas en el 
departamento 
del Sureste 
(2012) 

Servicio de 
registro  

Se registró a 10 000 
personas en la comuna de 
Marbriole en el Sureste, 
incluyendo a niños, niñas y 
adolescentes 

Servicio de Archivos 
Nacionales y Oficina 
Nacional de Identificación 

Tesoro público 

Servicios 
sociales básicos 
de educación 

Programas de 
acceso y retención 
escolar 

PSUGO Servicio de 
educación 

PREVISIONES: 1,5 millón 
de niños de escolarizados 
en escuelas públicas y no-
públicas (clasificados de 
acuerdo a distintos criterios) 

Ministerio de Educación 
Nacional y Formación 
Profesional (MENFP), FAES 

Tesoro público y 
ayuda 
internacional 
(2011-2012); 
contributivo 
(impuesto sobre 
remesas y 
comunicaciones 
telefónicas) (2012-
2013) 

Promoción 
social 

Programas de 
promoción social 
(capacidad de 
generación de 
ingresos, acceso 
a los servicios 
sociales básicos) 

Servicios 
sociales básicos 
de salud 

Programa de salud 
materna e infantil 

Manman ak 
Timoun an Sante 

Servicio de salud 
materna e infantil 

Parturientas y recién 
nacidos 

Ministerio de Salud Pública 
y Población (MSPP), OPS-
OMS 

Ayuda 
internacional 

Programa de salud 
materna e infantil 
para los cuidados 
de emergencia 

Maternidad 
equipada para 
cuidados 
obstétricos y 
neonatales de 
base 

Servicio de salud 
materna e infantil 

Parturientas y recién 
nacidos 

Ministerio de Salud Pública 
y Población (MSPP) 

Ayuda 
internacional 

Programa de salud 
materna e infantil 

Kore Lavi Servicio de salud 
materna e 
infantil, nutrición 

Previsiones:  
1) Cambio de 
comportamiento en materia 
de nutrición: 204 891 
hogares con mujeres 
embarazadas o lactantes o 
con hijos e hijas menores de 
23 meses  
2) Alimentación y nutrición: 
87 190 mujeres 
embarazadas o lactantes, 
109 674 niños y niñas de 6 a 
23 meses, 8 027 menores 
de 60 meses en situación de 
malnutrición 

CARE Y Acción contra el 
Hambre (ACF) y el 
Programa Mundial de 
Alimentos (PAM) bajo la 
supervisión del Ministerio de 
Asuntos Sociales y del 
Trabajo (MAST) 

Ayuda 
internacional 
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Cuadro 5 (conclusión) 

  Componente Instrumento Denominación Dominio Población meta Institución ejecutora Financiamiento 
   Programas de 

vacunación gratuita 
y eliminación de 
parásitos para 
niños y niñas 

Semaine de la 
Santé de l’Enfant 

Servicio de salud 
infantil 

Niños y niñas de 6 a 59 
meses (más de un millón en 
la campaña de 2013) 

Ministerio de Salud Pública 
y Población (MSPP) 

Ayuda 
internacional 

Salud, nutrición, 
higiene 

Kore Fanmi Servicio de salud 
reproductiva 

15 000 hogares cubiertos 
durante la fase piloto. 

FAES (con el Banco 
Mundial) 

Ayuda 
internacional 

Protección 
de la 
infancia 

 Servicios 
especializados 
para la 
identificación, 
prevención y 
protección frente 
a riesgos 
específicos  

Protección de 
menores 
huérfanos 

Hospedaje y 
cuidado de niños y 
adolescentes de la 
calle 

MAISON DE 
TRANSIT 

Servicio de 
cuidado y 
educación 
lindante con la 
promoción social 

PREVISIONES: 3000 niños 
y adolescentes 

Ministerio de Asuntos Sociales 
y del Trabajo (MAST)/IBESR 

TESORO 
PÚBLICO 

Educación 
especial 

Programa de 
hospedaje y 
educación de los 
niños, niñas y 
adolescentes de la 
calle 

PSUGO, 
componente 
específico para 
niños, niñas y 
adolescentes 
que trabajan en 
la calle 

Servicio de 
educación y 
reinserción 

PREVISIONES: 2 000 niños, 
niñas y jóvenes de la calle. 
943 atendidos en 2012-2013 
y 1100 atendidos (abril de 
2014) 

MENFP en coordinación con el 
MAST 

Tesoro público y 
ayuda 
internacional 
(2011-2012); 
contributivo 
(impuesto sobre 
remesas y 
comunicaciones 
telefónicas) 
(2012-2013) 

Fuente: Elaboración propia sobre la base de Nathalie Lamaute-Brisson, “Redistribuir el cuidado: para un nexo de políticas públicas”, Redistribuir el cuidado. El desafío de las políticas, 
Coral Calderón Magaña (coord.), Cuadernos de la CEPAL, N° 101 (LC/G.2568-P), Santiago de Chile, Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL). Publicación de las 
Naciones Unidas, N° de Venta: S.13.II.G.9, 2013; Fondo de Asistencia Económica y Social (FAES), Ti Manman Cheri. Document de programme, Puerto Príncipe, 2012; Gobierno de la 
República de Haití, Luttons pour une Haïti sans pauvreté. Plan d’action pour la reduction de la pauvreté extrême, Puerto Príncipe [en línea], 
http://www.mpce.gouv.ht/sites/default/files/parpplanaction22avril_0.pdf, 2014. 

Nota: En gris claro, los programas para los que falta información. Los mecanismos del Ede Pèp se destacan en gris oscuro. 
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Otro proceso de coordinación se da entre Kore Fanmi y el UNICEF (UNICEF, 2014c), que es un 
agente de implementación de la estrategia del programa, ya que existen afinidades entre los enfoques del 
Banco Mundial (Kore Fanmi) y del UNICEF en lo referente a los derechos humanos, el papel central de la 
familia y la equidad. La estrategia de Kore Fanmi es analizada como una estrategia transversal que permite, 
con ajustes, cumplir objetivos específicos y lograr resultados relacionados con la reducción del retraso en el 
crecimiento infantil (UNICEF, 2014c). En esta perspectiva, el UNICEF financia la extensión de la red de 
Kore Fanmi, empezando por la inversión en la producción de información sobre los hogares vulnerables 
(censos socioeconómicos de las comunas) y los servicios disponibles en el territorio de intervención.  

C.  Marcos de referencia y acción pública:  
el lugar del enfoque de derechos 

La Constitución de Haití (1987) fue elaborada para encauzar la salida de la dictadura hacia una ciudadanía 
con derechos garantizados por el Estado, tanto en el ámbito de los derechos civiles y políticos como en 
materia de derechos económicos y sociales. Establece que la ley debe garantizar la protección de todos los 
niños y niñas, quienes además tienen derecho al amor y al cuidado moral y material de sus progenitores. El 
país ha ratificado los distintos instrumentos legales internacionales referidos a los derechos del niño. En 1994 
fue ratificada la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN), que considera a los niños y niñas como 
sujetos de derecho35. La CDN consagra principios como el de no discriminación, la participación, el 
desarrollo y supervivencia, que se suman a los principios transversales de universalidad, indivisibilidad e 
interdependencia de los derechos humanos (Pautassi y Royo, 2012)36.  

En este contexto, varios proyectos de apoyo a la reforma de las disposiciones legales nacionales y 
la promoción de los derechos de los niños, niñas y jóvenes fueron implementados en los últimos 20 años 
gracias al financiamiento de los organismos de cooperación bilateral o internacional. 

Sin embargo, los procesos son lentos y poco eficaces37: en las leyes perduran lagunas u omisiones 
importantes, así como disposiciones legales ajenas al enfoque de derechos. La ley de 2003 sobre la 
interdicción y eliminación de todas las formas de abuso, violencia, maltrato o trato inhumano a los niños y 
niñas, no ha sido enmendada para incluir las sanciones penales que debieran aplicarse a las transgresiones 
observadas (Departamento del Trabajo, 2012). La ley sobre paternidad responsable y filiación —que 
pretende homogeneizar el estatuto jurídico de los niños y niñas— aún no ha sido promulgada por el poder 
ejecutivo. El proyecto de ley fue presentado por el Ministerio de la Condición Femenina y de los Derechos 
de las Mujeres en 2006, la Cámara de Diputados votó la ley en mayo de 2010 y el Senado en abril de 2012. 
Por otra parte, se mantiene la contradicción entre las leyes que definen la niñez y aquellas que establecen la 
responsabilidad jurídica: la edad de mayoría penal es de 16 años en la ley de 1961, mientras que la 
Constitución define a los niños y niñas como las personas menores de 18 años.  

Cabe señalar que recientemente se dio un nuevo impulso a la elaboración y finalización del 
Código de la infancia tras el estancamiento de un proceso lanzado a mediados de los años noventa, 
cuando un proyecto de código de la infancia quedó disponible en el año 1997. Respecto del trabajo 
infantil, el Comité Nacional Tripartito contra el trabajo de los niños y niñas —constituido por 
representantes del Estado, sindicatos y organizaciones patronales— se movilizó para la elaboración de la 
lista oficial de las peores formas de trabajo. Esto se realizó de acuerdo con los convenios internacionales 
de la OIT sobre la edad mínima de acceso al empleo (Convenio 138) y sobre las peores formas de 
trabajo infantil (Convenio 182), ambos ratificados en 2007 por Haití. Además, se votó y promulgó una 
ley en materia de adopción de niños y niñas (2013).  

                                                        
35  En Haití se reconoce que los tratados ratificados por el país se incorporan como legislación vigente y derogan la legislación existente 

que sea contraria a ellos (Morlachetti, 2010). 
36  El Comité Interministerial de los Derechos de la Persona (CIDP), creado en 2013 y encargado de la coordinación y armonización de 

las políticas públicas en el ámbito de los derechos humanos, organizó en enero de 2014 un taller de validación del informe 
quinquenal sobre la implementación de la CDN en Haití.  

37  Esto es válido para varios ámbitos de los derechos de las personas y distintos tipos de titulares de derechos. Por ejemplo, el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) de 1966 se ratificó muy tardíamente, recién en 2012.  



CEPAL - Serie Políticas Sociales N° 210 Promoción y protección social de la infancia y adolescencia en Haití 

31 

En 2011, se creó un Servicio de Protección de la Infancia en la Oficina de Protección del 
Ciudadano (OPC), gracias al apoyo del UNICEF (OPC, 2012). Esta iniciativa recoge la recomendación 
del CDN (2002) referida a la independencia de las instituciones como condición sine qua non para 
garantizar la promoción y aplicación de esta convención.  

En efecto, la OPC es una institución independiente establecida por la Constitución y cuyo 
funcionamiento se rige por la ley del 3 de mayo de 2012 elaborada en la línea de los Institutos Nacionales 
de Derechos Humanos de las Naciones Unidas (OPC, 2012). El mandato de la OPC es proteger a los 
ciudadanos contra cualquier vulneración de sus derechos por parte de la administración pública.  

Si bien el corpus juris disponible incorpora el enfoque de derechos, a la hora de aplicar la ley o 
hacerla cumplir no es determinante en la acción pública. Debido a la inexistencia —o deterioro— de 
instituciones encargadas de velar por la aplicación de la norma jurídica y la sanción de las 
transgresiones, por lo general la ley no se aplica, incluso en el caso del registro y de la provisión de 
documentos (acta de nacimiento) de los niños y niñas. Si bien se han hecho esfuerzos importantes por 
fortalecer la institucionalidad encargada de la protección de la infancia, especialmente del Instituto del 
Bienestar Social y de Investigación (IBESR) y de la Brigada de Protección de Menores (véase el 
recuadro 1), faltan todavía recursos humanos y financieros para abordar una amplia variedad de 
problemas —exclusión, maltrato y tráfico de menores, entre otros— cuya extensión se desconoce 
(UNICEF, 2014c; World Vision, 2013).  

La no aplicación de la ley se explica por la persistencia de una cultura que poco interioriza el 
corpus juris existente, tanto entre el personal del Estado como en la mayoría de la población, que 
desconoce las leyes vigentes. El trabajo de difusión sigue siendo un reto pendiente por la falta de 
traducción de los instrumentos legales del francés al creole, que es el idioma de toda la población, y la 
distancia entre los marcos referenciales de la construcción jurídica, de la juridificación y las normas, y 
las reglas que rigen la vida cotidiana de la población. Cerrar esta brecha requiere de un enfoque 
sociológico y antropológico del derecho que deje de lado cualquier enfoque que mida las normas, reglas 
y prácticas vigentes desde una perspectiva normativa ya establecida.  

 

RECUADRO 1 
PROTECCIÓN DE MENORES 

EL INSTITUTO DEL BIENESTAR SOCIAL Y DE INVESTIGACIÓN (IBESR) 
 

El Instituto del Bienestar Social y de Investigación (IBESR) está encargado de garantizar la protección de niños y 
niñas en distintos ámbitos: seguimiento de la situación de las familias y de los niños y niñas, adopción nacional e 
internacional, trata de niños y niñas, regulación de los establecimientos residenciales (registro y acreditación, 
identificación de los residentes). También debe promover la reunificación familiar o buscar mecanismos de cuidado 
alternativos como, por ejemplo, la selección y el seguimiento de las familias de acogida o familias sustitutas.  

Desde el año 2011 la oferta de servicios sociales del IBESR se expandió mediante la creación de nueve oficinas 
departamentales que cuentan con el apoyo del UNICEF para su funcionamiento.  

Hubo avances en materia de normas e información, puesto que se recopilaron las leyes referidas a la infancia, los 
tratados e instrumentos internacionales ratificados y se hizo un inventario de los establecimientos especializados en los 
cuidados de las niñas y niños huérfanos o abandonados. En este inventario se evaluaron 336 establecimientos 
residenciales que hospedan a niños y niñas huérfanos o en situación de abandono, censando a más de 13.400. Sin 
embargo, queda mucho camino por recorrer en la regulación de dichos establecimientos, pues solo el 12% está 
registrado en el IBESR.  

El IBESR firmó a fines del año 2012 convenios con ocho ONG establecidas en el país, donde se especifican las 
responsabilidades de cada una y su aporte al IBESR. 

El IBESR coordina distintos grupos de trabajo sobre protección de la infancia, la entrega de niños y niñas en 
custodia a familias sustitutas y los niños y niñas vulnerables. Estos grupos incluyen organismos internacionales con los 
que se ha revisado el marco legal existente y se han definido procedimientos estándares para la acogida y el cuidado de 
niños y niñas en los centros residenciales.  

A la luz de las insuficiencias organizacionales se abrió un proceso de revisión de la ley marco del instituto. 
Actualmente, se está discutiendo el estatuto del IBESR en la administración pública, la creación de nuevos servicios, el 
fortalecimiento de la producción de estadísticas y la coordinación de las oficinas regionales. 

Fuente: Elaboración propia sobre la base de Annalisa Lombardo, Mapping of Social Protection Programs in Haiti, Puerto 
Príncipe, OXFAM y UNICEF, 2012; Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), Situation des enfants et des 
femmes en Haïti 2013, Puerto Príncipe, 2014. 
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Respecto de la protección y promoción social de la niñez, uno de los referentes de la acción 
publica es precisamente el enfoque de derechos. Por una parte, se creó y mantuvo el puesto de ministro 
delegado para los Derechos Humanos y la Lucha contra la Extrema Pobreza. En el nuevo diseño del 
programa Ede Pèp, propuesto en el PARP, se menciona la igualdad de derechos, sin considerar los 
derechos específicos de los niños, niñas y adolescentes38. Por contraste, este tema no está presente en la 
primera versión de la estrategia de Ede Pèp. El Comité Interministerial de los Derechos de la Persona 
(CIDP), creado en abril de 2013, tiene un papel clave en la arquitectura institucional del programa que 
es, por consiguiente, original y, de alguna manera, novedosa respecto de la configuración de la 
institucionalidad del sistema de protección social.  

Sin embargo, la articulación entre el discurso sobre las desigualdades y la equidad, por una parte, 
y el discurso referido al enfoque de derechos, por otra, no está del todo desarrollada. Se yuxtaponen en el 
PARP la noción de igualdad de derechos y la noción de equidad —reducida a lo económico—, pues solo 
se abordan temas —no menores— de distribución de ingresos y construcción de capital humano. 

¿Qué lugar ocupan los derechos en los discursos o planes?, ¿cuál es su estatus? ¿En qué medida 
poner el foco en la equidad —entendida como igualdad de oportunidades para los más vulnerables 
(Gobierno de la República de Haití, 2014)— garantiza el ejercicio y realización de los derechos? Por 
último, ¿cómo hablar de derechos cuando el discurso se centra en la figura del beneficiario? 

Para analizar los derechos y los procesos de su realización es necesario, en primer lugar, inquirir 
acerca de su finalidad y contenido. Se habla, por ejemplo, del derecho a la salud y del derecho a la 
educación —consagrados en la Constitución—, pero no se precisa para qué sirven los derechos, ni el 
contenido de aquello a lo que se tiene derecho.  

En el fondo, los derechos son los medios de la libertad sustantiva o capacidad (Sen, 1999; 
Brighouse, 2004), que además de fungir como referentes para garantizar la equidad de los procesos y la 
ausencia de violación del derecho a invocar y utilizar las capacidades (Sen, 2005), constituyen la base 
sobre la que se puede exigir la realización de las condiciones para el ejercicio de la libertad sustantiva. 
Una de las condiciones es el acceso a los bienes y servicios, y a las instituciones. Hasta ahora, el 
discurso se centra en el acceso sin profundizar, pues el acceso no es ipso facto sinónimo de libertad 
sustantiva, ya que son las instituciones —Estado, familia, asociaciones, escuelas y establecimientos de 
salud, entre otras— las que generan la desigualdad39. Para quienes ya tenían acceso al sistema educativo, 
las falencias en la calidad constituyen claramente un freno al desarrollo de la libertad sustantiva, así 
como al desarrollo de la educación como recurso para la inserción en los sistemas de empleo.  

El acceso a los mecanismos de protección social, puestos en marcha recientemente, se interpreta 
en la retórica de la acción pública como la salida histórica de la larga marginalización e invisibilización 
de los más pobres o vulnerables y como un logro producto del voluntarismo de los benevolentes 
tomadores de decisiones. En otras palabras, el alcance de este cambio simbólico en la relación entre el 
Estado y la población queda trunco, ya que no se sustenta en un enfoque de derechos que defina los 
deberes vinculados a ellos, entre los que se encuentran, especialmente, las obligaciones del Estado: 
respetar, proteger y realizar los derechos, vale decir, facilitar la titularidad de derechos, proveer los 
bienes y servicios necesarios, y promover los derechos (Moser y Norton, 2001, pág. 13). En este marco, 
los ciudadanos son titulares de derechos y el Estado su deudor40.  

 

 

                                                        
38  La finalidad del PARP es acelerar la reducción de la pobreza y sentar las bases para una sociedad que favorezca el crecimiento 

económico inclusivo, con igualdad de derechos y de oportunidades para todos. En esta sociedad, el Estado debiera ser capaz de 
actuar con una perspectiva holística y fomentar la participación de los actores, incluyendo a los beneficiarios de las intervenciones 
para la reducción de la pobreza (Gobierno de la República de Haití, 2014). 

39  Por ejemplo, la educación puede inculcar valores de subordinación más que valores de emancipación (Unterhalter, 2004). 
40  Por una parte, la deuda es simbólica, pues permite definir las posiciones respectivas de los titulares de derechos y del Estado; por 

otra, es real, ya que a los derechos sociales y económicos y a los derechos civiles se asocian costos presupuestarios (Holmes y 
Susstein, 2011). 
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RECUADRO 2 
EL DERECHO A LA EDUCACIÓN: UNA REFLEXIÓN EN PROFUNDIDAD 

 DESDE EL ENFOQUE DE DERECHOS 
 

La definición del derecho a la educación no ha estado ajena a controversias, ya que se le atribuyen múltiples 
significados: 

i) Se utiliza en su sentido literal y se afirma que todos y todas tenemos derecho a la educación y que podemos hacer 
uso de este mediante las diversas formas o sistemas educativos disponibles. 

ii) En un segundo sentido, se habla de los derechos en la educación que abarcan el conjunto más amplio de 
derechos que deben ser respetados durante el proceso educativo. Entre otros, cobra centralidad el derecho al libre 
desarrollo de la personalidad, de modo que las prácticas educativas se adapten al conjunto de derechos humanos 
fundamentales y se condigan con los mandatos constitucionales.  

iii) En un tercer sentido, se incluyen los derechos adquiridos mediante la educación. El ejercicio del derecho a la 
educación actúa como un medio para lograr otros derechos, como pueden ser la garantía de una ciudadanía más plena, 
el mejoramiento de las competencias de empleabilidad, que a la vez permitiría un mejor goce del conjunto de derechos 
ciudadanos y una mejora en los niveles de ingresos y de bienestar. 

El derecho a la educación presenta a su vez tres dimensiones: i) una propia del derecho a la educación que obedece 
a la naturaleza y al alcance normativo del derecho, derivado de los instrumentos internacionales de derechos humanos, 
de las constituciones nacionales y de las leyes locales; ii) la dimensión relativa a la realización de los derechos humanos 
en la educación, que obedece a la promoción y garantía del respeto del conjunto de derechos humanos en el proceso 
educativo; y iii) la dimensión que hace referencia a los derechos por la educación, que obedece al papel de la educación 
como multiplicador de derechos, es decir, a la importancia que tiene la educación para facilitar un mayor disfrute de 
todos los derechos y libertades.  

Fuente: Laura C. Pautassi, “Educación, cuidado y derechos. Propuestas de políticas públicas”, SER Social, Brasilia, vol. 13, 
Nº 29, págs. 10-34, 2011.  

En esta perspectiva, es menester trascender “la ayuda al pueblo”, la creación de “beneficiarios”, 
así como la puesta en escena de la benevolencia del Estado y reconocer los derechos de todos y todas. El 
principio de universalidad implica que debe garantizarse la realización de los derechos 
independientemente del origen social, las características personales o la opinión política, tanto a la hora 
de la focalización y selección de las personas o de los hogares elegibles como en el momento de la 
distribución de las prestaciones.  

En un contexto de escasez de recursos se plantean dos desafíos: la priorización de los derechos a 
garantizar y la selección de las poblaciones meta. Con el programa Ede Pèp se decidió intervenir en los 
sectores más vulnerables o más pobres41, aunque el primer propósito del PSUGO excede la frontera de la 
extrema pobreza. Se espera llegar a la igualdad de oportunidades, haciendo caso omiso de la necesidad 
de avanzar hacia la igualdad de resultados, por lo menos en lo que se refiere a los umbrales mínimos 
para cada uno: por ejemplo, el noveno año de estudios en educación y la erradicación de la mortalidad 
materna e infantil y de la malnutrición en materia de salud.  

D.  Gasto público social dirigido a la niñez 

Existen pocos estudios sobre medición del gasto público en general y aún menos sobre el gasto público 
social dirigido a la infancia y adolescencia en Haití. Una mirada retrospectiva revela que el gasto público 
social en educación y en salud —que en gran parte se enfoca en la niñez— aumentó sensiblemente a 
precios constantes entre el año 2002 y el año 2007. Según el Banco Mundial (2008) el incremento fue de 
un 30% en educación y de un 100% en salud42. Aun así, los niveles observados en este período eran muy 
bajos:  en el período 2006-2007 el gasto público social en educación representaba el 2,5% del PIB y en 

                                                        
41  No está del todo claro qué concepto –vulnerabilidad o pobreza– fue elegido como central en el proceso político de toma de 

decisiones. En la retórica vigente pareciera que uno puede sustituir al otro. En todo caso, la lucha contra la pobreza y las reflexiones 
sobre la focalización en la operación de los programas se refieren más bien a la vulnerabilidad. Ahora bien, la focalización se hace de 
acuerdo con distintos criterios y mecanismos institucionales con una perspectiva pragmática que –por muy útil que sea en los casos 
en que falta información– no se asienta en principios de justicia claros ni compartidos.  

42  Para más información ver http://ctrc.sice.oas.org/TRC/Articles/Haiti/Haiti_Public_Expenditure_Management.pdf. 
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salud menos del 3%. Estos recursos son insuficientes para lograr la meta de educación para todos y los 
objetivos fijados en el sector salud43.  

El desglose del gasto público social en educación y salud según la población meta, especialmente 
por grupo etario, no es del todo sistemático44. En un primer esfuerzo de análisis del gasto social enfocado a 
la infancia, llevado a cabo de 2009 a 2010, para los años fiscales 2006-2007 y 2007-2008 se estimó el valor 
del gasto ejecutado para la niñez (DAGPyPS y otros, 2010) y se concluyó que representó el 25,1% y el 
16,4%, respectivamente, del gasto público total en los dos años fiscales mencionados. 

El gasto público dirigido a la infancia constituye, según este mismo estudio, la mayor parte del 
gasto social del país, aunque su monto absoluto de 278,5 millones de dólares a 158,2 millones de dólares 
y su peso relativo del 81,4% al 65,3% disminuyen del período 2006-2007 a 2007-2008. Esta evolución 
se refleja de manera contundente en la del valor per cápita expresado en dólares americanos por paridad 
de poder de compra (PPP), que en 2007-2008 ascendía a 28 dólares PPP, comparado con 55 dólares PPP 
el año anterior. De hecho, estos montos son los más bajos al comparar Haití con otros países de la región 
(Curcio, Goldschmit y Robba, 2012).  

Si bien es cierto que dos años fiscales es un período muy corto para hacer aseveraciones 
concluyentes, es preciso señalar que tanto los montos como su distribución según la clase de gasto —de 
acuerdo con el destinatario— o la categoría del gasto —ámbito—, cambian de manera drástica en estos 
dos años. En primer lugar, según el ámbito, la educación y la salud son los dos primeros rubros de 
asignación del gasto para la infancia, aunque la jerarquización de estos sectores cambia radicalmente de 
un año a otro y se invierten los rangos relativos. La educación pasa a ser el primer rubro en 2007-2008 
(56%), mientras la salud, que encabezaba la distribución en el año anterior (42%), cuenta con un 15% en 
2007-2008. En segundo lugar, cambia también la jerarquización de la clase de gasto, entre las que se han 
identificado cuatro tipos (DAGPyPS y otros, 2010):  

i)  El gasto específico, orientado directamente a los menores de 18 años —educación 
fundamental o comedores escolares.  

ii) El gasto indirecto, destinado a la familia y condicionado a la presencia de niños y niñas.  

iii)  El gasto ampliado, dirigido a grupos poblacionales definidos según criterios ajenos a la 
infancia —por ejemplo, poblaciones vulnerables—, pero que llega a los niños y niñas 
pertenecientes a estos grupos.  

iv)  El gasto en bienes públicos —en el sentido de Musgrave— no incluido en las demás clases 
de gasto arriba descritas. 

Esta clasificación es de mucho interés porque se reconoce que los niños y niñas pueden ser 
identificados como sujetos de derechos y, por ende, ser objeto de la política pública —gasto específico—, a 
la vez que se admite que la situación de la infancia se relaciona con la de su hogar —gasto ampliado. De 
acuerdo con los datos disponibles, el gasto específico representó el 70,4% del gasto público dirigido a la 
infancia en 2006-2007, que disminuyó a un 46,9% en el año siguiente, pues el monto a precios corrientes 
asignado cae en un 63%, mientras que aumenta el gasto ampliado. Este cambio se relaciona con el 
desplome del monto asignado a la salud (-77%) y en menor medida con la disminución del gasto en 
educación (-11%), lo que revela un abandono de la atención en salud anteriormente orientada hacia las 
personas con necesidades.  

Aunque la clasificación basada en la clase de datos fue diseñada por el grupo de trabajo encargado 
del análisis del gasto dirigido a la infancia (DAGPyPS y otros, 2010), es preciso incorporarla al marco 
referencial vigente para proveer información amplia que abarque las distintas perspectivas —sector de 
intervención y tipo de destinatario— para la toma de decisiones de acuerdo con las necesidades.  
                                                        
43  A esto se añaden dos problemas importantes señalados por el Banco Mundial (2008) en los sectores de educación y salud. Las tasas 

de ejecución presupuestaria son bastante bajas, reflejando tanto las limitaciones en la capacidad de formular y planear el presupuesto 
como la baja capacidad de absorción. Las deficiencias en la gestión del gasto público determinan una eficiencia limitada de este.  

44  Según indica el Banco Mundial (2008), estos datos incluyen todos los gastos del Ministerio de Educación Nacional y Formación 
Profesional (MENFP), del Ministerio de la Juventud, Deporte y Acción Cívica así como los gastos de la Universidad del Estado (UEH). 
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Ahora bien, los márgenes de acción son limitados, puesto que gran parte del gasto público 
social total depende de la cooperación internacional45, especialmente el gasto del Programa de 
Inversiones Públicas (Banco Mundial, 2008), que se maneja en forma separada respecto del gasto 
regular —funcionamiento e inversión— del gobierno central. A esto se suma la volatilidad del 
financiamiento público interno, en el contexto de una fiscalización estatal de alcance restringido. La 
volatilidad de la ayuda internacional es un obstáculo para la construcción de procesos acumulativos  
que garanticen una continuidad de los esfuerzos y de su impacto en la economía  
de los hogares, demasiado expuestos a riesgos e incertidumbres. Cabe recordar, por ejemplo, los 
recortes del financiamiento de los comedores escolares a lo largo de los años (Banco Mundial, 2008; 
Lamaute-Brisson, 2013a). 

 
CUADRO 6 

HAITÍ: GASTO PÚBLICO DIRIGIDO A LA INFANCIA SEGÚN CATEGORÍA Y CLASE DE GASTO 
(En millones de dólares y porcentajes) 

2006-2007 2007-2008 

(En millones de 
dólares corrientes) (En porcentajes) (En millones de 

dólares corrientes)  

Categoría de gasto  
Ayuda directa 0,6 0,2 6,0 3,8 

Condiciones de vida 8,1 2,9 13,4 8,5 

Deporte, recreación y cultura 8,5 3,1 8,9 5,6 

Desarrollo e integración 1,3 0,5 2,0 1,3 

Educación 102,5 36,8 89,6 56,6 

Nutrición y alimentación 7,1 2,5 1,0 0,6 

Protección del niño y niña 0,6 0,2 1,4 0,9 

Salud 119,3 42,8 22,3 14,1 

Ciencia y tecnología 1,2 0,4 0,3 0,2 

Otros servicios urbanos 5,3 1,9 5,2 3,3 

Riesgos y desastres naturales 21,1 7,6 5,7 3,6 

Seguro de salud 2,9 1,0 2,4 1,5 

Total 278,5 100,0 158,2 100,0 

Clase de gasto 

Gasto específico 195,9 70,4 74,2 46,9 

Gasto indirecto 0,0 0,0 0,0 0,0 

Gasto ampliado 66,7 24,0 70,9 44,8 

Bienes públicos 15,8 5,7 13,0 8,2 

Total 278,4 100,0 158,1 100,0 

Fuente: Dirección de Análisis de Gasto Público y Programas Sociales (DAGPyPS) y otros, Les Dépenses Publiques 
destinées à l’Enfance en Haïti 2006-2007/2007-2008, Buenos Aires-Puerto Príncipe, en prensa, 2010. 

 

 

                                                        
45  Quedan dudas sobre la calidad de los datos al respecto. En el presupuesto de la República de Haití figuran los créditos financiados 

por la ayuda internacional. En el año 2007-2008, se encontró que un 95% del monto total del apoyo internacional estaba registrado 
en el presupuesto. Sin embargo, la contabilidad de los desembolsos deja mucho que desear, pues solo el 67% del monto 
desembolsado quedó registrado en la contabilidad pública (DAGPyPS y otros, 2010).  
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La disminución sustantiva del aporte financiero de uno de los mayores donantes del Programa 
Nacional de Comedores Escolares (PNCS) obligó a usar fondos del programa Petrocaribe para 
contrarrestar la reducción de la cobertura, que pasó de 1.322.500 alumnos en 2011-2012 a 1.105.500 
alumnos en 2012-2013.  

Por otra parte, se incrementó el gasto específico en educación desde la puesta en marcha del 
Programa de Escolarización Universal, Gratuita y Obligatoria (PSUGO). El gasto, en el marco de este 
programa, ascendía a 53 millones de dólares para el año fiscal 2012-2013, lo que implicó un aumento del 
32% respecto del monto registrado en el año anterior46. Este gasto es equivalente a casi el 90% del gasto 
social atribuido al Ministerio de Educación Nacional y Formación Profesional (MENFP) en 2012-2013.  

 
CUADRO 7 

HAITÍ: GASTO DEL PROGRAMA DE ESCOLARIZACIÓN UNIVERSAL,  
GRATUITA Y OBLIGATORIA (PSUGO)  

(En dólares y porcentajes) 

Gasto 

2011-2012 2012-2013 

Gasto total del PSUGO 40 124 580 53 049 908 

Subsidio a la escolarización de niños y niñas en escuelas no públicas 31 287 891 38 969 009 

Subsidio para la eliminación del pago de las familias a las escuelas públicas 1 860 209 2 254 951 

Subsidio total 33 148 100 41 223 960 

Subsidio en el gasto total del PSUGO (en porcentajes) 83 78 

Subsidio a las escuelas no públicas en el subsidio total (en porcentajes) 94 94 

Fuente: Unidad de Coordinación del Programa de Escolarización Universal, Gratuita y Obligatoria (CCP) y Ministerio de 
Educación Nacional y Formación Profesional (MENFP), Programme de Scolarisation Universelle Gratuite et Obligatoire 
(PSUGO). Bilan annuel. Exercice 2012-2013, Puerto Príncipe, 2013. 

 

Del gasto total del PSUGO, el 77,7% corresponde al subsidio de las escuelas privadas (sobre la 
base de un monto fijo de 90 dólares por estudiante) y a la subvención a las escuelas públicas (alrededor 
de 5 dólares por estudiante), con una clara predominancia del primer tipo de subsidio (94,5%). En otras 
palabras, se inyectaron casi 39 millones de dólares (contra 31,3 millones en 2011-2012) en 2012-2013 a 
la economía de las escuelas no públicas, fuera del gasto destinado al pago de nuevos profesores. En 
principio, estas sumas deberían sustraerse del gasto total de las familias con niños y niñas matriculados 
en las escuelas no privadas, de igual manera que los montos correspondientes al subsidio a las escuelas 
públicas (2,2 millones de dólares en 2012-2013).  

También se agregaron, en la categoría del gasto indirecto —vacía en los años 2006-2008 como se 
observa en el cuadro 6— las transferencias monetarias pagadas en el marco del programa TMC a las 
madres o tutores de niños y niñas escolarizados. En el año fiscal 2012-2013 se desembolsaron 3,6 
millones de dólares repartidos en los diez departamentos del país.  

Respecto del gasto social público dirigido a la infancia y del gasto total, se presentan varios 
desafíos. En primer lugar, se necesita una información organizada y que esté disponible para el 
monitoreo y evaluación. Esto es imprescindible para el análisis de los cambios en el campo de la 
protección y promoción social, en cuanto a la clasificación de los gastos y al impacto en la provisión de 
servicios sociales básicos y en los hogares. En segundo lugar, es preciso minimizar la volatilidad del 
financiamiento internacional mediante una reforma del sistema fiscal y la definición de marcos de 
cooperación más vinculantes con las organizaciones internacionales.  

                                                        
46  Los montos en dólares corrientes fueron obtenidos utilizando una tasa de cambio media de 45 gourdes por dólar.  
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III. Educación 

La promoción social en materia de educación es crucial de acuerdo con el perfil sociodemográfico 
esbozado anteriormente. La acción pública para el desarrollo de la educación inicial avanza lentamente en 
un contexto de grandes desigualdades. El PSUGO funciona desde 2011 y amplió su cobertura; sin 
embargo, los grandes desafíos obligan a cuestionar la arquitectura institucional y su eficacia respecto de la 
deplorable calidad de gran parte del sistema educativo. El programa de transferencia monetaria 
condicionada a la asistencia y retención escolar, TMC, se desplegó en muchas escuelas del país. 

A. Educación preescolar 

Según el artículo 32-5 de la Constitución, la educación preescolar debiera ser fomentada. De hecho, la 
población que asiste a los establecimientos de educación preescolar ascendía, según las estadísticas 
oficiales, a casi 647.000 niños y niñas en 201247, distribuidos en 952 establecimientos 
especializados48, mayoritariamente no públicos que reciben a 603.394 niños y niñas (DPCE y 
MENFP, 2012). Estos contaban con alrededor de 20.000 monitores o profesores en su mayoría no 
calificados (solo el 12% en zonas urbanas y el 0,4% en zonas rurales recibieron una capacitación 
adecuada). Es preciso señalar que a este nivel también asisten niños y niñas mayores de la edad 
requerida. En efecto, el 28% de los niños y niñas en preescolar tienen de 6 a 7 años y, en algunos 
departamentos del país, representan más de la mitad del total.  

El subsistema preescolar emergió y creció fuera de toda regulación, puesto que el Estado aún no 
es capaz de asumir el papel de conductor y regulador. En 2012, se validó el marco de política para la 
primera infancia que se estructura en cinco ejes: la supervivencia del niño y niña; el desarrollo de 0 a 6 
años —con énfasis en el período prenatal hasta los 3 años—; las condiciones para el período de 
transición entre la familia y la escuela (primaria); la protección jurídica y la provisión de servicios de 
protección infantil, incluyendo la lucha contra la discriminación.  

                                                        
47  La población atendida a nivel preescolar es quizás mayor a esta cifra, ya que también existen escuelas que, además de las clases del 

ciclo primario, acogen a niños y niñas en edad preescolar.  
48  De 2011 a 2012 se redujo el número de establecimientos especializados en educación preescolar de 1.175 a 952.  
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CUADRO 8 
HAITÍ: ESCUELAS ESPECIALIZADAS EN EDUCACIÓN INICIAL (PREESCOLAR)a  

Y ALUMNOS, 2010-2011 Y 2012-2013 
 

2010-2011 2012-2013 

 
Sector 
público 

Sector no 
público Total Sector 

público 
Sector no 
público Total 

Escuelas especializadas 0a 1 175 1175 0a 952 952 

Alumnos 34 245 505 345 539 590 43 126 603 394 646 520 

Fuente: Dirección de la Planificación y de la Cooperación Externa (DPCE) y Ministerio de Educación Nacional y Formación 
Profesional (MENFP), Recensement scolaire 2011-2012. Annuaire statistique, Puerto Príncipe, 2012.  
a En el sector público, los alumnos son acogidos por una sección dedicada a la educación preescolar. En este cuadro se 
reporta solo el número de establecimientos no públicos que proveen únicamente el servicio de educación preescolar.  

 

Si bien existe un enfoque de derechos, la elaboración de este marco se sustenta en cuestiones de 
orden económico. El documento plantea importantes rendimientos de la inversión en la primera infancia 
(de 3 a 17 dólares por 1 dólar invertido), poniendo el énfasis en los beneficios a futuro como una mayor 
productividad de la mano de obra, la estabilidad económica y social vinculada a un menor índice de 
delincuencia, menores gastos en salud gracias a la prevención basada en el apoyo a la procreación y a la 
educación prenatal, y la ruptura de la transmisión intergeneracional de la pobreza.  

La perspectiva es holística con la implicancia de que los servicios dirigidos a la primera infancia 
tienen que abarcar varios sectores y formar parte de un conjunto integrado, donde se relacionan la 
educación y los cuidados en salud, la educación parental, la estimulación psicosocial, la protección jurídica 
de los derechos del niño y la niña y otros servicios de base (agua potable y saneamiento, higiene). 

Se estipulan tres grandes objetivos en este marco de política:  

i)  Promover el desarrollo integral de los niños y niñas desde el período prenatal hasta los 3 años y 
establecer sistemas de cuidado a los menores de esta edad en todas las dimensiones sectoriales 
(salud, nutrición, saneamiento sanitario y protección), especialmente en las zonas rurales. 

ii)  Promover el desarrollo integral de los niños y niñas de 3 a 6 años mediante la educación 
preescolar para todos y de calidad, “bajo los auspicios de un gran servicio público con 
competencia nacional”. Ampliar la cobertura, sobre todo en las zona rurales, incluyendo a la 
infancia con discapacidad, por medio de una alianza de los sectores público y privado que 
integre a las ONG y a la sociedad civil.  

iii)  Garantizar la protección de los derechos de los lactantes, niños, niñas y madres, en 
particular en las zonas más desfavorecidas y aisladas, mediante la difusión de los derechos 
y el fortalecimiento de los servicios jurídicos y sociales. Se identifican además tres 
estrategias transversales: la implementación en zonas de convergencia de servicios 
sectoriales, el aumento de la inversión en educación y salud y el desarrollo de alianzas 
entre actores. Si bien este marco de política está disponible, falta institucionalizarlo en la 
estructura del Estado más allá del propio Ministerio de Educación Nacional y Formación 
Profesional. Entre otras cosas, se requiere constituir un Comité Multisectorial con 
presencia del Ministerio de Salud Pública y Población (MSPP) y del Ministerio de la 
Condición Femenina y de los Derechos de las Mujeres (MCFDF) que tenga representación 
operativa en los departamentos del país.  

No están disponibles aún los insumos para la gobernanza de la política para la primera infancia, 
como la revisión del cuerpo de leyes referidas a la familia y la normalización del perfil de los agentes de 
la política, entre otros. Pronto, los actores de la educación preescolar deberán validar la propuesta de 
currículo que regirá en los establecimientos públicos y en los no públicos.  
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Estos avances, aunque loables, evidencian el rezago en materia de educación y cuidado de la 
primera infancia. Desde los años sesenta, se priorizó la educación primaria para crear una fuerza de 
trabajo que sería contratada en las industrias intensivas en mano de obra, obviándose el tema de las 
desigualdades. Invertir en la primera infancia es crucial para evitar la reproducción de las desigualdades.  

Desde otra perspectiva, la promoción social de la primera infancia, tal y como se concibe en este 
marco de política, no considera la autonomía de las mujeres, a pesar de que en Haití, como en otros 
países de la región, la carga del cuidado infantil recae en ellas o en sus hijas que cuidan a sus hermanos y 
hermanas menores (Lamaute-Brisson, 2010). Las mujeres haitianas en edad de trabajar y clasificadas 
como inactivas expresan su preferencia por los empleos a tiempo parcial para poder conciliar sus 
obligaciones domésticas y su participación en la actividad económica. Esta problemática ha ido 
desarrollándose en los últimos años con bastante fuerza en América Latina y el Caribe. Hay quienes 
proponen una mirada global que articule la perspectiva de la niñez, así como de las personas mayores, 
con la de quienes proveen el cuidado, que en su mayoría son mujeres (Sojo, 2011). En otras palabras, se 
propone pensar e implementar políticas de cuidado que permitan el desarrollo en igualdad de la niñez 
desde la primera infancia y la conciliación del trabajo remunerado y no remunerado en la economía 
doméstica como instrumento de autonomía económica para las mujeres (Lamaute-Brisson, 2013a). 

En otro ámbito de la política social, el MAST planteó la construcción de dos guarderías comunitarias 
—en el marco del plan especial para Cité Soleil— para que las madres de hogares monoparentales tuvieran 
más tiempo para trabajar en forma remunerada, además de crear empleos para las jóvenes que completaron su 
bachillerato (MAST, 2013)49. La política referida a estas guarderías es, por ahora, elusiva respecto de la 
articulación entre la iniciativa y la promoción social de la infancia. Por lo tanto, más que un asunto de 
coordinación, lo que aquí está en juego es la elaboración y aplicación de una visión articuladora.  

B. Subvención universal a la escolarización 

En 2011 se lanzó el Programa de Escolarización Universal, Gratuita y Obligatoria (PSUGO) —o Lekol 
Timoun Yo (La Escuela de los Niños)— de acuerdo con los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM) 
en el sector de educación, con la Estrategia Nacional de Educación para Todos (MENFP, 2007) y con el 
Plan Operacional para la Refundación del Sistema Educativo Haitiano (2010-2015)50. 

Basado en el principio de universalidad del acceso a la educación primaria, este programa manejado 
por el Ministerio de Educación Nacional y Formación Profesional tiene los siguientes objetivos: 

• Facilitar el acceso gratuito al ciclo primario de 1,5 millones de niños y niñas de 6 a 12 años, 
incluyendo a los que no están escolarizados. 

• Garantizar el acceso gratuito de la educación básica a todos los niños y niñas matriculados en 
las escuelas públicas. 

• Expandir la oferta educacional del sector público mediante la creación de 800 escuelas. 

• Mejorar la calidad de la educación51. Se prevé para ello mejorar o rehabilitar las 
infraestructuras escolares (300 aulas) y las condiciones de aprendizaje con la dotación de 
mobiliario escolar y de material didáctico. Se incluye también el reclutamiento y 

                                                        
49  Para más información ver http://www.slideshare.net/primatureplanspeciaux/plan-spcial-de-cit-soleil. 
50  Cabe mencionar algunos antecedentes históricos. En primer lugar, el Programa de Escolarización Universal (PSU) implementado en 

cuatro departamentos del país estaba dirigido a la integración de los niños, niñas y jóvenes que no habían sido escolarizados y al 
fortalecimiento del aprendizaje de los estudiantes rezagados (Naciones Unidas, 2003). Segundo, el programa Educación Para Todos 
(EPT), manejado por el MENFP incluye un componente de apoyo directo a la escolarización de niños y niñas en primaria, mediante 
el subsidio del pago mensual exigido por las escuelas privadas a las familias. En 2009, 100.000 niños en 1.000 escuelas privadas 
acreditadas fueron cubiertos por este componente. Tercero, uno de los objetivos del plan presentado en 2009 por la Comisión 
Presidencial sobre Educación fue la creación de un sistema educativo gratuito, financiado por el sector público y abierto a todos los 
niños (BID, 2010). Para más información ver http://idbdocs.iadb.org/wsdocs/getdocument.aspx?docnum=35345207. 

51  Este objetivo se deduce de la descripción del paquete de componentes y mecanismos que forman parte del PSUGO (CCP y MENFP, 2013).  
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capacitación de 8.500 nuevos docentes52 (para atender a los niños y niñas nuevamente 
escolarizados y trabajar en las nuevas escuelas) y consejeros escolares para la educación 
básica, así como la elaboración de contenidos y material pedagógico para las escuelas.  

• Incluir en el sistema educativo a los niños y niñas que viven en la calle53.  

Se diseñaron tres mecanismos para cumplir el primer objetivo: un subsidio a las escuelas no 
públicas de 90 dólares al año por niño o niña escolarizado, la distribución de paquetes de útiles escolares 
y la distribución de uniformes. Respecto del segundo objetivo, se cancela el pago de la matrícula (2,5 
dólares) anteriormente exigida por las escuelas públicas y se abona el monto correspondiente a ellas.  

La cobertura oficial del programa se extendió de 1.021.144 estudiantes (9.865 escuelas) en el primer 
año a 1.399.173 (10.710 escuelas) en el segundo año (2012-2013). Se destacan los siguientes hechos: 

i)  Pareciera que, desde el primer año de funcionamiento del programa, se incluyó a casi todas 
las escuelas públicas del país (solo se agregaron 5 escuelas en 2012-2013)54 y a toda la 
población escolar correspondiente, es decir, más de 500.000 alumnos (véase el cuadro 9). La 
mayor expansión de la cobertura se produce en las escuelas privadas, ya que el número de 
estudiantes se duplicó, mientras que el número de escuelas solo creció en un 11,3%. 
Además, se incorporaron los niños y niñas de la nueva cohorte que ingresó al primer año de 
primaria en 2012-2013.  

 
CUADRO 9 

HAITÍ: EVOLUCIÓN DE LA COBERTURA OFICIAL DEL PROGRAMA DE ESCOLARIZACIÓN 
UNIVERSAL, GRATUITA Y OBLIGATORIA (PSUGO) SEGÚN NÚMERO Y TIPO DE ESCUELA,  

Y SEGÚN NÚMERO DE ALUMNOS, 2011-2012 Y 2012-2013 
 

 
Escuelas 

 

 

Número de escuelas 

Tasa de variación 

 (en porcentajes) 
Distribución de escuelas según tipo 

(en porcentajes ) 

 
2012 2013 2012-2013 2012 2013 

Públicas 2 413 2 418 0,2 24,5 24,5 

No públicas 7 452 8 292 11,3 75,5 75,5 

Total 9 865 10 710 8,6 100,0 100,0 
      

 Alumnos 

  

Número de alumnos 

Tasa de 

variación (en 

porcentajes ) 

Distribución de alumnos 

según tipo de escuela  

(en porcentajes ) 

Número medio de 

alumnos por escuela 

 2012 2013 2012-2013 2012 2013 2012 2013 

Públicas 651 455 652 852 0,2 63,8 46,7 270,0 270,0 

No públicas 369 689 746 321 101,9 36,2 53,3 49,6 90,0 

Total 1 021 144 1 399 173 37,0 100,0 100,0 103,5 130,6 

Fuente: Unidad de Coordinación del Programa de Escolarización Universal, Gratuita y Obligatoria (CCP) y Ministerio de 
Educación Nacional y Formación Profesional (MENFP), Programme de Scolarisation Universelle Gratuite et Obligatoire 
(PSUGO). Bilan annuel. Exercice 2012-2013, Puerto Príncipe, 2013. 

                                                        
52  Se contrató a 4.123 profesores en 2012-2013. 
53  Este objetivo se agregó después de casi un año de funcionamiento del PSUGO. Para la descripción y el análisis de las actividades 

correspondientes véase la sexta sección de este documento. 
54  Llama la atención que, según el censo escolar de 2012-2013, el número de escuelas públicas (2.413 en 2012-2013) es superior al 

número de escuelas públicas primarias (1.779).  

 



CEPAL - Serie Políticas Sociales N° 212 Promoción y protección social de la infancia y adolescencia en Haití 

41 

ii)  Este notable incremento se produjo principalmente en las escuelas no públicas de los 
departamentos del Oeste y del Artibonite (no se conocen los criterios de selección de dichas 
escuelas), que son los más poblados del país y con mayor población escolar. El aumento del 
promedio de estudiantes por escuela pasó de 49 a 90, mientras que en las escuelas públicas este 
indicador se mantuvo estable (270).  

iii)  Este importante cambio tuvo como efecto la modificación de la distribución de los alumnos y 
alumnas según el tipo de escuela. Los estudiantes de establecimientos no públicos pasaron a ser 
mayoría (53%), lo que contrasta fuertemente con la predominancia de los de establecimientos 
públicos en años anteriores (63,8% en 2012). Hoy, la distribución empieza a aproximarse a la 
configuración global “real” del sistema educativo. Cabe recordar que, según las estimaciones 
derivadas del censo escolar de 2010-2011 llevado a cabo por el MENFP, el 22% de los niños y 
niñas escolarizados en primaria se encontraban en escuelas públicas (DPCE y MENFP, 2012). 

  
CUADRO 10 

HAITÍ: EVOLUCIÓN DE LA COBERTURA OFICIAL DEL PROGRAMA DE ESCOLARIZACIÓN 
UNIVERSAL, GRATUITA Y OBLIGATORIA (PSUGO) SEGÚN NÚMERO DE ESCUELAS  

Y NÚMERO DE ALUMNOS, Y SEGÚN GRUPO META DEL PROGRAMA, 2011-2012 Y 2012-2013 
 

Grupo meta  

Escuelas 

Número de 
escuelas 

Tasa de variación 
(en porcentajes) Distribución de escuelas según grupo (en porcentajes) 

2012 2013 2012-2013 2012 2013 

A 1 223 1 234 0,9 12,4 11,5 

B 5 560 6 014 8,2 56,4 56,2 

C 1 624 1 628 0,2 16,5 15,2 

D 578 930 60,9 5,9 8,7 

E 666 673 1,1 6,8 6,3 

F 214 231 7,9 2,2 2,2 

Total 9 865 
10 

710 
8,6 100,0 100,0 

Grupo meta  

Alumnos 

Número de alumnos Tasa de variación (en porcentajes) Distribución de alumnos 
según grupo  

(en porcentajes) 
Número medio de 

alumnos por escuela 

2012 2013 2012-2013 2012 2013 2012 2013 

A 156 784 157 157 0,2 15,4 11,2 128,2 127,4 

B 211 143 508 813 141,0 20,7 36,4 38,0 84,6 

C 536 706 537 725 0,2 52,6 38,4 330,5 330,3 

D 75 389 150 448 99,6 7,4 10,8 130,4 161,8 

E 33 196 36 967 11,4 3,3 2,6 49,8 54,9 

F 7 926 8 063 1,7 0,8 0,6 37,0 34,9 

Total 1 021 144 1 399 173 37,0 100,0 100,0 103,5 130,6 

Fuente: Unidad de Coordinación del Programa de Escolarización Universal, Gratuita y Obligatoria (CCP) y Ministerio de 
Educación Nacional y Formación Profesional (MENFP), Programme de Scolarisation Universelle Gratuite et Obligatoire 
(PSUGO). Bilan annuel. Exercice 2012-2013, Puerto Príncipe, 2013. 

Nota: A= Niños y niñas de 6 a 12 años escolarizados en 8 de los 10 departamentos del país (excluidos Oeste y Artibonite). 
B= Niños y niñas escolarizados en el primer y segundo grado de la escuela fundamental en escuelas no públicas de los 
departamentos del Oeste y del Artibonite. C= Niños y niñas escolarizados en escuelas públicas (se elimina el aporte 
financiero de la familia). D= Niños y niñas escolarizados en escuelas ubicadas en barrios desfavorecidos del primer al sexto 
grado del ciclo primario. E= Niños y niñas beneficiarios del subsidio reservado para los diputados. F= Niños y niñas 
beneficiarios del subsidio reservado para por los senadores. 
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iv)  Por otra parte, al examinar la distribución de los estudiantes y escuelas según las categorías 
establecidas por el MENFP, se advierte un esfuerzo dirigido a los “barrios desfavorecidos” 
—aunque se desconocen los criterios para definir y seleccionar dichos barrios— (véase el 
cuadro 10). Se duplicó el número de alumnos en estos barrios y se alcanzó a poco más de 
150.000 en 2012-2013, que corresponde al 10,8% del total de la cobertura, comparado con el 
5,9% en 2011-2012. La gran mayoría de estos alumnos y alumnas se encuentra en el 
Departamento del Oeste (85.417 equivalente al 56,8%), seguido, de lejos, por el 
departamento del Norte (41.315 correspondiente al 27,5%).  

Lamentablemente no se conoce la metodología utilizada para ubicar e identificar a los niños y 
niñas que jamás fueron escolarizados —y que, por lo general, forman parte del grupo A del cuadro 10— 
y tampoco se conoce el perfil de los alumnos y alumnas cubiertos —sexo, edad, edad respecto del año 
escolar cursado y área de residencia. Asimismo, no existe registro de la reducción del gasto de bolsillo 
de los hogares destinado a la educación producto del pago del subsidio a las escuelas, aunque este sea 
relativamente bajo en comparación con los costos declarados en 2009, según una encuesta sobre la 
juventud en Haití realizada por el Instituto de Estudios Internacionales Aplicados, FAFO (Lunde, 2010). 

Lo anterior tiene que ver, en parte, con la arquitectura institucional del programa. Si bien se 
considera que los niños y niñas son beneficiarios directos de este, la arquitectura institucional se basa en 
una relación contractual entre el Ministerio de Educación Nacional y Formación Profesional o el 
Programa Educación para Todos y la escuela. El valor total del subsidio se determina sobre la base de la 
información provista por los establecimientos. La asimetría de información es bastante significativa, ya 
que la mayoría de las escuelas privadas (un 72%) no son, a decir verdad, conocidas por el MENFP, 
debido a que no tienen acreditación oficial y no existe un sistema de información robusto. Tampoco se 
dispone de un registro de los estudiantes matriculados en las escuelas del país.  

El PSUGO constituye de hecho la extensión a gran escala del modelo de subvención ya 
establecido en el marco del programa EPT manejado por el MENFP. La salvedad es que dicho modelo 
se aplicó a escuelas acreditadas y que existían mecanismos de control respecto del uso de los recursos y 
de los logros de los niños y niñas. De esta manera, la información disponible sobre el número de 
alumnos y alumnas cubierto por el PSUGO se deriva de los pagos abonados a las escuelas, pues estas 
son las que seleccionan a los estudiantes sin dar cuenta de los criterios para hacerlo. De todas formas, no 
se establecen en los procedimientos del programa los criterios de referencia para la selección de los 
alumnos o alumnas a subsidiar55.  

En un contexto donde las escuelas no públicas, especialmente aquellas con fines de lucro, se 
mueven por una lógica de búsqueda de renta frente a la demanda de educación y donde la escasez de 
recursos de las familias es extendida, la subvención se percibe como una gran oportunidad. La demanda 
por mayor transparencia, producto de comportamientos fraudulentos, determinó la auditoría de varias 
escuelas en 2012 y 2013 (CCP y MENFP, 2013), así como la creación de una unidad, perteneciente a la 
Oficina del Primer Ministro, encargada de rediseñar la arquitectura institucional del programa para 
mejorar su eficacia y eficiencia56. También se crearon comisiones descentralizadas con la coordinación 
del PSUGO con el Ministerio de Educación Nacional y Formación Profesional (Laroche, 2014).  

Se contempla realizar un registro de las escuelas —con información acerca de sus cuentas 
bancarias y sus coordenadas geográficas— y vincularlo a la base de datos del MENFP. Asimismo, se 
prevé proceder a la identificación de las y los destinatarios del programa, lo que permitirá un mejor 
seguimiento para asegurar la retención escolar desde el programa TMC.  

En el modelo inicial del PSUGO no existen mecanismos para averiguar el efecto de la subvención 
en la economía de los hogares. No se sabe con certeza si se redujo efectivamente el pago de la matrícula, 
ni se ha medido el efecto del programa en la toma de decisión acerca de la escolarización de los niños y 
niñas que quedaron fuera de la escuela o de la selección de la escuela donde matricular a los hijos e 
                                                        
55  Para más información ver http://www.eduhaiti.gouv.ht/psugo_en_bref.pdf. 
56 Para más información ver http://ambassade-haiti.ca/ambassade/actualites/les-grandes-decisions-du-dix-neuvieme-conseil-de-

gouvernement-en-huis-clos. 
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hijas. Para solucionar esto se piensa implementar un sistema de bonos que serán distribuidos a las 
madres que pasarán a ser responsables de la asistencia y retención escolar de sus hijos e hijas. 

Actualmente, el PSUGO se financia57, por una parte, con recursos provenientes del tesoro público 
(sin más precisión) y, por otra, con la recaudación —fuera del marco legal— de un impuesto a las 
comunicaciones telefónicas internacionales por el Consejo Nacional de Telecomunicaciones 
(CONATEL) y de un gravamen a las transferencias internacionales, especialmente las remesas, pagado 
por los negocios de transferencia de dinero y bancos por medio del Banco Central de Haití58.  

Como se señaló anteriormente, la equidad de la tributación para el financiamiento del PSUGO es 
de suma importancia (Lamaute-Brisson, 2013a). Vale la pena recalcar que el gravamen fijo sobre el 
ingreso de los hogares (1,50 dólares por remesa) es un mecanismo de tributación indirecta que es injusto 
por definición, pues los que menos reciben son los que tributan más.  

Otro tema relevante es la eficacia del financiamiento, ya que a la fecha se han invertido montos 
importantes en un sistema educativo de mala calidad y, por lo tanto, de muy bajo rendimiento. Los 
hogares han gastado más que el costo asociado a un servicio de educación de buena o aceptable calidad. 
También tuvieron que enfrentarse a la falta de oportunidades de empleo (con mejores remuneraciones), 
lo que implica que los recursos humanos producidos gracias a su inversión no la reditúan. El subempleo, 
especialmente el subempleo por ingresos, es extendido, por lo que la inversión en educación no tiene 
retorno, perdiéndose las oportunidades de provisión de recursos para los adultos o padres y madres que 
llegan a la vejez. La cuestión de la calidad no es ajena al discurso del Estado y de sus representantes 
acerca del PSUGO y sobre el sistema en su conjunto. Entre otras cosas, aparece el principio de rendición 
de cuentas a los contribuyentes que conlleva la recaudación de impuestos. La rendición debería hacerse 
no solo en términos de cantidad (número de alumnos y alumnas), sino también de calidad.  

Para mejorar la calidad en el marco del PSUGO, se propone focalizar la capacitación de los 
docentes del programa mediante la evaluación anónima de los estudiantes para identificar y calibrar los 
requisitos de los maestros, en vez de capacitar al conjunto de profesores. El nudo central del problema de 
calidad del sistema son los recursos humanos. A mediados de la década de 1990, poco más del 60% de 
los profesores no tenía las calificaciones necesarias para ejercer su oficio (IHSI, 2000). En la actualidad, 
ese porcentaje asciende al 59,7% (UNICEF, 2014c). Debido a la dimensión del problema, es necesaria 
una política social donde los programas y proyectos traduzcan los ejes estratégicos y sus articulaciones.  

El tema de la calidad ha sido planteado desde los años ochenta y en 1996, cuando se publicó el 
Plan Nacional de Educación y Formación Profesional (PNEF), se reconocieron con claridad los desafíos 
pendientes del Estado. Desde entonces se han implementado muchos proyectos referidos al tema gracias 
al financiamiento de la cooperación multilateral y bilateral. Sus efectos aún no se reflejan positivamente 
en las estadísticas de escolarización y logros educativos. 

¿Qué lecciones se pueden desprender de las experiencias anteriores o en curso para el 
mejoramiento del sistema? ¿Cuáles fueron los obstáculos institucionales, económicos y políticos de 
dichas experiencias? Ya se sabe que la mayoría de los docentes no posee las competencias suficientes y 
adecuadas para enseñar a los estudiantes, además del desincentivo por los bajos salarios y las malas 
condiciones laborales. 

La combinación de una visión de política con la traducción en proyectos puede agudizar la 
segmentación del sistema educacional, puesto que la capacitación de un universo específico de maestros 
mediante el PSUGO, programa que cubre alrededor del 57% de la población escolar en el ciclo primario 
(en 2012-2013), que podría tener un mejor acceso a la calidad, se enfrenta al resto de las escuelas que 
también se caracterizan por la mala calidad de la educación.  

                                                        
57  El Parlamento haitiano no ha sancionado aún el proyecto de ley sobre el Fondo Nacional de Educación (FNE) que incluye 

disposiciones sobre las fuentes de financiamiento (impuestos, donaciones, préstamos y otros) del PSUGO y otras actividades 
relacionadas con la educación, las infraestructuras escolares, los materiales pedagógicos y la protección de menores de 5 años. 

58  El Banco Central estableció un gravamen a las operaciones relacionadas con el uso de la plataforma de pago puesta a disposición de 
los agentes bancarios y financieros (BRH, 2011). 
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C. Transferencias condicionadas para la retención escolar  
(Ti Manman Cheri) 

El programa TMC, implementado en mayo de 2012, tenía como principal objetivo la retención en la 
escuela primaria de los alumnos y alumnas de “barrios desfavorecidos”, mediante una transferencia 
monetaria que financiara el gasto de bolsillo destinado a educación. La transferencia asciende a 10, 15 y 
20 dólares al mes, correspondientes a uno, dos, tres o más hijos o hijas, respectivamente.  

En el transcurso del programa se cambió la estrategia de distribución de la transferencia y, en vez 
de concentrarse en los “barrios urbanos desfavorecidos”, especialmente los de Puerto Príncipe (Bel-Air, 
Cité Soleil, Fort National y Carrefour-Feuilles), se focalizó en 100.000 madres (o tutores en caso de que 
los niños o niñas fueran huérfanos) en los diez departamentos del país.  

El TMC selecciona las comunas consideradas vulnerables de acuerdo con el mapeo de la 
Coordinación Nacional para la Seguridad Alimentaria (CNSA), el mapa de pobreza59 y la priorización de 
las zonas de intervención del FAES. El programa abarca solo las escuelas públicas (escuelas nacionales) 
y a todas las madres con hijos e hijas matriculados del primer al sexto grado. Una vez que el niño o niña 
termina el sexto grado se excluye del programa; si el o la titular de la transferencia tiene otro niño o niña 
que cumpla con los criterios se ajusta el monto de la transferencia. La transferencia está condicionada a 
la asistencia de los niños y niñas a la escuela, lo que es monitoreado cada seis meses mediante el control 
de sus calificaciones.  

Desde marzo de 2014, el programa cubre a 122.189 titulares, responsables de 236.527 alumnos y 
alumnas (1,9 niños o niñas por responsable, que corresponde al 45% del universo de estudiantes del 
ciclo primario de las escuelas públicas del país en 2012-2013).  

 
CUADRO 11 

HAITÍ: COBERTURA OFICIAL DEL PROGRAMA TI MANMAN CHERI (TMC) SEGÚN COMUNAS, 
ESCUELAS, TITULARES DE LA TRANSFERENCIA Y ALUMNOS Y ALUMNAS, 2012-2013a 

 

Departamento Número de 
comunas 

Número de 
escuelas 

Número de 
titulares de la 
transferencia  

Número de 
alumnos 

Número de 
titulares por 

escuela 

Número de 
alumnos por 

escuela 

Número de 
alumnos por 

titular 

Artibonite 9 78 13 063 28 370 167 364 2,2 

Centro 10 69 8 802 21 910 128 318 2,5 

Nippes 9 40 5 421 10 754 136 269 2,0 

Norte 11 81 15 671 24 593 193 304 1,6 

Noreste 9 27 4 126 6 293 153 233 1,5 

Noroeste 4 86 15 241 24 980 177 290 1,6 

Oeste 10 207 28 454 68 009 137 329 2,4 

Sur 14 75 18 845 29 014 251 387 1,5 

Sureste 16 44 6 738 11 805 153 268 1,8 

Grande-Anse 8 32 5 828 10 799 182 337 1,9 

Total 100 739 122 189 236 527 165 320 1,9 

Fuente: Sobre la base del Fondo de Asistencia Económica y Social (FAES), 2014.  
a Este cuadro recoge la información validada hasta marzo de 2014. No incluye nueve escuelas del departamento del Oeste, 
para las que se estaba cerrando la información requerida.  

                                                        
59  Es interesante recurrir al mapa de inseguridad alimentaria desde una perspectiva de necesidades básicas insatisfechas. El mapa de la 

CNSA que se usó presenta una priorización de las comunas del país de acuerdo con el “impacto” de los huracanes del año 2012 
(Sandy e Isaac) y de las sequías. En cuanto al mapa de pobreza, se trata de un instrumento ya antiguo (2004) y con falencias 
importantes (Lamaute-Brisson e Ibarrarán, 2009).  
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En el departamento del Oeste es donde se encuentra el mayor número de titulares y de alumnos y 
alumnas (un 23,3% y un 28,8%, respectivamente). La cobertura asciende a 207 escuelas de un total de 739, es 
decir, un 40% de las escuelas públicas según las estimaciones de la Dirección de la Planificación y de la 
Cooperación Externa (DPCE) para 2011-2012, con un promedio de 2,4 alumnos o alumnas por responsable. 

En el año fiscal 2012-2013, se transfirió un total de 3,5 millones de dólares a 97.000 titulares 
debidamente identificados60, es decir, se pagó un promedio de 36 dólares por titular. Al examinar la 
distribución según el departamento y la comuna, surge el interrogante acerca del nivel de prioridad 
asignado a las áreas rurales que, como es sabido, son generalmente olvidadas por las políticas públicas. 
Algunas comunas concentran un gran porcentaje del monto total del departamento, como es el caso de 
las comunas del Área Metropolitana de Puerto Príncipe que reciben el 88% de los recursos del 
departamento del Oeste, Fort-Liberté con un 81% del Noreste, Gonaïves con un 55% del departamento 
de Artibonite, Port-de-Paix y Jean-Rabel que reciben el 40% y el 36%, respectivamente, del 
departamento del Noroeste. El sesgo urbano se puede deber a que la mayoría de las escuelas públicas se 
distribuyen en las pequeñas y grandes ciudades más que en el área rural. Para confirmar esta hipótesis se 
requiere de información detallada sobre la ubicación de las escuelas, puesto que las comunas abarcan 
tanto áreas rurales como urbanas.  

El pago de la transferencia está a cargo de una empresa que maneja el pago de las remesas de los 
trabajadores y trabajadoras emigrados gracias a sus locales, distribuidos en todo el país o de una compañía 
de telefonía móvil que permite el abono por medio de la red telefónica según las posibilidades o 
preferencias de las y los titulares. Uno de los problemas para el cobro son las largas colas a fin de mes, por 
lo que es necesario afinar un calendario de pago que evite la aglomeración de clientes. Asimismo, para 
aquellos titulares que viven en áreas alejadas, en especial en zonas rurales donde existen pocos servicios, el 
costo es doble, pues aumenta el tiempo de desplazamiento y el costo del transporte hasta un centro de pago. 
Las titulares buscan entonces estrategias para obviar o minimizar estos costos (ONPES, 2013).  

Por otra parte, el principio de condicionalidad que se tomó de la experiencia de distintos 
programas de transferencias condicionadas de América Latina es contrario al enfoque de derechos.  

i) La visión maternalista subyacente a los programas de transferencias condicionadas en América 
Latina encierra a las mujeres en el papel de madre al que ya están adscritas. Esta responsabilidad 
equivale a instrumentalizarlas para lograr el objetivo de aumentar el acceso de niños y niñas a la escuela 
o a los cuidados en salud (Molyneux, s/f y 2006; Rodríguez Enríquez, 2011). 

ii) Al maternalismo se asocia la representación de los “buenos pobres” y “malos pobres”. Los 
buenos pobres serían aquellas personas honestas, respetuosas, agradecidas y resignadas, mientras que los 
malos pobres aquellos que demandan la asistencia (Lautier y Salama, 1995). En el régimen de las 
condicionalidades, los buenos pobres son los que cumplen y demuestran que la ayuda se utiliza 
efectivamente para responder a sus necesidades o a las necesidades reveladas por los expertos. Esta 
representación, derivada del paternalismo institucional, se aleja del enfoque de derechos que reconoce al 
portador de estos como un sujeto autónomo. Sepúlveda (2014) añade que se atenta contra la dignidad de 
las personas “al suponer que no pueden hacer elecciones racionales que mejoren sus condiciones de vida 
o la de sus hijos e hijas” (pág. 30).  

iii) Desde un enfoque de derechos, el verdadero titular del derecho a la asistencia es el niño o niña 
y su madre solo funge como intermediario entre él y el Estado. Por ende, si bien la responsabilidad 
individual de la tutela maternal puede ser invocada, sancionarla significa ejercer la coerción para hacer 
efectivo un derecho social y, sobre todo, penalizar al niño o niña portador de derechos tal y como lo 
establece la Convención sobre los Derechos del Niño.  

Por añadidura, no existe, según Barrientos (2011), evidencia contundente de que el principio de 
condicionalidad sea ineludible para lograr la inversión en capital humano. 

                                                        
60  Casi 5.000 madres seleccionadas no recibieron la transferencia por falta de documentos de identificación. Para conseguirlo hubo que 

contar con los tiempos de la Oficina Nacional de Identificación (ONI).  
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IV. Salud infantil, nutrición, seguridad alimentaria 
y seguro de salud 

En materia de salud infantil y materna, los proyectos en curso se clasifican en intervenciones en y desde 
los establecimientos de salud y en intervenciones de corte comunitario que pretenden brindar un apoyo 
personalizado a las familias, especialmente, por medio de las madres. Antes de describir los principales 
proyectos en marcha, según esta categorización, se presenta el contexto global de la provisión de 
servicios de salud infantil.  

A. Servicios de salud infantil: el enfoque integral de los 
principios a la realidad 

El Ministerio de Salud pública y Población (MSPP) defendió una visión estratégica de la salud 
infantil, adoptando a fines de los años noventa el modelo de la atención integral a las enfermedades de 
la niñez (“Prise en charge intégrée des maladies de l’enfance”, PCIME). Este modelo incluye el 
tratamiento de las principales enfermedades de la infancia y se centra en la prevención mediante la 
vacunación y una buena nutrición.  

En lo concreto, el modelo no existe como tal, puesto que el conjunto de establecimientos de salud 
encuestados en 2013 lo aplican parcialmente, en grados diversos según sean establecimientos públicos, 
mixtos o privados. De acuerdo con una encuesta de 2013 sobre la prestación de servicios de cuidado en 
salud, aplicada en 905 establecimientos de salud —hospitales, dispensarios y centros de salud— , solo 
un tercio tenía a su disposición las directrices de la PCIME (MSPP, IHE e ICF Internacional, 2014). 
De igual manera, solo un tercio de los establecimientos tenía al menos un cuidador —médico o 
enfermera— que había recibido una formación sobre la PCIME. El propio Ministerio de Salud 
reconoció en 2013 el fracaso de la estrategia de implementación de este modelo de atención (MSPP, 
IHE e ICF Internacional, 2014).  

Por lo general, la disponibilidad de la tríada básica “cuidados curativos, monitoreo del 
crecimiento del niño y vacunación” está lejos de ser universal. Menos del 60% de los establecimientos 
ofrece los tres servicios, con diferencias muy marcadas según el tipo de establecimiento y el 
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departamento: menos del 40% de los establecimientos sin fines de lucro (39%) y de los con fines de 
lucro (39%) proveen estos tres servicios, comparado con un 70% de los establecimientos públicos y 
mixtos. Las brechas entre los departamentos son aún más amplias: ocho de cada diez establecimientos 
proveen los tres servicios en el departamento de la Grande-Anse, menos de seis sobre diez en otros 
departamentos como el Noroeste —considerado pobre— y un 45% en el departamento del Oeste  
—incluido Puerto Príncipe—. Por último, la disponibilidad del servicio de monitoreo del crecimiento de 
niños y niñas y de los servicios de vacunación es inferior a la de los cuidados curativos (un 66% y un 
71% de los establecimientos, respectivamente, comparado con un 94%). Las capacidades de diagnóstico 
para los cuidados curativos son insuficientes en lo referido a equipos y personal médico calificado 
(MSPP, IHE e ICF Internacional, 2014). 

B. Salud materna e infantil: de los cuidados gratuitos a los 
cuidados de pago 

Con miras a mejorar la salud materna e infantil, en 2008 se implementó un proyecto de cuidados 
obstétricos gratuitos, que fue seguido por uno de cuidados obstétricos y otro de salud infantil, 
denominado Soins Infantiles Gratuit (SIG, Cuidados Infantiles Gratuitos), implementado en 2010. A 
fines de 2011 se lanzó un proyecto que los unificó bajo el nombre Manman ak Timoun an Sante (Madres 
y Niños en Buena Salud), MATS61.  

Los objetivos han evolucionado desde el año 2008, si bien la eliminación de las barreras 
financieras –tanto al parto con asistencia médica como a los cuidados de base dirigidos a los menores de 
5 años– quedó como una constante. En el proyecto MATS se puso énfasis en la mejora de la calidad de 
los cuidados en salud de los agentes públicos y no públicos. 

También cambiaron los arreglos institucionales y los mecanismos de operación y gestión. En primer 
lugar, el proyecto Soins Obstetricaux Gratuit (SOG, Cuidados Obstétricos Gratuitos) incorporó a un 
importante número de establecimientos de salud públicos y no públicos, llegando a poco más de 70 en casi 
todo el país, sin importar su tamaño. Este diseño implica, especialmente en los establecimientos pequeños, 
un mayor costo unitario de los partos. El Ministerio de Salud seleccionó 18 establecimientos públicos, 
entre los que había 10 hospitales departamentales y 4 hospitales universitarios, para el proyecto MATS.  

En segundo lugar, el reembolso de los servicios producidos sobre la base de un monto fijo fue 
reemplazado por la contratación de los establecimientos acompañado del financiamiento basado en 
resultados62. Los contratos de desempeño incorporaron como punto de partida la línea de base derivada 
de una encuesta en los establecimientos seleccionados y un conjunto de indicadores cuantitativos y 
cualitativos de seguimiento63. Para evitar los déficits de tesorería observada en el SOG, se hicieron 
anticipos de fondos calculados de acuerdo con los objetivos definidos por los hospitales64.  

Las prestaciones del proyecto MATS empezaron en junio 2012, tres meses después del cierre del 
SOG, y finalizaron en noviembre de 2013. En este período se fortaleció la provisión de servicios en los 
establecimientos, tanto en la capacitación y difusión de las normas del Ministerio de Salud —incluida la 
atención integral a la niñez, PCIME— como en equipamiento. En principio, los cuidados infantiles 

                                                        
61  Este proyecto fue financiado por la Cooperación Canadiense, la OMS, el UNICEF y el UNFPA.  
62  Se conservó la subvención al transporte dirigida a las parturientas y matronas y el pago de un importe para incentivar a las matronas. 

Sin embargo, los logros fueron pocos, porque el pago requiere de una estructura administrativa bien dotada más allá de las 
capacidades ya instaladas.  

63  En lo cuantitativo, se trató de incentivar el buen desempeño de los establecimientos tomando la línea de base (obstétrica y pediátrica) 
como referencia. Se instauró una prima equivalente al 2% del monto del contrato de 12 meses, a pagar en caso de superación de la 
línea de base (con una variación tope del 10%). En lo cualitativo se adoptaron tres indicadores: el primero se refiere a la satisfacción 
expresada por las pacientes; el segundo, a la aplicación de los protocolos médicos (saneamiento) y administrativos (notificación del 
fallecimiento de madres y niños, conformidad y puntualidad de los informes técnicos y financieros); y el tercero, a los expedientes de 
los pacientes y los registros. 

64  Se utilizó también una evaluación de costos de los paquetes de servicios obstétricos y pediátricos (USI y Universidad de Montreal, 2011). 
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debían enmarcarse en el paquete de servicios curativos y quirúrgicos definido por el Ministerio. Al final, 
se contabilizaron 71.000 partos con asistencia de personal calificado y 200.000 consultas pediátricas65.  

En la implementación del proyecto hubo dificultades asociadas a problemas anteriores, entre las 
que se destacan la distribución desigual de recursos en los establecimientos y la configuración dispar de 
los servicios disponibles y de la aplicación de las normas del MSPP. De igual manera, las limitaciones 
iniciales en la gobernanza de los establecimientos tuvieron impacto en la ejecución de los contratos de 
desempeño. El proyecto incurrió en una inflación de costos, especialmente por la contratación de 
personal médico adicional. Por último, la apropiación del proyecto por parte del ministerio, sobre todo 
los entes desconcentrados a nivel departamental, fue bastante escasa, ya que se involucraron tarde en el 
proceso. Las direcciones departamentales también se enfrentan a debilidades institucionales y, en 
algunos casos, a configuraciones donde la toma de decisión es socavada por las relaciones de género 
tradicionales.  

No hay mecanismos para dar continuidad al MATS. Si bien el financiamiento basado en los resultados 
(FBR) está, conforme a la política nacional de salud (MSPP, 2012), en el corazón del nuevo programa 
“Mejorar la salud materna e infantil mediante servicios sociales integrados” (PASMISSI) —tramitado en el 
transcurso del MATS y financiado por el Banco Mundial—, no se recogió la necesidad de suprimir las 
barreras financieras ni, por ende, el principio de gratuidad de los cuidados en salud materna e infantil.  

Este cambio de rumbo no es adecuado a la desigual distribución de ingresos y tiene a priori 
implicancias importantes respecto del acceso al parto con asistencia médica y a las consultas pediátricas. 
Se pretende cubrir a las familias más vulnerables gracias a: i) la extensión de la cobertura de Kore 
Fanmi66, incluso en el marco de contratos con financiamiento basado en los resultados siempre y cuando 
las redes del programa suministren el paquete de servicios básicos en salud materna e infantil (PSB); y 
ii) al fortalecimiento de los ministerios sociales involucrados en la provisión de servicios a los que son 
referidos los hogares vulnerables identificados por Kore Fanmi.  

Sin embargo, este proyecto solo remite a los hogares a los servicios de salud existentes en la 
comuna de intervención y no garantiza, por lo menos en sus primeras fases, el acceso a cuidados 
gratuitos y de calidad en el contexto de importantes desigualdades y disparidades en la oferta de 
servicios de salud, y de una pobreza monetaria aún masiva.  

Para facilitar la apropiación institucional del financiamiento basado en los resultados, el nuevo 
proyecto incluye la provisión así como el fortalecimiento de la capacidad del Ministerio de Salud 
Pública y Población (MSPP) para regular, monitorear y gestionar la prestación de servicios de salud. Los 
desafíos son los siguientes:  

i) Crear nuevas funciones en el MSPP, en especial mediante una unidad de contractualización. 

ii)  Asegurar una supervisión pertinente, eficiente y eficaz de la ejecución de los convenios o, en 
otras palabras, hacer valer la autoridad y rectoría del Estado, incluso en la aplicación de las 
normas generales que guían formalmente el sistema de salud. Desde ya es interesante notar que 
Kore Fanmi y Kore Lavi se refieren al modelo del agente de desarrollo establecido por el 
MSPP —por lo menos en el tema de la salud— conforme al convenio celebrado entre el propio 
Ministerio y el FAES en el año 2013. Se espera, por lo tanto, que no haya redes paralelas de 
agentes con patrones de capacitación y acción distintos. 

iii)  Delegar la función de monitoreo y evaluación a una entidad distinta al MSPP. 

iv)  Establecer mecanismos de participación social para la regulación desde el enfoque de 
derechos.  

                                                        
65  Al momento de redactar el presente informe, se estaba elaborando el informe de cierre y evaluación del proyecto, por lo que no se 

dispone de los indicadores referidos a los resultados de los partos, la mortalidad (número de mortinatos), la vacunación de niños y 
niñas, y las patologías que afectan a los menores de 5 años, especialmente en el caso de la morbilidad neonatal. 

66  Los tres departamentos inicialmente identificados donde se implementó el proyecto piloto de Kore Fanmi son el Oeste, el Noreste y 
el departamento del Centro.  
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v)  Determinar cómo y hasta qué punto el financiamiento basado en los resultados compensa las 
brechas en la disponibilidad de servicios básicos de calidad y en el acceso a ellos.  

vi)  Definir el paquete de medidas y mecanismos que, en articulación con el financiamiento 
basado en los resultados, reduzcan las disparidades y desigualdades.  

C. Lucha contra la malnutrición: el enfoque comunitario 
(Kore Fanmi y Kore Lavi) 

El plan estratégico de nutrición (2013-2017) se organiza en torno a seis ejes: i) la prevención de la 
malnutrición; ii) la atención nutricional; iii) la protección nutricional en caso de emergencia; iv) el 
fortalecimiento y la mejora de los sistemas de información en materia de nutrición; v) la coordinación intra 
e interministerial e intersectorial; y vi) la investigación aplicada y la formación en nutrición (MSPP, 2013).  

Kore Fanmi —en fase de extensión— y Kore Lavi tienen afinidades con los cinco primeros ejes, 
pues ambos proyectos difunden las prácticas contra la malnutrición infantil y tienen como objetivo 
mejorar las capacidades en salud y nutrición de los encargados del cuidado de los niños y niñas y de la 
comunidad en general, suministrar vacunas y vitaminas para la prevención, establecer vínculos entre la 
población y la oferta de servicios de salud y nutrición, movilizar a las autoridades locales y a los 
ministerios sectoriales para la provisión y mejoramiento de los servicios. De igual manera, el 
seguimiento de los hogares apoyados o a apoyar se basa en la recolección de datos que pueden alimentar 
los sistemas de información.  

En ambos proyectos se adoptó un enfoque comunitario. A diferencia de Kore Lavi que es una 
unidad en sí misma, Kore Fanmi es parte del PASMISSI. La estructura de este programa remite a una 
visión particular de la provisión de los servicios de salud, que se organiza en dos grandes áreas: una 
orientada a la población general no vulnerable y otra dirigida a la que sí lo es. Se combina una visión 
tradicional de la protección y promoción social —como conjunto de servicios disponibles para la 
población— con otra, más reciente, de una protección y promoción social descentralizada que completa 
la primera área o supera sus limitaciones para alcanzar a la población.  

A primera vista, el proyecto Kore Lavi es más comunitario, mientras que en Kore Fanmi el FAES 
delega a las ONG ya establecidas en las comunas la responsabilidad de ejecutar el programa, donde los 
agentes polivalentes organizan visitas domiciliarias y consultas grupales en clubes de madres. El proyecto 
Kore Lavi desarrollará, en las comunas donde no interviene Kore Fanmi, un proceso comunitario para la 
preselección de los hogares vulnerables, mediante los Consejos de Apoyo al Desarrollo Participativo 
(CADEP), constituidos por representantes de la sociedad civil y de la Dirección de la Protección Civil 
(DPC), comerciantes y autoridades locales electas. Estas entidades estarán encargadas, en todas las 
comunas cubiertas, de difundir el proyecto y, especialmente, las actividades para un cambio de 
comportamiento. También se harán cargo de la gestión de las quejas acerca de la focalización, de los vales 
alimentarios y del apoyo a la organización de las auditorías sociales anuales a nivel comunal. Además, para 
difundir a la comunidad —incluidos los miembros de los CADEP— los conocimientos necesarios de salud 
materna e infantil para el cambio de comportamiento67, el énfasis está puesto en la movilización de 
voluntarios68 para impulsar, sostener y dar continuidad a la acción del proyecto69. 

Habrá que analizar detenidamente el desempeño de cada proyecto en la cadena institucional, 
desde su anclaje en el Estado hasta los territorios. En este momento, surgen interrogantes sobre el 
enfoque comunitario y la ambición de estos proyectos. Por ejemplo, ¿cómo evitar los sesgos o la 
                                                        
67  Es interesante notar cómo el tema del cambio de comportamiento es más marcado en Kore Lavi, puesto que entre los indicadores de 

resultados algunos miden la transmisión de nuevos conocimientos. En contraste, si bien los indicadores publicados de Kore 
Fanmi/PASMISSI, tanto intermedios como finales, expresan el cambio de comportamiento, son cuantitativos y se refieren a la 
incidencia de la malnutrición.  

68 Para más información ver www.coregroup.org/storage/documents/Resources/Tools/Care_Group_Manual_Final__Oct_2010.pdf. 
69  Las diferencias en los enfoques remiten, paradójicamente, a la adopción de modelos distintos por el FAES (ONG prestataria de 

servicios) y la Oficina de Monetización de la ayuda (BMPAD) que implementó un proyecto de corte comunitario propuesto y 
financiado por el Banco Mundial y el PRODEP. 
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reproducción de desigualdades o discriminaciones en terreno conociendo los comportamientos de 
búsqueda de rentas entre las organizaciones existentes o las que se crearán? Si bien ambos proyectos 
buscan relacionar a la población con los servicios disponibles y el mejoramiento de estos, uno puede 
preguntarse sobre la factibilidad del cambio en los servicios ya establecidos y la sustentabilidad a 
mediano y largo plazo de dicho cambio, en ausencia de mecanismos de regulación, de un entorno 
institucional que permita plasmar las normas centrales a nivel local. En particular, ¿cómo crear las 
condiciones para que el Estado, especialmente a nivel local, se apropie del enfoque comunitario y 
organice en tiempo oportuno la transición de este enfoque a uno más global y eficaz? 

D. Lucha contra la inseguridad alimentaria: comedores 
escolares y subsidios al consumo de alimentos 

A nivel nacional, un 35,26% de las escuelas primarias tenía comedores en 2010-2011 (DPCE y MENFP, 
2012), de estas un 64,32% eran públicas y un 31,37% no públicas. Este indicador no permite distinguir 
los comedores que se enmarcan en la política pública de atención a la inseguridad alimentaria y de 
retención escolar de los comedores financiados por organismos privados.  

En todo caso, se conoce la cobertura oficial del programa de comedores escolares, que incluye al 
Programa Nacional de Comedores Escolares (PNCS) y a sus organismos socios (Programa Mundial de 
Alimentos y Banco Mundial, entre otros). La cobertura del programa —expresada en número de 
alumnos y alumnas— disminuyó un 16% entre los períodos 2011-2012 y 2012-2013 (de 1.322.500 a 
1.105.500 personas) a raíz de la reducción del aporte financiero del Programa Mundial de Alimentos 
(PMA) que no pudo ser integralmente compensada por los fondos de Petrocaribe (Aba Grangou, 2013). 

Ya se señaló la volatilidad del financiamiento de los comedores escolares desde la década de 1990 
(Lamaute-Brisson, 2013a), pero se desconoce en detalle el impacto de la variación de la cobertura en la 
economía de los hogares, la escolarización y la retención escolar. Es preciso establecer un perfil sistemático 
de la provisión de alimentación escolar en cuanto a su contenido, funcionamiento y distribución geográfica 
—departamental, comunal o de sección comunal—, así como en función de la clasificación de las comunas 
en la escala de inseguridad-seguridad alimentaria, su duración respecto del año académico (diez meses) y 
su continuidad de un año académico a otro. ¿Con qué criterios se decide dejar de apoyar a tal o cual escuela 
a la hora de reducir la cobertura? ¿En qué medida son justas estas decisiones? También es preciso medir el 
impacto en la situación nutricional de los niños, niñas y adolescentes. 

Otro mecanismo es el de las transferencias alimentarias bajo la forma de vales que propone Kore 
Lavi por cuatro años, con el fin de apoyar al gobierno haitiano en el diseño y desarrollo de un sistema de 
red de seguridad que se expanda por todo el país y que sea capaz de enfrentar las situaciones de 
emergencia70. Se prevé alcanzar 18.150 hogares en situación de extrema vulnerabilidad en 15 comunas 
piloto del país. A diferencia de los comedores escolares, los vales alimentarios corresponden a la 
categoría del gasto ampliado que puede alcanzar a los niños y niñas que viven en los hogares meta. 

El modelo diseñado es una réplica parcial del desarrollado por las ONG CARE y CRS en 2012 bajo 
el alero de Aba Grangou para atender a la población afectada por desastres en el departamento de la 
Grande-Anse (Lamaute-Brisson, 2013a). El proyecto es entregar vales alimentarios a hogares clasificados 
como de vulnerabilidad extrema. La compra de alimentos debe hacerse en una red de vendedores 
seleccionados por el proyecto según criterios definidos ex ante. Las diferencias respecto del proyecto de 
CRS (Lamaute-Brisson 2013a) son que Kore Lavi, además de la atención a la emergencia, incorpora dos 
mecanismos que deberían facilitar la salida de la situación inicial de vulnerabilidad, conectando los hogares 
extremadamente vulnerables con hijos no escolarizados al programa TMC y los con hijos en situación de 
abandono escolar al PSUGO. Asimismo, se contempla facilitar el acceso de los hogares vulnerables a las 
asociaciones (aldeanas) de ahorros y préstamos. Por otra parte, se incluyen alimentos frescos —frutas y 
                                                        
70  También se contempla fortalecer las capacidades de las instituciones gubernamentales, de las mujeres y de organizaciones de la 

sociedad civil para la coordinación y el monitoreo de los programas de seguridad alimentaria, así como de la gestión de los desastres 
y la planificación de la asistencia social en Haití. 
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verduras— en la canasta de productos y nuevos criterios de selección de los vendedores tomando en cuenta 
las experiencias de CARE y de Acción contra el Hambre (ACF)71. Además, se propone incorporar la 
perspectiva de género en todas las dimensiones del proyecto (véase el recuadro 3).  

 
RECUADRO 3 

LA PERSPECTIVA DE GÉNERO EN KORE LAVI UN DISEÑO COMPLEJO Y AMBICIOSO 

El desarrollo de las capacidades de las mujeres es el cuarto objetivo del programa Kore Lavi, además de la 
elaboración de un sistema de focalización, de implementación y de un test de un modelo de transferencias destinadas a 
la alimentación y a la reducción de la malnutrición infantil.  

Kore Lavi se propone incorporar la perspectiva de género en la definición y distribución de los servicios en materia 
de salud materna e infantil y nutrición, y de seguridad alimentaria entre las poblaciones meta, en las estructuras y las 
organizaciones comunitarias previstas por el programa y en los procesos de monitoreo y evaluación de los servicios y su 
impacto en materia de equidad de género. El modelo conceptual para el diseño y la concretización de los servicios se 
estructura en torno a tres ámbitos de las relaciones de género: i) la capacidad de actuar (agency) de las mujeres, 
productores de servicios y proveedores; ii) las relaciones de poder dentro o fuera del hogar; y iii) el entorno institucional 
(normas, políticas y prácticas institucionales). Se busca la sensibilización del tema de género –incluida la detección de 
casos de violencia de género– del personal del programa, de los centros de salud y de los agentes de apoyo y desarrollo 
de Kore Fanmi.  

En la óptica de la institucionalización de los mecanismos de protección (asistencia) y promoción social del programa, 
también se prevé apoyar al Ministerio de la Condición Femenina y de los Derechos de las Mujeres (MCFDF) para que 
fortalezca las capacidades de su personal y extender su autoridad e influencia, para la apropiación duradera de los 
principios de acción y del cómo hacer (know how), además de la elaboración de leyes y políticas de seguridad 
alimentaria y redes de seguro social que tomen en cuenta la problemática de género.  

La figura de la madre –madre en jefe (mom in chief)– es central, en especial respecto de la salud y nutrición, bajo el 
argumento maternalista de la eficacia de las mujeres emancipadas y también bajo el argumento de la capitalización de la 
fuerza femenina de involucrarse en la toma de decisión dentro del hogar, en el control de los alimentos y la nutrición 
infantil así como en los recursos del hogar, además de su participación en las actividades generadoras de ingresos.  

Asimismo, se prevé estudiar las características de la masculinidad en Haití –en áreas rurales de cuatro comunas de 
cuatro departamentos del país– para diseñar estrategias que permitan a los hombres convertirse en agentes de cambio 
de las normas sociales en materia de nutrición, toma de decisión dentro del hogar, medios de subsistencia y violencia. 
Este último tema se abordará, por una parte, en relación con el embarazo y la nutrición, y por otra, con los programas de 
distribución de alimentos o de apoyo a la autonomización de las mujeres, pues se ha observado que dichos programas 
ocasionan –involuntariamente– el aumento del riesgo de violencia en contra de las mujeres (MAST y otros, 2013).  

Para promover la autonomía económica de las mujeres se pretende apoyarlas, en caso de ser seleccionadas como 
vendedoras de alimentos, con una formación sobre el desarrollo de empresas, planificación y gestión de actividades 
generadoras de ingresos. De igual manera, el mecanismo de egreso de la población destinataria de los vales será 
especialmente enfocado a las mujeres. 

Respecto de la autonomía en la toma de decisiones, existen varios ámbitos de acción. En el ámbito público, se 
contempla propiciar la participación y el liderazgo de las mujeres en los comités comunitarios de preselección para la 
focalización o en los Consejos de Apoyo al Desarrollo Participativo (CADEP), y se prevé instaurar soluciones 
comunitarias para la delegación de las actividades de cuidado, lo que debería liberar tiempo para la participación en las 
actividades de formación y en las reuniones.  

En el ámbito del hogar, se considera analizar los mecanismos de toma de decisión y la composición 
sociodemográfica de acuerdo con el tipo de jefatura, con el fin de entender cómo estos factores contribuyen a la 
vulnerabilidad y a la inseguridad alimentaria. Evidentemente, el análisis antropológico es clave, puesto que permite ir 
más allá de lo que revelan los datos cuantitativos sobre la toma de decisión publicados en las EMMUS, por ejemplo 
(Lamaute-Brisson, 2012), lo que llenaría un vacío importante en el conocimiento del funcionamiento de los hogares para 
definir las estrategias de intervención relevantes. 

Fuente: Ministerio de Asuntos Sociales y del Trabajo (MAST) y otros, Kore Lavi. Appui au programme national de sécurité 
alimentaire et de nutrition, Annexe 10 Intégration et analyse du genre, 2013; Nathalie Lamaute-Brisson, “Enquêtes auprès 
des ménages en Haïti et perspective de genre (1999-2005)”, serie Mujer y desarrollo, N° 113 (LC/L.3442), Santiago de 
Chile, Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), 2012.  

                                                        
71  En la primera rejilla o parrilla de criterios de selección de CARE se destacan los siguientes: i) al menos un año de experiencia en la 

venta de productos alimenticios; ii) gran capacidad de organización; iii) capacidad de almacenamiento suficiente para abastecer a 50 
beneficiarios; y iv) condiciones sanitarias adecuadas para el almacenamiento. En Kore Lavi, se contemplan los siguientes criterios: 
 i) estar registrado en la Dirección General de Impuestos o demostrar la capacidad de tramitar su registro; ii) firmar un convenio con 
CARE; iii) capacitarse y estar de acuerdo con las líneas directrices del proyecto; iv) demostrar la capacidad de mantener existencias 
de productos alimenticios de calidad en tiempo oportuno; y v) tener al menos un año de experiencia en la venta de alimentos. En el 
caso de productos frescos, los criterios son i) capacidad de suministrar varios productos frescos y comprometerse a fijar precios 
justos y estables; ii) comprometerse a vender solamente los productos aprobados (frutas y verduras); iii) comprometerse a vender 
solamente productos locales; y iv) estar de acuerdo con los principios que rigen la participación en el proyecto. 
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E. La construcción del seguro de salud para el sector privado  
y los niños y niñas como derechohabientes 

Se considera como derechohabientes del seguro de salud a los hijos e hijas –de 14 días a 19 años o hasta 
los 23 años si van a la escuela o universidad– de los funcionarios públicos cubiertos por el programa de 
autoseguro gestionado por el Groupe Santé Plus (GSP, Grupo Más Salud), sean biológicos o 
adoptados72. Las hijas dependientes se excluyen del seguro de maternidad al que tienen derecho las 
funcionarias y las esposas de los funcionarios cubiertos73.  

En cuanto a los trabajadores (empleados o cuentapropistas) del sector privado, la Oficina de 
Seguro para Accidentes Laborales, Enfermedad y Maternidad (OFATMA)74 no provee hasta la fecha 
ningún seguro de salud, aunque se contempla incluirlo en conformidad con la ley, para luego establecer 
una cobertura universal en salud. En el año 2012 se implementó el proyecto piloto Carte Rose con el fin 
de medir los costos y definir los mecanismos de seguro de salud para los trabajadores por cuenta propia 
informales y para los asalariados75. La evaluación del proyecto76 llevó al diseño de uno más amplio que 
se implementará en el departamento Noreste, donde se encuentran trabajadores de las empresas formales 
de la zona de Caracol (Noroeste), ocupados de los establecimientos informales y estudiantes del campus 
universitario de Limonade.  

Conforme a la ley de la OFATMA, la afiliación de los trabajadores formales al seguro de salud es 
en principio un beneficio automáticamente asociado al empleo. La cotización de cada trabajador 
corresponde a la suma de la cotización del empleado con la del empleador, equivalente cada una a un 3% 
del salario, tal como lo estipula la ley de la OFATMA77. Para integrar a los trabajadores informales, 
estos deben afiliarse de forma voluntaria78. Idealmente, el objetivo de largo plazo es extender el seguro 
de salud a toda la población ocupada, incluso a los campesinos. 

En el plan de acción para la puesta en marcha de la protección social en salud en el departamento 
del Noreste (MAST y otros, 2013)79, el seguro de salud deberá cubrir, en el caso del empleo formal, al 
trabajador, su cónyuge y tres hijos o hijas. Si tiene más de tres hijos o hijas, su afiliación al seguro de 
salud debe ser voluntaria. En el empleo informal se considera que el jefe de familia puede afiliarse solo 
(2,17 dólares mensuales) o incluir a su familia, lo que implica que el o la cónyuge y los hijos o hijas no 
son considerados como derechohabientes naturales del afiliado. El acceso al seguro de salud no está 
garantizado, a menos que el afiliado pague una cotización adicional equivalente a la suya para el o la 
cónyuge (2,17 dólares al mes) y una cotización menor por cada hijo o hija (1,08 dólares). En este 
contexto, la amplitud del alcance en la cobertura de los hijos e hijas de los trabajadores informales y 
afiliados voluntarios de la OFATMA no es la misma en comparación con la de los trabajadores formales, 
que además constituyen una minoría entre la población ocupada en las áreas urbanas y rurales. A menos 
ingresos, mayor es el riesgo de la no afiliación o de la desafiliación, por lo que el derecho a la protección 
social en salud de los niños, niñas y adolescentes está condicionado a los recursos de sus progenitores. 

                                                        
72  Los hijos de los funcionarios en situación de unión libre (concubinage) también están incluidos en la cobertura.  
73  Para estimar el tamaño de la población de niños, niñas y adolescentes derechohabientes del GSP se necesitan los datos 

proporcionados por los funcionarios sobre sus hijos e hijas dependientes. 
74  En agosto de 2013 se creó el Consejo de Administración de los Organismos de Seguro Social (CAOSS) establecido por ley en 1983. 

Este organismo reúne a representantes del Estado, de los empleadores y de los sindicatos de trabajadores y está encargado de la 
supervisión de la OFATMA así como de la Oficina Nacional de Seguro para la Vejez (ONA).  

75  Participaron en este proyecto 400 familias del sector informal de Puerto Príncipe, sobre la base de convenios entre la OFATMA y 
cinco hospitales (públicos y privados) con financiamiento del Estado ($ 1,95 por mes y por persona). La tarjeta de salud daba acceso 
a cuidados ambulatorios y hospitalarios gratuitos.  

76  En la evaluación se visibiliza el problema de la gobernanza del modelo institucional. Según algunos organismos internacionales, la 
OFATMA, que cumple las funciones de asegurador y proveedor de cuidados en hospitales determinados, debiera dejar una de las 
funciones. Como se ha excedido del presupuesto inicial, se cuestiona el financiamiento basado en los resultados.  

77  El tope salarial para el acceso a este seguro de salud es el equivalente a diez salarios mínimos al mes.  
78  Cabe recordar que, en el caso del seguro para la vejez, se excluye, tanto de la afiliación obligatoria como de la afiliación voluntaria, a 

los menores de 18 años que trabajan para sus padres, así como a los trabajadores familiares de ambos sexos que trabajan para su 
cónyuge (Lamaute-Brisson, 2013a). 

79  Esta comisión incluye al MAST, al Ministerio de Salud Pública y Población, al Ministerio de Economía y Finanzas y al Ministerio de 
Planificación y Cooperación Externa.  
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Esta disposición llama la atención, ya que probablemente el número de hijos e hijas de los trabajadores 
informales pobres sea más alto que en los hogares menos pobres o no pobres. 

Es importante diseñar un mecanismo que garantice el acceso de todos los niños y niñas y, en 
especial, de los hijos e hijas de los y las trabajadores informales no solo por el principio de universalidad 
del derecho a la protección social en salud, sino también por la construcción de la legitimidad del Estado 
como autoridad tributaria. Las demandas de las y los trabajadores por cuenta propia no registrados 
apuntan a la ausencia del Estado en el ámbito de la reproducción de hoy y en términos 
intergeneracionales. Ellos piden en efecto la protección del poder adquisitivo del ingreso de los hogares, 
la inversión en educación y salud para sus hijos (Lamaute-Brisson, 2014), subrayando así la falta, entre 
ellos, de legitimación de la tributación.   
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V. Promoción social de la adolescencia 

La adolescencia es una etapa particular en el ciclo de vida de una persona y corresponde al período de 
transición entre el universo de la niñez y el de los adultos. Los y las adolescentes enfrentan desafíos 
específicos respecto de su inserción en los sistemas de empleo. Por una parte, estos desafíos se refieren a 
la construcción de su empleabilidad y, por otra, a las barreras de ingreso que impone el mercado de 
trabajo asalariado o que delimitan el universo del trabajo independiente o por cuenta propia. Después de 
presentar a grandes rasgos los desafíos que se plantean en la capacitación profesional, se analizará un 
proyecto de promoción social de las adolescentes vulnerables de Puerto Príncipe.  

A. Desafíos de la capacitación profesional  
para los y las adolescentes y jóvenes 

El sector privado recurre, en su necesidad de personal semicalificado o calificado, a la mano de obra 
extranjera (GTEF, 2011), especialmente en los puestos de supervisión intermedia. Asimismo, participó 
en la creación de centros privados de capacitación —con o sin apoyo externo— (GTEF, 2011) y en la 
organización de programas de capacitación propios. Esto evidencia el desajuste entre la oferta y la 
demanda de trabajo en la economía formal, lo que obliga a abordar el tema de la empleabilidad de los y 
las adolescentes y jóvenes.  

El Plan Operacional para la Refundación del Sistema Educativo Haitiano (GTEF, 2011)80 
establece la necesidad de fortalecer la capacitación profesional en el país como uno de sus ejes clave 
ante el fracaso de anteriores iniciativas de modernización. La oferta de formación profesional se enfrenta 
a diversos problemas. Entre ellos destacan la fragmentación institucional de la gobernanza pública y el 
déficit de un marco legal en la materia, la heterogeneidad y dispersión de las iniciativas y de los actores, 
la calidad de la oferta de capacitación, la degradación de la oferta pública y la desconfianza del sector 
privado ante este proceso, y la falta de recursos financieros (GTEF, 2011).  

                                                        
80  Este documento es producto del trabajo de la comisión citada en 2007 para la elaboración de recomendaciones que derivaran en un 

Pacto Nacional sobre la Educación y la Capacitación (PANEF).  
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En este contexto se plantea, como se hizo en los años noventa con el Programa Nacional de 
Educación y Formación Profesional (PNEF), la necesidad de organizar la oferta educacional 
estableciendo puentes entre los estudios secundarios y la capacitación profesional, además de acoger a 
los y las adolescentes que están fuera del sistema educativo. Este plan operacional define tres objetivos 
principales: i) mejorar la gestión de la capacitación profesional mediante mecanismos de gobernanza y 
de un marco de administración integral, con la participación de actores sociales y políticos; ii) aumentar 
racional y equitativamente la oferta de capacitación profesional; y iii) aumentar el financiamiento del 
subsector de formación profesional.  

En 2011 se creó la Secretaría de la Formación Profesional y se está elaborando el nuevo marco 
legal y la estrategia de desarrollo de la formación profesional. Respecto de la oferta, se abrió el acceso a 
establecimientos de formación profesional a jóvenes desescolarizados y escolarizados (un total de 8.900 
en enero de 2014, incluyendo 3.000 alumnos y alumnas). Además, se estableció un programa de 
capacitación profesional dirigido a jóvenes de la calle bajo el nombre Chanje metye, chanje lavi 
(Cambiar de oficio, cambiar de vida), cuyas principales características serán presentadas más adelante.  

B. La iniciativa para las adolescentes 

En el año 2011 se creó la Iniciativa para las Adolescentes (Adolescents Girls Initiative) del Banco 
Mundial, que apoya al Ministerio de la Condición Femenina y de los Derechos de las Mujeres 
(MCFDF). El propósito de este proyecto es facilitar la entrada de las adolescentes y jóvenes vulnerables 
de 17 a 21 años81 al mercado laboral y aumentar el empleo de las mujeres en el mercado formal sobre la 
base de la demanda de mano de obra femenina calificada. En particular, se trata de ampliar el abanico de 
oportunidades socioeconómicas a largo plazo, aprovechando la ventana que se abrió después del sismo 
en las ramas de actividad tradicionalmente ocupadas por hombres y con gran potencial de crecimiento. 

La implementación del proyecto se organizó desde un complejo montaje institucional entre ONG 
comunitarias —que ayudan a seleccionar a las postulantes en un proceso de focalización— y los centros 
de formación profesional públicos (Instituto Nacional de Formación Profesional, INFP)82 y no públicos 
(Haiti Tec, Apex, Transversal, INFOP), que capacitan durante cuatro a seis meses a las adolescentes en 
varias ramas de actividad o profesiones83 que son demandadas en el mercado de trabajo asalariado. La 
formación que reciben las adolescentes también abarca valores y ética del trabajo, comportamientos 
referidos a los ámbitos profesionales, así como técnicas de desarrollo personal para reforzar la capacidad 
de actuar84, además de apoyo psicosocial. La inserción en el mercado de trabajo se facilita mediante 
prácticas de un mes acordadas con empresas formales.  

Se seleccionó a 1.000 adolescentes y jóvenes de barrios populares85, de los que casi el 60% ya no 
asistía a la escuela y 8 de cada 10 no tenían actividad económica alguna antes del inicio del proyecto. Se 
constituyeron dos grupos de 500 personas y el primero ya se completó con una tasa muy baja de abandono 
(5,5%). Este grupo recibió un subsidio mensual de 40 dólares para pagar el transporte y la comida.  

                                                        
81  Se considera como vulnerables a las adolescentes y jóvenes “sin casa” o que viven en los campamentos de personas desplazadas tras 

el sismo, a las expuestas a adicciones como el alcohol y las drogas, a las víctimas de violencia física o sexual y a las que no asisten a 
la escuela o que no hacen nada.  

82  El INFP tiene como mandato, entre otros, i) establecer y coordinar un sistema nacional de formación profesional que abarque 
instituciones públicas y privadas; ii) diseñar y proponer políticas y programas de formación profesional de acuerdo con las 
prioridades de los planes de desarrollo referidas a la valorización de los recursos humanos; iii) contribuir a la oferta de capacitación 
profesional; y iv) regular la provisión privada de formación profesional mediante el monitoreo de la aplicación de las normas en los 
establecimientos privados. 

83  La lista de los nuevos campos de formación profesional es relativamente larga y abarca ramas de actividades o profesiones 
consideradas masculinas, salvo la hotelería. Las ramas o profesiones incluidas son construcción, telecomunicaciones, tecnologías de 
la información, mecánica, manejo de maquinaria pesada, plomería, carpintería, albañilería, electricidad, aire acondicionado y 
refrigeración y hotelería.  

84  De hecho, el abanico de temas abordados es bastante amplio. Incluye la confianza, el compromiso cívico y el liderazgo, el desarrollo 
profesional y la ética en el trabajo, la alfabetización financiera, la salud sexual y reproductiva, la violencia de género, la situación de 
las personas con discapacidad y la preparación ante los desastres. 

85  Entre otros, Delmas 30 y Delmas 32, Carrefour-Feuilles y en barrios de Pétion-Ville. 
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La evaluación intermedia mediante entrevistas grupales realizadas en 2013, confirmó la demanda de 
fuerza de trabajo en las ramas seleccionadas, sobre todo para empleos temporales. El impacto en las 
adolescentes y jóvenes del primer grupo fue doble: al recibir ingresos más elevados, el bienestar no monetario 
también se amplía. Cabe destacar que las adolescentes y jóvenes capacitadas declaran gozar de un mayor 
respeto de su familia y comunidad, además de la confianza y autoestima adquiridas en el proceso.  

Uno de los elementos que explica el éxito de la primera fase de este proyecto piloto tiene que ver, 
según la evaluación, con la minuciosa y oportuna gestión de los mecanismos institucionales, empezando 
por la selección de los actores involucrados (ONG comunitarias que tienen legitimidad para las 
adolescentes y centros de capacitación profesional). Sin embargo, no está del todo claro que se pueda 
conservar este tipo de gestión a la hora de extender el proyecto a mayor escala, pues su diseño está hecho 
para zonas urbanas en crecimiento. ¿Qué se contempla para las adolescentes y jóvenes que viven en 
áreas rurales, donde se encuentra la mayoría de la población y de los jóvenes y donde la pobreza es más 
extendida? (Lunde, 2010). 

La evaluación del proyecto reconoce la necesidad de agregar una formación en administración de 
negocios y abrir el acceso a los equipamientos básicos. Frente a la prevalencia de empleos de corta 
duración en las empresas formales, las adolescentes y jóvenes deben tener la posibilidad de optar, ya sea 
para combinar un empleo asalariado con el autoempleo o para escoger una de las dos vías. También 
habría que incluir en la formación adicional las distintas formas de redes económicas (horizontales y 
verticales) y sus niveles de flexibilidad, para entregar herramientas que los posicione mejor en las 
cadenas de valor.  

A la hora de evaluar, sería interesante que se reconozca la necesidad de incorporar el tema del cuidado 
de los niños y niñas al proyecto, ya que el perfil de las adolescentes y jóvenes seleccionadas mostraba que el 
44% ya eran madres. Es preciso debatir los mecanismos que se deben poner en marcha: aumentar el subsidio 
mensual para cubrir los gastos que implica delegar la responsabilidad del cuidado, que permita escoger la 
modalidad de este o proponer servicios de cuidado en los centros de formación profesional.  

Por último, habría que hacer el seguimiento de las trayectorias profesionales y de la recepción de 
las nuevas trabajadoras en aquellos universos percibidos como masculinos.  
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VI. Protección de la niñez en peligro 

En este último acápite se evalúa la protección de la niñez en peligro, vale decir de los niños, niñas y 
adolescentes cuyos derechos son vulnerados por su exposición a riesgos específicos. World Vision 
(2013) categoriza la situación de la infancia y adolescencia en Haití en función de los riesgos: el 
abandono y la adopción ilegal; vivir en la calle; el trabajo infantil, particularmente, en sus peores formas, 
la violencia física; la explotación sexual y abusos; los enfrentamientos armados; la trata de niños y niñas; 
los desplazamientos debido al sismo del año 2010; la orfandad; el consumo de drogas; los delitos y otros 
conflictos con la ley y la maternidad entre adolescentes.  

Esta lista de riesgos es larga, por lo que es preciso acotar el presente análisis a la atención y 
promoción social dirigida a los niños y niñas involucrados en el trabajo doméstico y a quienes viven 
en la calle. El trabajo doméstico infantil sigue siendo un tema extremadamente sensible y la OIT lo 
clasifica como una de las peores formas de trabajo a las que son sometidos niños y niñas. Por otra 
parte, las visiones etnocéntricas no han hecho un análisis factual adecuado de la circulación de los 
niños y niñas en distintos hogares o de aquellos que viven en la calle, que es un fenómeno 
antropológico y económico que tiene diversas implicancias, y tampoco han elaborado 
recomendaciones relevantes respecto de esta realidad.  

A. El trabajo doméstico infantil: logros y retos pendientes 

Aparte del trabajo realizado en empresas agrícolas y no agrícolas, los niños y niñas trabajan en sus 
hogares y se les denomina restavèk86. En su mayoría se trata de niños y niñas procedentes de familias 
pobres o que se han empobrecido, y que son entregados a hogares con mayores recursos para ajustar el 
tamaño del hogar a los recursos disponibles y ofrecerles un mejor futuro.  

En el contrato informal que se establece entre la familia que entrega y la familia que recibe, se 
estipula que esta última debe alojar, alimentar al niño o a la niña y mandarlo a la escuela a cambio de su 
participación en las tareas domésticas (FAFO, 2002). Debido a que la tecnología de las tareas domésticas 
                                                        
86  En una primera aproximación, se entiende como “quedarse con (alguien)” (del francés “rester avec”), lo que implica una relación 

de subordinación.  
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es aún muy rudimentaria y que pocos hogares tienen acceso a los servicios básicos, existe una demanda 
de fuerza de trabajo para las labores domésticas, así como para el cuidado directo —interpersonal— de 
los niños y niñas (Sommerfelt, 2002; Lamaute-Brisson, 2010).  

Esta práctica es bastante antigua y en 1985 se incorporó un capítulo especial sobre los niños y 
niñas trabajadores domésticos (enfants de service) en el Código del Trabajo para regular este tipo de 
empleo, pero su impacto fue casi nulo. Mediante la ley del 29 de abril de 2003 sobre la prohibición y 
eliminación de todas las formas de abuso, violencia, maltrato o tratos inhumanos en contra de los 
niños y niñas, este artículo se derogó. Sin embargo, esta misma ley reconoce la posibilidad de que un 
niño o una niña sean entregados a una familia de acogida “en una relación de ayuda y solidaridad” y 
estipula que cualquier niño o niña en esta situación debe gozar de los mismos privilegios, así como de 
las mismas prerrogativas, que los de la familia de acogida. Al comparar las leyes, el capítulo sobre los 
niños y niñas trabajadores domésticos proveía un amparo algo más robusto ante las situaciones de 
maltrato y abuso87.  

 
RECUADRO 4 

NIÑOS Y NIÑAS RESTAVÈK. EVOLUCIÓN DE LAS PRÁCTICAS Y MEDICIÓN 

 
En los últimos 30 años se han registrado muchos cambios en esta práctica. Primero, se ha transnacionalizado, pues 

se entregan niños y niñas haitianos a hogares de la clase media dominicana, lo que en el sistema dominicano de 
colocación se llama hijos/hijas de crianza (Smucker y Murray, 2004). Segundo, las entregas en Haití se dan hoy entre 
familias pobres y familias menos pobres, mientras que antes los niños y niñas eran acogidos en familias relativamente 
acomodadas. Tercero, también se evidencia la circulación de niños y niñas en el medio urbano, cuando el flujo, por lo 
general, se daba entre familias de zonas rurales y familias receptoras de zonas urbanas. Por último, si bien existen 
relaciones de parentesco entre la familia que entrega y la que recibe, surgió la figura de un intermediario que relaciona a 
familias que no se conocen, por lo que hay mayor probabilidad de que se pierda la capacidad de los progenitores de 
velar por sus hijos e hijas y una mayor probabilidad de maltrato (Smucker, Pierre y Tardieu, 2009).  

No existen registros de la amplitud del fenómeno, aunque en algunos estudios se han entregado cifras de acuerdo 
con criterios muy distintos y la mayoría de las estimaciones son antiguas. La última estimación confiable fue propuesta 
por Sommerfelt (2002) sobre la base de la Encuesta sobre Condiciones de Vida de los Hogares (ECVH) que tenía 
cobertura nacional, realizada por el Instituto de Estadística e Informática en el año 2001 a más de 7.000 hogares. A partir 
de la definición de restavèk como un niño o niña separado de sus padres, con una alta carga de trabajo y un bajo nivel 
educacional, Sommerfelt (2002) estimó que la cifra de niños y niñas restavèk de 5 a 17 años ascendía a 173.000, 
correspondiente a un 6,3% de la población en este tramo de edad, con una muy fuerte concentración en el tramo de 5 a 
15 años (134.000). Se estimó, sobre la base de un estudio más reciente (Smucker, Pierre y Tardieu, 2009) que había 
225.000 niños restavèk en las ciudades, de los que dos tercios eran niñas. Las cifras no son del todo comparables, no 
solo por la diferencia entre los criterios, sino también por el tamaño y la distribución espacial de la muestra de hogares 
(1.486 hogares urbanos repartidos en 5 ciudades88). Lo más probable es que haya aumentado la población de restavèk, 
ya que muchos niños y niñas quedaron huérfanos por el sismo.  

La publicación en 2014 de un nuevo estudio sobre el trabajo doméstico infantil por el Ministerio de Asuntos Sociales 
y del Trabajo (MAST), en asociación con más de 20 organizaciones internacionales y ONG, tiene como objetivo 
identificar a los niños y niñas como objeto de la política que enfrente la realidad del trabajo infantil.  

Fuente: Elaboración propia sobre la base de Tone Sommerfelt (ed.), “Wal!yow Child domestic labour in Haiti characteristics, 
contexts and organisation of children’s residence, relocation and work”, Puerto Príncipe, Instituto de Estudios 
Internacionales Aplicados (FAFO), 2002; Glenn R. Smucker, Yves-François Pierre y Jean-François Tardieu, Lost Childhoods 
in Haiti. Quantifying Child Trafficking, Restavèks and Victims of Violence, Puerto Príncipe, Fundación Panamericana para el 
Desarrollo (FUPAD) y Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID), Misión de Haití, 2009; y 
Jean Elie Paul, “Haïti-Droits humains: Lancement d’une étude sur la problématique des enfants en domesticité” [en línea], 
http://www.alterpresse.org/spip.php?article16521, 2014.  

 
                                                        
87  El capítulo 9 del Código del Trabajo (1985) exigía que i) la familia receptora pidiera permiso al IBESR para emplear a un niño o 

niña como trabajador doméstico; y ii) el empleador actuara como un padre hacia el niño o niña trabajador doméstico, proveyéndole 
alojamiento, vestimenta, alimentación sana, tiempo de recreación y la matrícula en una escuela convencional o una escuela 
profesional. Este capítulo prohibía el trabajo de los niños y niñas durante las horas de escuela, toda clase de trabajo que pusiera en 
peligro su salud y el desarrollo normal o la asistencia a la escuela. También prohibía el uso de tortura psicológica o corporal como 
castigo. Sin embargo, la sanción de las violaciones de los términos de la ley consistía solo en una multa a ser pagada a los 
progenitores del niño o niña. 

88  Se trata de las ciudades de Puerto Príncipe, Cabo Haitiano, Gonaïves, Saint-Marc y Petit Goâve.  
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Algunos autores consideran que tener a un niño o niña trabajando de restavèk en el hogar 
corresponde a una forma de esclavitud moderna (Cadet, 1998; McCalla, 2002; MINUSTAH, 200989; 
FAFO, 2002; Schwartz, 2011). Sommerfelt (2002) estableció un retrato mucho más matizado, 
demostrando, entre otras cosas, que la mayoría de los niños y niñas restavèk asistían a la escuela y que 
buena parte de ellos no estaban expuestos a abusos. El UNICEF reconoció recientemente el trabajo de 
Sommerfelt (2002) y el hecho de que el fenómeno es muy complejo (UNICEF, 2014c)90, más allá de la 
equivalencia a priori entre la situación del restavèk y la esclavitud moderna. Evidentemente, existen 
casos de abusos que deben ser documentados. Es preciso crear una solución de acogida para los niños y 
niñas cuyas familias ya no pueden hacerse cargo de ellos, sobre todo teniendo en cuenta los orfanatos 
que acogen a menudo a niños y niñas que no son huérfanos (Schwartz, 2011).  

La atención del Estado a los niños y niñas restavèk será diseñada tras completar el estudio lanzado 
en abril de 2014. 

B. Niños y niñas de la calle y en la calle: diversos mecanismos 
de promoción social 

De acuerdo con el UNICEF y Ayuda Médica Internacional, AMI (2011) había al menos 3.380 niños y 
niñas, entre menores de 14 años (33%), adolescentes de 14 a 17 años (43%) y jóvenes de 18 años o más 
(24%), para quienes la calle era su “espacio habitual”, su “espacio vital y de socialización” en las 
comunas de Puerto Príncipe y de Carrefour. Casi un cuarto de ellos llegaron a la calle después del sismo. 
Sin embargo, no es un grupo homogéneo respecto del tipo de relación que establecen con la calle o con 
su célula de referencia, llamada base o cartel, puesto que el 54% de estos niños, niñas, adolescentes y 
jóvenes reportó estar en la calle solo durante el día. Smucker, Pierre y Tardieu (2009) distinguen dos 
grandes categorías: los niños y niñas de la calle y en la calle. Los primeros no tienen familia ni lugar 
donde dormir, por lo que viven en las calles día y noche, mientras los segundos pasan el día en la calle y 
quizás la noche, pero tienen lazos familiares activos y un lugar donde dormir.  

En los últimos años, la atención a los niños y niñas de la calle o en la calle provenía de las ONG, 
que los recibían para lograr reunificar a las familias y promover la asistencia a escuelas o a centros de 
capacitación profesional, para facilitar así el acceso a empleos o autoempleos.  

A las iniciativas privadas —sin fines de lucro— se sumaron dos mecanismos de atención a los 
niños y niñas de la calle o en la calle. En primer lugar, el PSUGO incluye un componente dirigido a ellos 
establecido sobre la base de la colaboración entre el MENFP, el MAST y la Brigada de Protección de 
Menores de la Policía Nacional, mediante la acogida en Centros de Inserción Social y Escolar (CISS), 
donde se les provee educación y útiles escolares, comida y apoyo psicosocial. Los departamentos del 
Norte y del Centro cuentan cada uno con un CISS, mientras que el departamento del Oeste cuenta con 
tres (Puerto Príncipe, Delmas, Croix-des-Bouquets), donde ya se acogieron a 1.100 niños y niñas.  

En segundo lugar, el MAST creó las casas de tránsito (maisons de transit) para acoger a niños y 
niñas de la calle o en la calle. Se construyó una casa nueva en la comuna de Delmas y se estableció un 
paquete de servicios para “rehabilitarlos”, mediante educación convencional, apoyo psicosocial y 
cuidados médicos. Tal enfoque difiere bastante de la visión punitiva que prevaleció durante años en el 
Centro de Acogida (Centre d’Accueil) ubicado en la comuna de Carrefour. Se prevé rediseñar este centro 
para aumentar su capacidad de 300 a 800 niños y niñas, además de construir otras casas de tránsito con 
una capacidad para 400 cada una en los departamentos del Sur (Les Cayes), del Sureste (Jacmel) y del 
Norte (Cabo Haitiano).  

No está del todo claro por qué coexisten estos dos mecanismos que tienen un punto en común: la 
provisión del servicio de educación. En principio, con la inclusión progresiva de una categoría marginal 
                                                        
89  Para más información ver http://minustah.org/pdfs/docs/quinzaine_enfant.pdf. 
90  El estudio editado por Sommerfelt (2002) fue encomendado al Centro de Investigación en Ciencias Sociales de Noruega (FAFO) por 

el UNICEF y un conjunto de ONG, pero no fue utilizado en la abogacía sobre los niños trabajadores domésticos sino hasta hace poco 
(Schwartz, 2011).  
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y marginalizada en el PSUGO, se pretende avanzar en la dirección de la universalización del derecho a 
la educación. El PSUGO no tiene como política insertar a los niños y niñas de la calle o en la calle al 
sistema educativo convencional, por el impacto psicosocial de vivir en la calle y por la estigmatización 
que podrían sufrir por parte de los demás niños, niñas y adolescentes.  

La elección de una vía paralela al sistema educativo central debería ser objeto de un debate 
amplio con distintos actores del sector educacional respecto de los principios de justicia en la educación, 
la igualdad de oportunidades —acceso—, la igualdad de trato —condiciones y acciones referidas a la 
discriminación y segmentación de grupos— y la igualdad de resultados —niveles y competencias 
académicas. A primera vista, se abre paso a la igualdad de acceso, se admite una desigualdad en el trato 
—vías paralelas—, sin que quede claro si se busca a la vez una igualdad de resultados. Desde el punto de 
vista académico, dicho enfoque es cuestionable a menos que se garantice que la diferencia entre las vías 
se compensa por el acceso a un servicio de educación de calidad. En el ámbito de la inclusión social, las 
vías paralelas van en contra de la apertura de los horizontes de los niños y niñas de la calle o en la calle.  

Un tercer proyecto se centra en la promoción de la empleabilidad de las y los adolescentes y 
jóvenes de la calle o en la calle. Chanje metye, chanje lavi del MAST busca ofrecer a las y los 
adolescentes y jóvenes lavadores de automóviles la oportunidad de tener otro oficio y acceder a una 
dotación en capital productivo. Se creó un Centro de Formación para el Empleo (CFE), perteneciente al 
MAST, que dicta ciclos de capacitación de seis meses en distintas ramas: mecánica, plomería, 
electricidad, manejo de vehículos y panadería, entre otras. Los programas de capacitación fueron 
validados por el Instituto Nacional de Formación Profesional (INFP). Respecto de los cursos de manejo 
de vehículos, se prevé que el proyecto permita a las y los jóvenes que lo desean obtener un crédito para 
la compra de un autobús.  



CEPAL - Serie Políticas Sociales N° 212 Promoción y protección social de la infancia y adolescencia en Haití 

63 

VII. Conclusión 

De la revisión de los principales programas y proyectos de protección y promoción social dirigidos 
directa o indirectamente a la niñez, se desprende que niños, niñas y adolescentes ocupan, más allá de los 
discursos y planes, un lugar bastante restringido. A pesar de que existen programas y proyectos referidos 
a las distintas etapas del ciclo de vida, la acción pública dista de ser holística respecto de los menores de 
5 años no obstante la necesidad comprobada de promover su desarrollo integral. Los esfuerzos en 
materia de salud y nutrición son loables, pero existe un desfase con la gestión rezagada del tema de la 
educación prescolar y, sobre todo, de una política de la primera infancia. Asimismo, la adolescencia 
tiene poca presencia en los mecanismos existentes, principalmente con pequeños proyectos de 
capacitación profesional. 

Si bien cabe profundizar el análisis del alcance real de los programas y proyectos entre las 
poblaciones pobres o vulnerables, la cobertura general es escasa excepto en el caso del PSUGO y de los 
comedores escolares aunque es menester medir con precisión la población de niños y niñas que 
efectivamente es cubierta por dichos programas.  

A esta desprotección por falta de mecanismos que amparen o apoyen a la mayoría de la 
población, se añade la desprotección por la mala calidad de los servicios de educación y salud. Como ya 
se alertó (Lamaute-Brisson, 2013a), este tipo de desprotección implica que se limitan las oportunidades 
de promoción social, en especial para los alumnos y alumnas pobres o que residen en áreas rurales y que 
no tienen acceso a escuelas de buena calidad con docentes calificados. Por otra parte, la desprotección de 
las niñas y adolescentes en las escuelas no ha sido abordada de manera analítica y sistemática en el caso 
haitiano, pero es de conocimiento público que la socialización en las escuelas sigue reproduciendo las 
pautas tradicionales de género, tanto en lo académico como en la transmisión de valores. También es 
sabido que un número indeterminado de alumnas se encuentran expuestas a situaciones de explotación 
dentro y fuera de la escuela (d’Adesky, 2012). 

Cabe reconocer que a nivel global, sobre la base de informaciones nuevas o actualizadas, las 
iniciativas recientes se encuentran en un proceso de evolución desde el informe que brinda una mirada de 
conjunto acerca del sistema de protección y promoción social en Haití (Lamaute-Brisson, 2013a). Se 
advierten avances respecto de los objetivos iniciales y procesos de adaptación y ajuste ante los problemas y 
las demandas explícitas o implícitas.  
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Asimismo, se observan esfuerzos, aún incipientes pero notables, hacia una mayor coordinación y 
sistematización de la visión de la protección y promoción social, en la que predomina el vocabulario de la 
asistencia social. Se confirmó además el objetivo de fortalecer el pilar contributivo en lo que se refiere a las 
pensiones y la ampliación del proyecto piloto del seguro de salud para el sector informal, sobre la base de 
una contribución mínima de los trabajadores por cuenta propia. 

El proceso de evolución se percibe en algunos programas orientados a la infancia, en especial en 
materia de educación. Por ejemplo, el Programa de Escolarización Universal, Gratuita y Obligatoria 
(PSUGO) se encuentra en una fase de rediseño para traspasar la barrera de las escuelas destinatarias del 
subsidio, con el fin de llegar directamente a los alumnos y alumnas y abordar el tema de la calidad de la 
educación, es decir, de las competencias y calificaciones de los docentes.  

Al mismo tiempo, algunos cambios plantean la necesidad de aclarar y establecer las líneas 
directrices de la acción pública. El cambio del enfoque de cuidados obstétricos e infantiles gratuitos al 
enfoque de provisión de cuidados de pago es uno de los ejemplos más evidentes en este sentido. Está en 
juego la definición del piso mínimo y universal de protección y promoción social. Se propuso con 
anterioridad que el piso incluyera los cuidados obstétricos e infantiles gratuitos y los empleos públicos 
(temporales) garantizados (Lamaute-Brisson, 2013a). Con este cambio se restablecerán —en el área del 
funcionamiento del proyecto Manman ak Timoun an Sante y sin transición alguna— las barreras 
financieras al acceso de los cuidados de salud para las mujeres embarazadas y para sus hijos e hijas, lo que 
no se compensa necesariamente con los proyectos de corte comunitario cuya responsabilidad es conectar a 
las familias clasificadas como vulnerables con los servicios disponibles en su entorno cercano.  

Además, la acción pública parece subestimar el carácter estructural de los problemas del sistema 
educativo y las restricciones que imponen la pobreza o la vulnerabilidad de los hogares. Es de suma 
importancia caracterizar los obstáculos y medir los esfuerzos que habrá que emprender, para optimizar la 
inversión financiera en el sector educacional o, mejor dicho, en la promoción social mediante la 
educación.  

Es que, al fin y al cabo, se trata de modificar el perfil de los regímenes sociodemográficos que han 
ido cambiando paulatinamente debido, en gran parte, a las propias estrategias de los hogares que 
recurren, entre otras cosas, a las remesas de los emigrados. Se trata de abrir camino para una inversión 
en educación accesible y rentable, y reducir las necesidades de mano de obra infantil en el cuidado 
(tareas domésticas) y en la actividad económica.  

En este estudio se aclara entonces que, más allá de la transformación lenta y focalizada del Estado 
hacia la incorporación de programas y proyectos de protección y promoción social  
—orientados al combate a la pobreza—, es necesario definir de manera política y estratégica el papel del 
Estado en la mutación del régimen sociodemográfico desde un enfoque de derechos y hacia la igualdad. 

La discusión sobre este rol es fundamental e impostergable para las nuevas generaciones y para 
las y los jóvenes que hoy buscan insertarse en el mercado. En ella se deben considerar dos tipos de 
accionar del Estado: por una parte, la protección y promoción social y, por otra, la política económica e 
industrial. Para ello se requiere de un análisis en profundidad del contexto y, en especial, del aparato 
institucional —funcionamiento de las instituciones, recursos y mecanismos, distribución territorial según 
las áreas rurales y urbanas—, tomando en cuenta la fuerte presencia de las instituciones privadas y la 
migración de los más capacitados. Estas dos últimas características pueden interpretarse como una 
restricción o como una oportunidad por construir91.  

A grandes rasgos, el rol del Estado en materia de protección y promoción social es triple: i) el rol 
de protección y provisión de promoción social; ii) el rol de regulador; y iii) el rol de promotor del 
desarrollo en articulación con la protección social.  

                                                        
91  La XII Conferencia Iberoamericana de Ministras, Ministros y Altos Responsables de Infancia y Adolescencia (2010) afirmó que “los 

sistemas de protección integral de la infancia y la adolescencia requieren de una institucionalidad fuertemente articulada y 
coordinada por entes suficientemente facultados, y de presupuestos públicos que contemplen una inversión en la niñez que de manera 
efectiva y plena garantice sus derechos”. 
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En cuanto al primer rol, la priorización de la infancia —niñas, niños y adolescentes— es 
ineludible, particularmente mediante i) el gasto directamente enfocado a la niñez; y ii) el gasto indirecto 
condicionado a la presencia de niños y niñas, como las transferencias monetarias, donde importa menos 
la multiplicidad de las poblaciones meta (de acuerdo con el ciclo de vida) que las articulaciones entre 
prestaciones y sus impactos en la economía de los hogares y en los logros de niños, niñas y adolescentes 
en las distintas dimensiones de sus vidas. Para aproximarse a los principios del enfoque de derechos es 
conveniente revisar la gestión de las condicionalidades. Se sugiere entregar transferencias monetarias a 
los hogares con niños y niñas que nunca han sido escolarizados y su incorporación al PSUGO.  

Priorizar a la primera infancia es imprescindible, pues las fallas del sistema de salud en materia de 
atención a la niñez siguen siendo grandes y los avances en materia de educación preescolar, modestos. 
Se recomienda, entonces, ampliar la cobertura del PSUGO a la educación inicial, cuando sus 
mecanismos de operación y control se fortalezcan en un plazo de dos años. Esto requiere, 
indiscutiblemente, avanzar en los mecanismos de regulación de los centros de educación inicial 
existentes, en la capacitación de los monitores y en el paquete de materiales para el aprendizaje de los 
niños y niñas en edad preescolar.  

La provisión de promoción social debiera idealmente centrarse en lo que se refiere a  
i) la educación; ii) la salud materna e infantil; iii) el fortalecimiento de las capacidades de generación de 
ingresos entre las y los jóvenes de 12 a 24 años; y iv) la creación recurrente de empleos públicos 
garantizados para este grupo etario, para facilitar la transición de la escuela o de los centros de 
capacitación profesional a los sistemas de empleo.  

El empleo público temporal garantizado es uno de los componentes del piso mínimo de 
protección social (Lamaute-Brisson, 2013a), tanto para las y los jóvenes como para los adultos. Se puede 
desarrollar en el marco de la inversión en los servicios sociales básicos, dirigida a liberar el tiempo de las 
mujeres, niñas y adolescentes como en el marco de las grandes obras requeridas para el crecimiento y 
desarrollo económicos92.  

Respecto del segundo rol, la regulación se refiere a la noción más global de gobernanza que se 
sostiene en tres pilares cuando se delega la provisión de servicios a instituciones que no son públicas: 
 i) el contrato que vincula al Estado con otra institución, ya sea una empresa o un grupo de titulares de 
derechos, y que determina los objetivos y los incentivos y sanciones; ii) la participación de los titulares 
de derechos; y iii) el monitoreo y regulación que permiten la aplicación de las cláusulas del contrato y 
establecen las modalidades de resolución de conflictos (Breuil, 2004).  

La regulación es ineludible ante las abismales brechas y desigualdades. Hasta la fecha se ha 
optado por una oferta de servicios sociales básicos diferenciada en función de la segmentación de la 
demanda que se debe, entre otras causas, a las desigualdades en la distribución del ingreso. Y, ya que las 
instituciones siguen produciendo y reproduciendo estas desigualdades, es necesaria una regulación 
integradora que cierre las brechas y limite las discriminaciones, con el fin de concretar en su caso la 
igualdad de resultados mínimos y determinantes o la igualdad de oportunidades. Se organizarían 
financiamientos cruzados según el principio de solidaridad entre territorios y grupos. Se requiere, en esta 
óptica, una atención prioritaria y particular en las áreas rurales, lo que constituye un desafío a mediano y 
largo plazo, dada la actual fragmentación institucional y los esfuerzos aún tímidos de coordinación. 
Ahora bien, la maquinaria mejorada del PSUGO —con mecanismos que incorporen a los niños y niñas y 
sus hogares— podría ser el espacio para impulsar este tipo de regulación, tomando en consideración 
mutatis mutandis las lecciones derivadas de la implementación del financiamiento basado en los 
resultados en el sector salud.  

 

                                                        
92  Falta diseñar de manera precisa los mecanismos de creación y gestión de estos empleos públicos garantizados. Sin embargo, no 

deben parecerse a los proyectos con alta intensidad en mano de obra (HIMO) que, por lo general, son de corta duración, se crean 
según las necesidades –en vez de formar parte de una planificación estratégica– y se ponen en marcha sin tomar en cuenta la 
estacionalidad de las actividades.  
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Esta opción a favor de la gobernanza estatal de la provisión pública y no pública de servicios 
abre, obviamente, interrogantes difíciles de responder, lo que hace necesario un debate nacional  
—riguroso y transparente— acorde con los principios de justicia compartidos y que aliente el 
voluntarismo real y realista del Estado. El problema central radica en la separación entre la función de 
la provisión y la función del financiamiento cuya eficacia depende de la estructura de incentivos y 
sanciones, así como de la participación y del monitoreo y gestión de conflictos. Este problema se 
plantea claramente en el universo de las escuelas no públicas. Cabe recordar que este subsector  
—predominante en la provisión del servicio educacional— se extendió como una respuesta de las 
empresas de diversos tamaños y de distinta índole —con o sin vínculos con distintas redes religiosas, 
dedicadas o no a proveer servicios de calidad— ante la demanda de educación que se afirmó y 
aumentó desde los años setenta con el apoyo creciente de las remesas de los emigrados. Esta respuesta 
llenó el vacío dejado por el Estado y permitió ampliar la cobertura. Sin embargo, acarreó 
desigualdades importantes en términos de inclusión y cohesión social.  

Es necesario ampliar la oferta educativa pública para ofrecer alternativas a las familias. Pero el 
desafío central e inmediato consiste en mejorar la calidad de la educación para todos. Es urgente e 
imprescindible mejorar las competencias y el desempeño docente mediante la inversión del Estado en la 
formación masiva y de calidad de profesores, en vez de extender paulatinamente el número de escuelas 
públicas, excepto en las zonas más remotas en el marco de una política educativa de proximidad93. La 
política de formación debería ir de la mano con una política de gestión rigurosa y justa de los recursos 
humanos del sector educacional en todos los tipos de escuelas —públicas, mixtas y no públicas—94. 
Además, habría que condicionar el financiamiento público a las escuelas no públicas según criterios 
como la calidad de la educación, especialmente respecto de los niveles y resultados de los docentes. En 
este proceso, es necesario diseñar y poner en marcha mecanismos específicos para mejorar la calidad de 
las escuelas pobres, que tienen poco o mal equipamiento, que reciben a alumnos y alumnas en situación 
de pobreza, sobre todo en las áreas rurales. Si no se actúa así, se omitirá a la población que se pretende 
teóricamente alcanzar.  

El tercer rol del Estado se refiere a la articulación entre el desarrollo social —basado en la 
protección y promoción social— y el desarrollo económico. En este sentido es necesario impulsar, 
apoyar y promover los programas que i) abran oportunidades para las y los jóvenes capacitados o 
calificados; ii) desarrollen actividades económicas de acuerdo con las necesidades de la protección social 
(suplementos alimentarios y fortificación de alimentos, entre otros); y iii) establezcan relaciones con la 
demanda desde la protección y promoción social y la oferta local, como, por ejemplo, en el caso de los 
comedores escolares que compran arroz a las cooperativas de producción de arroz en el departamento 
del Artibonite (Masciarelli, 2012). De igual manera, y con tal de expandir las oportunidades para la 
producción local desde la perspectiva del desarrollo de las cadenas de valor, es necesario analizar las 
limitaciones en la oferta local y los dilemas entre la elección de la producción local y la de los bienes 
importados, como la sal yodada, por ejemplo95. En la misma línea, es preciso desarrollar políticas 
dirigidas a aliviar la carga de trabajo de cuidado de las mujeres mediante la provisión de servicios 
sociales básicos y servicios de cuidado con el fin de expandir las oportunidades para las niñas y las 
adolescentes, así como para los niños y niñas involucrados en el cuidado.  

                                                        
93  La Declaración de Pucón, adoptada por la X Conferencia Iberoamericana de Ministras, Ministros y Altos Responsables de la Infancia 

y la Adolescencia (2007) insiste en la necesidad de organizar la protección y promoción social de acuerdo con una perspectiva de 
desarrollo territorial, pues se trata de “facilitar el acceso de niños, niñas y adolescentes a los diversos servicios ofrecidos para su 
desarrollo en su medio territorial más cercano procurando la adecuación de estos servicios a las particularidades de cada territorio”. 

94  En el marco del programa Educación para Todos (EPT) se capacitó a 4.000 docentes que no fueron reclutados por el sector 
público, debido a las restricciones en la sustitución de funcionarios, y tampoco por las escuelas no públicas por falta de 
regulación, ya que no tenían la certificación del MENFP. De hecho, estos obstáculos son conocidos y pareciera que falta una 
estrategia para removerlos o superarlos. 

95  Ante las dificultades de poner en marcha procesos confiables y sustentables de producción nacional de sal yodada, se tiende a 
privilegiar la importación de este producto. En todo caso, el plan estratégico de nutrición del MSPP incluye, para la promoción de 
una alimentación adecuada, un eje referido al desarrollo de una agricultura para la salud pública, basada en la promoción de cultivos 
con alto valor nutritivo, el aumento del valor nutritivo de los productos agrícolas locales y la valorización del uso de los productos 
locales (MSPP, 2013). A lo anterior se agrega la cría de pequeños animales —pequeña ganadería—. Quedan por precisar los 
objetivos y concretar las actividades requeridas.  
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El desarrollo y la implementación sistemática de una perspectiva orientada a la igualdad de 
género son transversales a estos tres roles que debiera asumir el Estado. Las orientaciones incluidas en el 
diseño de Kore Lavi podrían servir como referencia si es que se concretan, con la salvedad de que se 
evite la reproducción del maternalismo. En este sentido, la desconstrucción de los roles tradicionales de 
hombres y de mujeres y la promoción de las vías de emancipación de las niñas y adolescentes son de 
suma importancia, incluso en la escuela que después de la familia es hoy el segundo espacio de 
socialización de los niños, niñas y adolescentes. 

Otro reto transversal a las tres funciones deseadas por parte del Estado es la incorporación plena 
del enfoque de derechos. Aunque se está trabajando para llenar de forma progresiva algunos vacíos 
jurídicos en materia de protección de la infancia, se yuxtaponen una retórica de los derechos y un 
discurso activo y fuerte sobre la benevolencia del Estado, como un ente que presta ayuda al pueblo. 
Simúltaneamente, la aplicación de las leyes se atasca por falta de voluntad política y de recursos 
humanos, financieros e institucionales. Además, se mantienen las importantes brechas entre las normas 
estatales y aquellas que rigen la vida cotidiana de la mayoría de la población, en especial la que se 
encuentra en situación de alta o extrema precariedad.  

En este contexto, es preciso buscar mecanismos concretos que impulsen y extiendan la realización 
de los derechos y que midan los avances o retrasos en el cumplimiento de las obligaciones vigentes. 
Pautassi y Royo (2012) proponen al respecto un marco de referencia basado en la siguiente tríada: 
“estándares, indicadores y señales de progreso”. Los estándares definen el resultado deseado de acuerdo 
con criterios que se pueden comprobar. Los indicadores cuantitativos son construcciones que permiten la 
verificación empírica de los resultados conforme al contenido normativo que sostiene dichos estándares. 
Las señales de progreso derivan de la verificación y evaluación cualitativas de los procesos y logros. 
Esta tríada debe aplicarse a las distintas dimensiones de la realización de los derechos: la política 
nacional, la participación de la población en la formulación de políticas y programas, el acceso a la 
información, la asistencia y cooperación internacional y la disponibilidad de mecanismos de rendición 
de cuentas accesibles y eficaces. 

Es menester apropiarse de este marco en el análisis de los sistemas de protección social tanto a 
nivel global como a nivel local, en lo que se refiere al funcionamiento real de las instituciones, a la 
atención de los vulnerables, a la inseguridad alimentaria, a la niñez en peligro y a la instalación de la 
perspectiva de género. Las instituciones encargadas de prestaciones de protección y promoción social 
también son, como cualquier otra, productoras de discriminaciones y desigualdades (Sen, 1999), más 
allá de los principios de la igualdad formal. 

Otras reflexiones son necesarias para pensar y construir una verdadera política de protección y 
promoción social para la infancia en Haití que cuente con un financiamiento doméstico estable y 
duradero, y con procesos de institucionalización que amplíen el liderazgo del Estado y unifiquen un 
sistema fragmentado y disperso. 
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En términos de necesidades básicas insatisfechas de los niños y niñas, 
la incidencia de la pobreza en Haití es alta. Más allá de cualquier 
comparación con la situación de los adultos, los datos confirman la 
necesidad de abordar con urgencia la protección y promoción social 
de la infancia y adolescencia desde un enfoque de ciclo de vida. Esto 
es particularmente importante si se considera que casi la mitad de la 
población haitiana tiene menos de 20 años.

¿Cómo organiza hoy el Estado haitiano la protección y promoción 
social de la infancia y adolescencia? Dar respuesta a esta pregunta 
es el propósito central de este informe, en el que se presenta el 
perfil sociodemográfico de estos grupos etarios en Haití así como 
los principales desafíos a los que se ven enfrentados. Se analizan 
los sectores de educación, seguridad alimentaria y nutrición, salud 
materna e infantil, protección de la infancia, inserción laboral y 
empleabilidad de las y los adolescentes, los desafíos específicos y 
los mecanismos de protección y promoción social vigentes. De la 
revisión de los principales programas y proyectos dirigidos directa o 
indirectamente a la niñez se desprenden avances y esfuerzos hacia 
una mayor coordinación y sistematización desde un enfoque de 
derechos y hacia la igualdad.

El presente estudio se suma a otros realizados en el marco del 
acuerdo entre la CEPAL y el UNICEF y, como ellos, es una contribución 
al análisis de los derechos de la infancia y los sistemas de protección 
social en América Latina y el Caribe.

http://dds.cepal.org/infancia/


